
Publicación MENSUAL • 5a. época • Número 48 • agosto 2013

TEPANTLATOMANAHUANAAHUATIL  IN   TEM
AHQUIXTILIZTLI

D i f u s i ó n • d e • l a • c u l t u r a • J u r í d i c a

issn-1665-0689

Alumnos del Doctorado en Derecho Constitucional de 
la Universidad  Tepantlato que realizaron el trabajo de 
investigación titulado El Control Jurisdiccional de la 
Constitucionalidad en las Entidades Federativas.



Maestrante Enrique 
González Cerecedo. 
Director de la 
Facultad de Derecho, 
representando a 
la Universidad 
Tepantlato.

Doctorando 
Alejandro Tadeo 
Villanueva Armenta. 
Secretario del Tercer 
Tribunal Colegiado 
en Materia 
Administrativa del 
Primer Circuito.

Doctorando 
Víctor Hugo 
Soriano 
Silva.  
Distinguido 
Abogado 
Postulante.

Doctorando 
Alfonso Martínez 
Carlos. Distinguido 
Abogado 
Postulante.

Doctorando Avelino 
Carmelo Toscano 
Toscano. Magistrado 
de la Sala Regional 
del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y 
Administrativa.

Doctorando 
Eduardo Vélez 
Arteaga. Juez 
Décimo Tercero 
de lo Familiar 
del Tribunal 
Superior de 
Justicia del 
Distrito Federal.



Doctorando Isaías
 Martínez Flores. 
Secretario 
Proyectista del 
Tribunal Electoral 
del Estado de 
México.

Doctorando 
Miguel Genaro 
Hernández 
Enciso. 
Distinguido 
Abogado 
Postulante.

Dr. Martín Gustavo 
Moscoso Salas. 
Catedrático del 
Posgrado de la UNAM, 
Catedrático en la 
Universidad Tepantlato 
y Coordinador de la 
investigación.

Doctorando 
Eduardo Vélez 
Arteaga. Juez 
Décimo Tercero 
de lo Familiar 
del Tribunal 
Superior de 
Justicia del 
Distrito Federal.

Dr. Héctor 
González Estrada. 
Juez Noveno de 
Adolescentes Para 
Delitos Graves del 
Tribunal Superior 
de Justicia 
del Distrito 
Federal.  

Dr. Mauro 
Morales 
Sánchez.  Juez 
Trigésimo 
Penal de Delitos 
No Graves 
del Tribunal 
Superior de 
Justicia del 
Distrito Federal.

Doctorando 
Felipe Alfredo 
Fuentes Barrera. 
Magistrado del 
Tercer Tribunal 
Colegiado en 
Materia Civil del 
Segundo Circuito.



Doctorando Elvia 
Patricia Ramos 
Soto. Secretaria 
de Acuerdos 
del Juzgado 
Cuadragésimo 
Quinto Civil del 
Tribunal Superior 
de Justicia del 
Distrito Federal. 

Doctorando 
Mónica Lourdes 
Nava De Ávila.  
Presidenta del 
Concejo Local de 
Tutelas en el DIF 
de la Delegación 
Gustavo A. 
Madero.

Doctorando 
Xóchitl Almendra 
Hernández 
Torres. Secretaria 
de Tribunal 
Adscrita al Noveno 
Tribunal Colegiado 
en Materia 
Administrativa del 
Primer Circuito.

Doctorando Raúl 
Díaz Rodríguez. 
Distinguido 
Abogado 
Postulante.

Doctorando 
Bernardina 
Ibarra Peláez. 
Distinguida 
Abogada 
Postulante.

Doctorando 
Leticia Anastasio 
Basilio. Jefa de 
los Juicios de 
Amparo de la 
Unidad Jurídica 
de la Secretaría 
de Marina.



Editorial

Como parte de los trabajos de investigación que se realizan en el Posgrado 
de la Universidad Tepantlato, el grupo del Doctorado en Derecho Constitucio-
nal, dentro del seminario sobre la competencia constitucional de las entidades 
federativas, impartido por el Dr. Gustavo Moscoso Salas, se abocó a la tarea 
de identificar, analizar y sistematizar las constituciones de las Entidades Federa-
tivas que integran la República Mexicana -incluyendo el Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal-, realizando un estudio integral que hoy publicamos en su 
totalidad. 

Uno de los resultados obtenidos de esta investigación, que se comparte en 
esta publicación a la comunidad jurídica, es que sean fácilmente identificados y 
comparados cada uno de estos medios de control, las normas que los funda-
mentan y regulan, el órgano competente ante quién se dirimen, la finalidad del 
mecanismo de control, los requisitos de procedibilidad, los sujetos legitimados, 
el plazo de ejercicio, el procedimiento, los efectos de la sentencia y los recur-
sos procedentes. Asimismo, incluye una serie de datos oficiales que reflejan su 
funcionalidad dentro de la realidad local y su proyección en el ámbito federal. 
Esta información para mejor comprensión del lector, se presenta sistematizada 
en tablas de contenido. 

De esta manera, la Facultad de Derecho de la Universidad Tepantlato con-
tribuye a la ciencia jurídica con un estudio profundo y de alto nivel sobre el 
control constitucional en el país. Esta es una aportación que sólo atiende a 
beneficiar a la sociedad y al derecho. Por ello se publica en una edición especial 
de la Revista Tepantlato, por ser este un medio de difusión cultural, nacional y 
gratuita. 

En esta misma vertiente, se publicará posteriormente una investigación so-
bre Derecho Comparado Internacional en el que alumnos del posgrado de 
esta institución analizarán diversas constituciones de Europa, Asia y América 
Latina, con el objetivo de ampliar los estudios sobre derecho comparado. 

Felicitamos al grupo que participó en esta investigación que próximamente 
se ampliará para conformar un libro que será publicado para enriquecer el 
acervo bibliográfico de nuestra institución,  asimismo invitamos a los alumnos 
de Posgrado de la Universidad Tepantlato a que realicen investigaciones que 
sean una valiosa aportación a la comunidad jurídica.
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El Control Jurisdiccional de la 
Constitucionalidad en las Entidades 
Federativas

Presentación
Las y los alumnos del 

Doctorado en Derecho 
Constitucional, dentro de 
la cátedra denominada 
“Seminario sobre la com-
petencia constitucional de 
las Entidades Federati-
vas”, impartida por el Dr. 
Martín Gustavo Moscoso 
Salas; se dieron a la tarea 
de identificar, analizar y 
sistematizar las constitu-
ciones de las Entidades 
Federativas que integran 
la República Mexicana 
-incluyendo el Estatuto de 
Gobierno del Distrito Fe-
deral-, realizando un estu-
dio integral, a partir de las 
estructuras que le resultan 
comunes, a saber: los de-
rechos humanos o funda-
mentales, la división de 
las funciones públicas, los 
organismos autónomos, 

los regímenes municipa-
les, la democracia semi-
directa, la fiscalización 
de los recursos públicos, 
los procesos electorales, 
la reformabilidad consti-
tucional y los medios de 
control regulados en sus 
constituciones.

Uno de los resultados 
obtenidos de esta inves-
tigación, que se compar-
te en esta publicación a 
la comunidad jurídica, es 
que sean fácilmente iden-
tificados y comparados 
cada uno de estos medios 
de control, las normas que 
los fundamentan y regu-
lan, el órgano competente 
ante quién se dirimen, la 
finalidad del mecanismo 
de control, los requisitos 
de procedibilidad, los su-
jetos legitimados, el plazo 
de ejercicio, el procedi-
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miento, los efectos de la 
sentencia y los recursos 
procedentes. Asimismo, 
incluye una serie de da-
tos oficiales que reflejan 
su funcionalidad dentro 
de la realidad local y su 
proyección en el ámbito 
federal. Esta información 
para mejor comprensión 
del lector, se presenta sis-
tematizada en tablas de 
contenido. 

Participaron en esta in-
vestigación: Isaías Mar-
tínez Flores, Alejandro 
Tadeo Villanueva Armen-
ta, Alfonso Martínez Car-
los, Víctor Hugo Soriano 
Silva, Héctor González 
Estrada, Elvia Patricia 
Ramos Soto, Xóchitl Al-
mendra Hernández To-
rres, Avelino C. Toscano 
Toscano, Miguel Genaro 
Hernández Enciso, Raúl 
Díaz Rodríguez, Mónica 
Lourdes Nava De Ávila, 
Felipe Alfredo Fuentes 
Barrera, Eduardo Vélez 
Arteaga, Leticia Anasta-

sio Basilio, Bernardina 
Ibarra Peláez y Mauro 
Morales Sánchez.

La coordinación de esta 
investigación corrió a car-
go del Dr. Martín Gustavo 
Moscoso Salas y del Mtro. 
Isaías Martínez Flores.

Precisiones Metodoló-
gicas

Para efectos de esta in-
vestigación y basándonos 
en el pensamiento del po-
litólogo Dr. Covián An-
drade, se entenderá que el 
control de la constitucio-
nalidad tiene por objeto 
el control del poder polí-
tico, siendo su objetivo la 
destrucción de los actos 
inconformes a la constitu-
ción, explicando que estos 
dos elementos, constitu-
cionalidad y poder políti-
co, se vinculan mediante 
el control, de tal manera 
que el control de la cons-
titucionalidad del poder 
político consiste en la ve-
rificación (control) de la 
correspondencia entre el 
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poder político (objeto o 
materia del control) y la 
constitución (punto de re-
ferencia de lo que es cons-
titucional o anticonstitu-
cional), cuyo propósito 
es concordar esa corres-
pondencia (constitucio-
nalidad) y en caso de que 
ésta no exista, dejar sin 
efecto a las decisiones de 
los detentadores formales 
del poder que no estén de 
acuerdo a la constitución.1

Los objetivos que per-
mitieron obtener un infor-
me final sobre la situación 
del control de la consti-
tucionalidad a partir del 
análisis de cada ordena-
miento constitucional son 
los siguientes:

La regulación concreta 
de la protección jurisdic-
cional del ordenamiento 
constitucional de cada en-
tidad federativa;

1	 	  Cfr. Covián Andrade, Miguel; Teo-
ría Constitucional, vol. II, 3ª edición, edit. Cen-
tro de Estudios de Ingeniería Política y Constitucio-
nal A.C., México, 2004.

El desarrollo en una 
norma secundaria de los 
mecanismos de protec-
ción del ordenamiento 
constitucional, y

La existencia de órga-
nos jurisdiccionales, o 
bien, de una competencia 
especializada.

La recopilación, pro-
cesamiento y sistemati-
zación de la información 
comprende el período del 
6 de febrero al 29 de agos-
to de 2013; por tanto, las 
actualizaciones legisla-
tivas posteriores pueden 
superar el contenido desa-
rrollado.

Los materiales consul-
tados son: constituciones 
de las Entidades Federati-
vas, Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal, le-
yes reglamentarias, juris-
prudencia y doctrina. Las 
fuentes a las que se acudió 
preferentemente fueron 
los medios de difusión ofi-
cial de las Entidades fede-
rativas, haciéndose uso en 
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algunos casos del derecho 
al acceso a la información 
pública local del sistema 
INFOMEX.

La justificación de este 
ejercicio se sitúa en la va-
loración de la autonomía 
de configuración legislati-
va que por disposición de 
la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexi-
canos gozan las Entidades 
federativas para normar 
su organización interna, 
respetando el tipo de Es-
tado y forma de gobierno 
determinado por la seña-
lada Constitución; de tal 
manera que en ejercicio 
de ese ámbito autonómico 
pueden actuar para desa-
rrollar las atribuciones que 
conforme a la distribución 
de competencias tiene por 
asignación residual en las 
materias que no sean de 
competencia expresa –e 
implícitas-a los órganos 
federales.

La utilidad del trabajo 
responde a la necesidad 

de mostrar los mecanis-
mos jurisdiccionales di-
señados por los congresos 
o asambleas locales para 
asegurar que los actos y 
normas de sus autoridades 
se ajusten al ordenamien-
to superior en ese ámbito 
de gobierno; la forma en 
que éstos inciden en los 
componentes de la orga-
nización política: órganos 
y gobernados para preser-
var su ámbito competen-
cial o los derechos, según 
sea el caso.

Responde a una apor-
tación a la disciplina del 
derecho, en la medida que 
las observaciones, valora-
ciones y conclusiones de-
terminan un acercamiento 
a la realidad del control 
de la constitucionalidad 
local; que si bien puede 
darnos un panorama de su 
funcionalidad a través de 
los casos que han resuel-
to, no es suficiente para 
determinar la eficacia y 
efectividad de aquellos. 
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Lo anterior no implica 
desconocer las innova-
ciones, avances y aporta-
ciones que concretamen-
te se han generado en las 
constituciones locales, ya 
que esa construcción nor-
mativa puede influenciar 
válidamente en el forta-
lecimiento de las insti-
tuciones estatales y en el 
ámbito federal.

Panorama de los meca-
nismos de Control de la 
Constitucionalidad en las 
Constituciones locales

Los medios de control 
de la constitucionalidad 
identificados en las distin-
tas Entidades Federativas, 
fueron los siguientes:

Controversia constitu-
cional.

Acción de inconstitu-
cionalidad.

Cuestión de constitu-
cionalidad.

Acción por omisión le-
gislativa.

Medio de defensa y 

protección de derechos 
humanos.

Juicio para la protec-
ción de los derechos po-
lítico-electorales del ciu-
dadano. A continuación 
iniciaremos un recorrido 
por cada una de las En-
tidades Federativas y el 
Distrito Federal, donde se 
particularizará el tipo de 
medios que regula cada 
una de ellas y sus respec-
tivos alcances.

Aguascalientes2

Controversia constitu-
cional: no regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión 
legislativa: no regulada.  
Medio de defensa y pro-
tección de derechos hu-
manos: no regulada.

2	 	  Última reforma constitucional del 6 de 
mayo de 2013, http://www.congresoags.gob.mx/
inicio/procesos/A%20CONSTITUCION%20
P O L I T I C A % 2 0 D E L % 2 0 E S T A D O /
CONSTITUCION%20POLITICA%20CON%20
REFERENCIAS.pdf [07/08/2013].
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Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Conviene añadir que su 
Código Electoral estable-
ce de modo genérico que 
el recurso de apelación 
procede contra los actos 
o resoluciones emitidos 
por el Instituto Electoral 
del Estado, que no sean 
impugnables a través del 
recurso de inconformi-
dad; de ahí que pueda di-
lucidarse por esta vía los 
planteamientos respecto a 
la conculcación de dere-
chos político-electorales 
del ciudadano.

Este medio de impug-
nación es de la competen-
cia de la Sala Administra-
tiva y Electoral del Poder 
Judicial del Estado de 
Aguascalientes, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en las materias electoral y 
contencioso-administrati-
va, órgano especializado 
del Poder Judicial del 

Estado.
No pasa inadvertido 

apuntar que la Ley de 
Participación Ciudadana 
del Estado de Aguasca-
lientes, tutela los dere-
chos político-electorales 
de los ciudadanos en los 
mecanismos de participa-
ción relativos a los pro-
cedimientos de plebiscito 
y referéndum; ello es así 
porque en el supuesto ju-
rídico de que durante el 
transcurso de la campaña 
de concientización ciuda-
dana, la celebración de la 
consulta pudiere provocar 
desorden público, o exis-
tieren indicios de intimi-
dación hacia los votantes, 
el Instituto Estatal Elec-
toral deberá suspender la 
realización de la consulta.

La decisión de la sus-
pensión de la consulta po-
drá ser impugnada ante 
el órgano jurisdiccional 
electoral, situación que 
apertura la jurisdicción 
cuando los promoventes 
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de esos mecanismos sean 
los ciudadanos.

Baja California3

Controversia constitu-
cional: no regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

En términos del Apar-
tado D, del artículo 5 de 
la Constitución Política 

3	 	  Última reforma constitucional del 30 de 
noviembre de 2012, http://www.congresobc.gob.
mx/contenido/LegislacionEstatal/index20v2.html 
[07/08/2013].

del Estado Libre y Sobe-
rano de Baja California, 
se desprende que para ga-
rantizar el principio de le-
galidad de los actos y re-
soluciones electorales se 
establecerá un sistema de 
medios de impugnación 
en los términos que seña-
len esta Constitución y la 
Ley.

Que dicho sistema dará 
definitividad a las distin-
tas etapas de los procesos 
electorales y garantizará 
la protección de los dere-
chos políticos de los ciu-
dadanos de votar, ser vota-
do y de asociación, en los 
términos de la fracción III 
del artículo 68 de la Cons-
titución. Además, este sis-
tema deberá observar la 
garantía de audiencia y 
los principios de publici-
dad, gratuidad, economía, 
prontitud y concentración 
procesal.

Lo anterior es reiterado 
en la fracción I, inciso c), 
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del artículo 245 de la Ley 
Orgánica del Poder Ju-
dicial del Estado de Baja 
California, como compe-
tencia del Pleno del Tri-
bunal de Justicia Electo-
ral del Poder Judicial del 
Estado de Baja California, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Esta-
do, para resolver en forma 
definitiva y firme, las im-
pugnaciones de actos y re-
soluciones que violen los 
derechos político-electo-
rales de los ciudadanos 
de votar y ser votado y de 
afiliación libre y pacífica 
para tomar parte de los 
asuntos políticos del Esta-
do.

Por consiguiente, la 
Ley de Instituciones y 
Procedimientos electora-
les del Estado de Baja Ca-
lifornia (art. 400 y 401), 
prevé el recurso de incon-
formidad y el de apelación 
que pueden interponer las 

organizaciones políticas y 
los militantes para incon-
formarse de los actos o re-
soluciones de los órganos 
electorales y autoridades 
partidistas que lesión sus 
derechos.

Aunado a que los actos 
o resoluciones dictados 
con motivo del desarrollo 
de los instrumentos y me-
canismos de participación 
ciudadana relativos a la 
consulta popular, plebis-
cito o referéndum, podrán 
ser impugnados ante el 
Tribunal de Justicia Elec-
toral, en los términos que 
señale la Ley.

Este mandato constitu-
cional es regulado en la 
Ley de Participación Ciu-
dadana del Estado de Baja 
California.

Baja California Sur4

Controversia constitu-
cional: no regulada.

4	 	  Última reforma constitucional del 30 de 
abril de 2013, http://portal.te.gob.mx/legislacion-
jurisprudencia/catalogo/2013-constitucion-politica-
del-estado-de-baja-cali [07/08/2013].
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Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano: no regulada.

Como nota aclaratoria, 
la fracción V del artículo 
36 de la Constitución Po-
lítica del Estado de Baja 
California Sur, ordena que 
para garantizar los princi-
pios de constitucionalidad 
y legalidad de los actos y 
resoluciones electorales, 
se establecerá un sistema 
de medios de impugna-
ción en los términos que 
señalen la Constitución y 
la Ley correspondiente. 
Dicho sistema dará defini-
tividad a las distintas eta-
pas de los procesos elec-

torales y garantizará la 
protección de los derechos 
políticos de los ciudada-
nos de votar, ser votado y 
de asociación. Ahora, la 
Ley del Sistema de Me-
dios de Impugnación en 
Materia Electoral para el 
Estado de Baja California 
Sur prevé que mediante el 
recurso de apelación los 
ciudadanos pueden im-
pugnar los actos o reso-
luciones del Instituto Es-
tatal Electoral, cuando se 
recurra a la imposición de 
una sanción en materia de 
precampañas, sin perjui-
cio de lo señalado en la le-
gislación electoral federal 
en materia de recursos ju-
risdiccionales. Este medio 
de impugnación conoce y 
resuelve, en única instan-
cia, el Peno del Tribunal 
Estatal Electoral de Baja 
California Sur, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia y órgano es-
pecializado del Poder Ju-
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dicial del Estado.5

Campeche6

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Con base en los artícu-
los 77 y 78 de la Consti-
tución Política del Estado 
de Campeche, se deposi-
ta el ejercicio del Poder 
Judicial del Estado en un 

5	 	  La naturaleza jurídica del Tribunal se en-
cuentra en el artículo 180 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado de Baja California Sur, 
consistente en un organismo jurisdiccional, autó-
nomo en su funcionamiento e independiente en sus 
decisiones, dotado de personalidad jurídica propia.

6	 	  Última reforma constitucional del 13 de 
septiembre de 2012, http://congresocam.gob.mx/
leyes/index.php?option=com_jdownloads&view=v
iewcategories&Itemid=2 [07/08/2013].

Tribunal Superior de Jus-
ticia y en Juzgados de 
Primera Instancia, Electo-
rales, Menores y de Con-
ciliación.

El Tribunal Superior de 
Justicia del Estado fun-
cionará en acuerdo Pleno 
o en Salas, y estará inte-
grado con el número de 
magistrados numerarios y 
supernumerarios que de-
termine la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Es-
tado.

El órgano jurisdiccio-
nal corresponde la pro-
tección del ordenamiento 
constitucional local como 
enseguida se expone.

a) Controversia consti-
tucional:

En términos del artí-
culo 88 del ordenamiento 
constitucional en consul-
ta, corresponden al Tribu-
nal Pleno conocer y resol-
ver los conflictos que se 
susciten entre:

a) El Estado y un Mu-
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nicipio;
b) Un Municipio y otro;
c) Un Municipio y una 

Sección Municipal;
d) Una Sección Muni-

cipal y otra;
e) Los Poderes Ejecuti-

vo y Legislativo del Esta-
do;

f) Alguno de los ante-
riores y una entidad pa-
raestatal o paramunicipal;

g) Dos entidades pa-
raestatales;

h) Dos entidades para-
municipales; o

i) Una entidad paraes-
tatal y una paramunicipal.

El mismo precepto nor-
mativo indica que el pro-
cedimiento para resolver 
los mencionados conflic-
tos se establecerá en la 
correspondiente ley regla-
mentaria.

Asimismo, las senten-
cias de fondo que emita el 
Tribunal Pleno serán defi-
nitivas e inatacables.

Este mecanismo de 
control de la constitucio-
nalidad es desarrollado 
en la Ley Reglamentaria 
de la Fracción IV del Ar-
tículo 88 de la Constitu-
ción Política del Estado 
de Campeche.7

b) Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

Este mecanismo de 
control se encuentra dis-
perso en cuanto a su re-
gulación, pero partiendo 
del contenido de la Base 
VII del artículo 24 de la 
Constitución local para 
garantizar los principios 
de legalidad de los actos y 
resoluciones electorales, 
se establecerá un sistema 
de medios de impugna-
ción en los términos que 
señalen esta Constitución 
y la Ley. Dicho sistema 

7	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Estado 
el 25 de abril de 2001, http://congresocam.gob.mx/
leyes/jdownloads/Leyes/ley_reglamentaria_de_la_
fraccion_iv_del_articulo_88_de_la_constitucion_
politica.pdf (05/05/2013)
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dará definitividad a las 
distintas etapas de los pro-
cesos electorales y garan-
tizará la protección de los 
derechos políticos de los 
ciudadanos de votar, ser 
votados y de asociación, 
en los términos de los ar-
tículos 82-1 y 82-2 de esta 
Constitución.

Así el artículo 82-1 
del mismo ordenamiento, 
prescribe que la Sala Ad-
ministrativa del Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado, sin perjuicio de 
las atribuciones que le se-
ñale la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado 
y demás códigos y leyes 
aplicables, será la máxima 
autoridad jurisdiccional y 
órgano permanente espe-
cializado del Poder Judi-
cial del Estado en materia 
electoral. En el ejercicio 
de sus atribuciones en 
esta materia actuará como 
órgano de única o de se-
gunda instancia, según se 
determine en esta Consti-

tución y en la ley electo-
ral.

La Sala Administrativa 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado se inte-
grará con tres magistrados 
numerarios y un suplente, 
electos por las dos terce-
ras partes de los miembros 
presentes del Congreso 
del Estado a propuesta del 
Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia, y dura-
rán en el cargo seis años, 
a cuyo término podrán 
ser confirmados en dicho 
cargo a propuesta que el 
Pleno haga al indicado 
Congreso, adquiriendo la 
calidad de inamovibles. 
La Sala Administrativa 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado se erige 
en Sala Electoral, a quien 
le corresponde resolver en 
forma exclusiva, definiti-
va y firme, los asuntos que 
le señalan la Constitución 
y lo que disponga la ley, 
entre ellos, en segunda 
instancia, los recursos que 
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se interpongan contra las 
resoluciones que en mate-
ria electoral se dicten en 
los Juzgados Electorales.

Sobre esta base, en ma-
teria de protección de los 
derechos político-electo-
rales de los ciudadanos, 
el artículo 82-2 del dis-
positivo constitucional 
en referencia, indica que 
los Juzgados Electorales 
serán órganos colegiados 
especializados de primera 
instancia en materia elec-
toral, teniendo compe-
tencia, en lo conducente, 
para resolver sobre las im-
pugnaciones de actos y re-
soluciones que violen los 
derechos políticos elec-
torales de los ciudadanos 
de votar, ser votado y de 
afiliación libre y pacífica 
para tomar parte en los 
asuntos políticos del Es-
tado, en los términos que 
señalen esta Constitución 
y las leyes emanadas de 
ella.

Ahora, el Código de 

Instituciones y Procedi-
mientos Electorales para 
el Estado de Campeche 
no configura un medio de 
impugnación ex profeso 
para la protección de los 
derechos político-electo-
rales de los ciudadanos, 
sin embargo, si encuentra 
una regulación concreta.

En efecto, los ciuda-
danos están legitimados 
para promover el recurso 
de apelación (en cualquier 
tiempo); en tanto que el 
juicio de inconformidad 
y el recurso de reconsi-
deración únicamente en 
su calidad de candidatos 
(sólo en proceso electo-
ral); todos ellos se orien-
tan en preservar sus dere-
chos político-electorales.
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Chiapas8

Controversia constitu-
cional:             regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:       regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Con apoyo en lo dis-
puesto por los artículos 
56 y 57 de la Constitu-
ción Política del Estado 
de Chiapas, el Poder Ju-
dicial se deposita en los 
siguientes órganos: Tribu-
nal Superior de Justicia, 
el Consejo de la Judicatu-
ra, el Tribunal de Justicia 
Electoral y Administrati-

8	 	  Última reforma constitucional del 13 de no-
viembre de 2012, http://www.congresochiapas.gob.
mx/index.php/Legislacion-Vigente/constituci-n-
pol-tica-del-estado-de-chiapas.html [07/08/2013].

va y el Tribunal del Tra-
bajo Burocrático. El Tri-
bunal Superior de Justicia 
se integra por: un Tribu-
nal Constitucional, salas 
regionales colegiadas, los 
juzgados de primera ins-
tancia, los juzgados y sa-
las especializadas en jus-
ticia para adolescentes, 
los juzgados de paz y con-
ciliación, los juzgados de 
paz y conciliación indíge-
na, los juzgados munici-
pales, el Centro Estatal de 
Justicia Alternativa y el 
Instituto de la Defensoría 
Social.  El Tribunal Cons-
titucional reside en la ca-
pital del Estado, se integra 
por cinco magistrados con 
duración de nueve años 
en el cargo, pudiendo ser 
reelectos. El Presidente 
del Tribunal también lo 
será del Tribunal Superior 
de Justicia y este, la del 
Poder Judicial.

En términos del artí-
culo 63 del ordenamiento 
constitucional local en cita 
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el Tribunal Constitucional 
es el órgano rector de los 
criterios jurídicos de in-
terpretación conforme a la 
Constitución y a las leyes 
que de ella emanen, te-
niendo competencia, en lo 
conducente, para conocer 
de las controversias cons-
titucionales, acciones de 
inconstitucionalidad, ac-
ciones por omisión legis-
lativa y de las cuestiones 
de inconstitucionalidad. 
Los mecanismos son pre-
vistos en el diverso 64 del 
ordenamiento en consul-
ta. En lo que toca al pro-
cedimiento aplicable a los 
medios de control se deta-
llan en la Ley de Control 
Constitucional para el Es-
tado de Chiapas.9 La natu-
raleza, organización y fun-
cionamiento del Tribunal 
Constitucional se prevé 
en el Libro Segundo, Tí-
tulo Segundo, Capítulos I, 

9	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Estado 
el 27 de noviembre de 2002, http://www.congreso-
chiapas.gob.mx/new/Info-Parlamentaria/L-13.pdf 
(05/05/2013)

II, III, IV, V y VI, del Có-
digo de Organización del 
Poder Judicial del Estado 
de Chiapas;10 así como 
en el Reglamento Interior 
del Tribunal Constitucio-
nal del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de 
Chiapas.11

Controversia constitu-
cional:

Se plantean para dirimir 
las controversias que sur-
jan entre: dos o más muni-
cipios; uno o más munici-
pios y el Poder Ejecutivo 
o el Legislativo; el Poder 
Ejecutivo y el Legislativo. 

Mediante este meca-
nismo, también pueden 
impugnarse disposiciones 
generales de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo o 
de los municipios.

10	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 18 de marzo de 2009, http://www.congre-
sochiapas.gob.mx/new/Info-Parlamentaria/C-6.pdf 
(05/05/2013)

11	 	  Aprobado por el Pleno del Tribunal Cons-
titucional del Tribunal Superior de Justicia del Es-
tado, el 6 de mayo de 2009, http://www.poderjudi-
cialchiapas.gob.mx/forms/archivos/3878reginttribc
onstjusedo.pdf
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Acción de inconstitu-
cionalidad:

De acuerdo al ordena-
miento constitucional las 
acciones de inconstitucio-
nalidad tienen por objeto 
plantear la posible contra-
dicción entre una norma 
de carácter general y la 
Constitución. La acción se 
ejerce dentro de los treinta 
días naturales siguientes a 
la publicación de la nor-
ma; encontrándose legiti-
mados: el Gobernador del 
Estado; el 33% de los in-
tegrantes del Congreso del 
Estado, en contra de leyes 
expedidas por ese órga-
no; el Procurador General 
de Justicia del Estado, en 
contra de leyes expedidas 
por el Congreso del Esta-
do; el 33% de los ayunta-
mientos de la entidad; y, 
el presidente de la Comi-
sión Estatal de Derechos 
Humanos, en el ámbito de 
su competencia. Las re-
soluciones tienen efectos 
generales cuando fueren 

aprobadas por el Pleno del 
Tribunal Constitucional. 

Cuestión de constitu-
cionalidad:

La fracción IV, del ar-
tículo 64 de la Constitu-
ción local prescribe que 
a efecto de dar respuesta 
fundada y motivada a las 
cuestiones de inconsti-
tucionalidad formulada 
por magistrados o jueces 
cuando tengan duda so-
bre la constitucionalidad 
o aplicación de una ley lo-
cal, en el proceso sobre el 
cual tengan conocimiento, 
las peticiones deberán ser 
desahogadas en un plazo 
no mayor de treinta días.

Acción por omisión le-
gislativa:

Este mecanismo pro-
cede cuando se considera 
que el Congreso del Es-
tado no ha resuelto algu-
na ley o decreto y dicha 
omisión afecta el debido 
cumplimiento de la Cons-
titución; se encuentran le-
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gitimados para su interpo-
sición: el Gobernador del 
Estado; la tercera parte de 
los miembros del Congre-
so del Estado; la tercera 
parte de los ayuntamien-
tos; el cinco por ciento de 
los ciudadanos inscritos 
en el padrón electoral. En 
la sentencia que decrete la 
existencia de la omisión, 
se determina como pla-
zo un periodo ordinario 
de sesiones del Congreso 
del Estado, para que éste 
resuelva la omisión. El or-
denamiento previene que 
en el caso de legislaciones 
que deba aprobarse por el 
Congreso del Estado, por 
mandato de la Constitu-
ción Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos o 
de la Constitución local, 
si no lo hiciere en el plazo 
fijado, el Tribunal Consti-
tucional lo hará provisio-
nalmente y estará vigente 
hasta en tanto subsista la 
omisión.

Juicio para la protec-

ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

Por disposición del ar-
tículo 440 del Código de 
Elecciones y Participa-
ción Ciudadana del Esta-
do de Chiapas, el juicio 
para la protección de los 
derechos político electo-
rales del ciudadano, tiene 
por objeto la protección 
de los derechos político-
electorales, cuando el ciu-
dadano por sí mismo y en 
forma individual, haga 
valer presuntas violacio-
nes, entre otros, a los de-
rechos siguientes: 1) votar 
y ser votado; 2) asociarse 
individual y libremente 
para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos po-
líticos del Estado; 3) afi-
liarse libre e individual-
mente a las asociaciones 
políticas, siempre y cuan-
do se hubieren reunido los 
requisitos constituciona-
les y los que se señalan 
en las leyes para el ejer-
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cicio de esos derechos; 
y, 4) en contra de actos o 
resoluciones de las autori-
dades partidistas durante 
los procesos internos de 
elección de dirigentes y 
de cargos de elección po-
pular. De este medio de 
impugnación en materia 
electoral es competente 
para resolver el Pleno del 
Tribunal de Justicia Elec-
toral y Administrativa del 
Poder Judicial del Estado 
de Chiapas, máxima auto-
ridad jurisdiccional en la 
materia y órgano especia-
lizado del Poder Judicial 
del Estado.12

12	 	  Respecto a la naturaleza jurídica, el artículo 
222 del Código de Organización del Poder Judicial 
del Estado de Chiapas, establece que el Tribunal 
cuenta, además, con patrimonio y presupuesto pro-
pio.
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALI-
DAD

PROCEDEN-
CIA

Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECURSOS

Controver-
sia constitu-
cional.

Art. 57, 63 fracciones I 
y III, 64 fracción I de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Determinar 
el ámbito 
competen-
cial de los 
órganos del 
Estado.

Conflictos que 
se susciten entre: 
dos o más muni-
cipios; uno o más 
municipios y el 
Poder Ejecutivo o 
el Legislativo.

Actos concretos; 
normas genera-
les y, conflictos 
de límites terri-
toriales.

Poder Ejecutivo, Poder 
Legislativo y munici-
pios.

Actos concretos: 30 
días, a partir del 
día siguiente al en 
que surta efectos la 
notificación del acto 
impugnado; al en 
que se haya tenido 
conocimiento o, al en 
que se ostente sabedor 
de los mismos.

Normas Generales: 30 
días, a partir del día 
siguiente a la fecha de 
su publicación, o del 
día siguiente al en que 
se produzca el primer 
acto de aplicación.

Conflicto de límites 
territoriales: 60 días, 
contados a partir de 
la entrada en vigor de 
la norma general o de 
la realización del acto 
que los origine.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

Efectos rela-
tivos.

Cuando 
versen sobre 
normas gene-
rales, tendrán 
efectos 
generales si 
hubieren sido 
aprobadas.

Recurso de 
reclamación.

Recurso de 
queja.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 57, 63 fracciones I 
y III, 64 fracción II de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Mantener el  
orden cons-
titucional.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción. 

Normas gene-
rales.

El gobernador del Es-
tado; el equivalente al 
33% de los integrantes 
del Congreso del Esta-
do, en contra de leyes 
expedidas por el Con-
greso local; el Procura-
dor General de Justicia 
del Estado, en contra 
de leyes expedidas por 
el Congreso local; el 
equivalente al 33% de 
los ayuntamientos de la 
entidad; el Presidente 
del Consejo Estatal de 
los Derechos Huma-
nos, en el ámbito de su 
competencia.

Dentro de los 30 días 
naturales siguientes a 
su publicación.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

Tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
hubieren sido 
aprobadas 
por el pleno 
del Tribunal 
Constitucio-
nal.

Recurso de 
reclama-
ción, sólo en 
contra de la 
improceden-
cia o sobre-
seimiento de 
la acción.
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALI-
DAD

PROCEDEN-
CIA

Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECURSOS

Controver-
sia constitu-
cional.

Art. 57, 63 fracciones I 
y III, 64 fracción I de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Determinar 
el ámbito 
competen-
cial de los 
órganos del 
Estado.

Conflictos que 
se susciten entre: 
dos o más muni-
cipios; uno o más 
municipios y el 
Poder Ejecutivo o 
el Legislativo.

Actos concretos; 
normas genera-
les y, conflictos 
de límites terri-
toriales.

Poder Ejecutivo, Poder 
Legislativo y munici-
pios.

Actos concretos: 30 
días, a partir del 
día siguiente al en 
que surta efectos la 
notificación del acto 
impugnado; al en 
que se haya tenido 
conocimiento o, al en 
que se ostente sabedor 
de los mismos.

Normas Generales: 30 
días, a partir del día 
siguiente a la fecha de 
su publicación, o del 
día siguiente al en que 
se produzca el primer 
acto de aplicación.

Conflicto de límites 
territoriales: 60 días, 
contados a partir de 
la entrada en vigor de 
la norma general o de 
la realización del acto 
que los origine.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

Efectos rela-
tivos.

Cuando 
versen sobre 
normas gene-
rales, tendrán 
efectos 
generales si 
hubieren sido 
aprobadas.

Recurso de 
reclamación.

Recurso de 
queja.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 57, 63 fracciones I 
y III, 64 fracción II de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Mantener el  
orden cons-
titucional.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción. 

Normas gene-
rales.

El gobernador del Es-
tado; el equivalente al 
33% de los integrantes 
del Congreso del Esta-
do, en contra de leyes 
expedidas por el Con-
greso local; el Procura-
dor General de Justicia 
del Estado, en contra 
de leyes expedidas por 
el Congreso local; el 
equivalente al 33% de 
los ayuntamientos de la 
entidad; el Presidente 
del Consejo Estatal de 
los Derechos Huma-
nos, en el ámbito de su 
competencia.

Dentro de los 30 días 
naturales siguientes a 
su publicación.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

Tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
hubieren sido 
aprobadas 
por el pleno 
del Tribunal 
Constitucio-
nal.

Recurso de 
reclama-
ción, sólo en 
contra de la 
improceden-
cia o sobre-
seimiento de 
la acción.



Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 57, 63 fracciones I y 
III, 64 fracción IV de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Mantener el  
orden cons-
titucional.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley local, 
en el proceso 
jurisdiccional 
atinente.

Acto concreto de 
aplicación de la 
norma.

Los jueces y magistra-
dos del ámbito local, 
en los asuntos de su 
competencia.

Sin previsión legal. Sin previsión 
legal.

Sin previsión 
legal.

Sin previsión 
legal.

Acción por 
omisión 
legislativa.

Art. 57, 63 fracciones I y 
III, 64 fracción III de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

El  orden 
constitucio-
nal.

Omisión legis-
lativa cuando se 
considere que 
el Congreso del 
Estado no ha re-
suelto alguna ley 
o decreto y que 
dicha omisión 
afecte el debido 
cumplimiento de 
la Constitución.

Omisión legis-
lativa.

El Gobernador del 
Estado; la tercera parte 
de los miembros del 
Congreso del Estado; 
la tercera parte de 
los ayuntamientos; el 
5% de los ciudadanos 
inscritos en el padrón 
electoral.

Si transcurrido 30 días 
naturales, posteriores 
a la presentación de 
la iniciativa o decreto 
materia de omisión, el 
Poder Legislativo no 
resolviere, a partir del 
día siguiente al venci-
miento, se contará con 
30 días naturales para 
la interposición de la 
acción por omisión.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

De resultar 
proceden-
te, en la 
resolución se 
determinará 
como plazo 
un periodo 
ordinario de 
sesiones del 
Congreso del 
Estado, para 
que resuelva 
la omisión.

Tratándose 
de legislación 
que deba 
aprobarse por 
el Congreso 
del Estado, 
por mando de 
la Constitu-
ción Federal 
o local, sino 
no se hiciere 
en el plazo 
fijado, el 
Tribunal 
Constitucio-
nal lo hará 
provisional-
mente en su 
lugar y estará 
vigente hasta 
en tanto sea 
subsanada la 
omisión.

Recurso de 
reclama-
ción, sólo en 
contra de la 
improceden-
cia o sobre-
seimiento de 
la acción.



Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 57, 63 fracciones I y 
III, 64 fracción IV de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

Mantener el  
orden cons-
titucional.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley local, 
en el proceso 
jurisdiccional 
atinente.

Acto concreto de 
aplicación de la 
norma.

Los jueces y magistra-
dos del ámbito local, 
en los asuntos de su 
competencia.

Sin previsión legal. Sin previsión 
legal.

Sin previsión 
legal.

Sin previsión 
legal.

Acción por 
omisión 
legislativa.

Art. 57, 63 fracciones I y 
III, 64 fracción III de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Ley del Control Consti-
tucional para el Estado 
de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Reglamento Interior del 
Tribunal Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de 
Chiapas.

Tribunal 
Constitu-
cional del 
Tribunal 
Superior de 
Justicia del  
Estado de 
Chiapas.

El  orden 
constitucio-
nal.

Omisión legis-
lativa cuando se 
considere que 
el Congreso del 
Estado no ha re-
suelto alguna ley 
o decreto y que 
dicha omisión 
afecte el debido 
cumplimiento de 
la Constitución.

Omisión legis-
lativa.

El Gobernador del 
Estado; la tercera parte 
de los miembros del 
Congreso del Estado; 
la tercera parte de 
los ayuntamientos; el 
5% de los ciudadanos 
inscritos en el padrón 
electoral.

Si transcurrido 30 días 
naturales, posteriores 
a la presentación de 
la iniciativa o decreto 
materia de omisión, el 
Poder Legislativo no 
resolviere, a partir del 
día siguiente al venci-
miento, se contará con 
30 días naturales para 
la interposición de la 
acción por omisión.

A cargo de un 
magistrado 
instructor a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución.

De resultar 
proceden-
te, en la 
resolución se 
determinará 
como plazo 
un periodo 
ordinario de 
sesiones del 
Congreso del 
Estado, para 
que resuelva 
la omisión.

Tratándose 
de legislación 
que deba 
aprobarse por 
el Congreso 
del Estado, 
por mando de 
la Constitu-
ción Federal 
o local, sino 
no se hiciere 
en el plazo 
fijado, el 
Tribunal 
Constitucio-
nal lo hará 
provisional-
mente en su 
lugar y estará 
vigente hasta 
en tanto sea 
subsanada la 
omisión.

Recurso de 
reclama-
ción, sólo en 
contra de la 
improceden-
cia o sobre-
seimiento de 
la acción.
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Juicio para 
la protec-
ción de los 
derechos 
político-
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 56 y 59 de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Código de Elecciones 
y Participación 
Ciudadana del Estado 
de Chiapas.

Tribunal 
de Justicia 
Electoral y 
Administra-
tiva del Po-
der Judicial 
del Estado 
de Chiapas.

Tutelar los 
derechos 
político-
electorales 
del ciudada-
no.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado; 
asociarse indivi-
dual y libremente 
para tomar parte 
en forma pacífica 
en los asuntos 
políticos del 
Estado; afiliación 
a las asociacio-
nes políticas; en 
contra de actos o 
resoluciones de 
las autoridades 
partidistas.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano chiapane-
co con interés jurídico; 
por sí mismo y en 
forma individual.

Dentro de los 4 días, 
que deberán com-
putarse a partir del 
momento en que se 
hubiese notificado la 
resolución corres-
pondiente, o se tenga 
conocimiento del acto 
impugnado.

La sustanciación 
estará a cargo de 
un Magistrado 
instructor, quien 
propondrá al 
Pleno el proyec-
to de sentencia 
o cualquier otra 
resolución.

Confirmar, 
modificar o 
revocar el 
acto impug-
nado.

Sin ulterior 
recurso, en el 
ámbito local.
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Juicio para 
la protec-
ción de los 
derechos 
político-
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 56 y 59 de la 
Constitución Política del 
Estado de Chiapas.

Código Organización 
del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas.

Código de Elecciones 
y Participación 
Ciudadana del Estado 
de Chiapas.

Tribunal 
de Justicia 
Electoral y 
Administra-
tiva del Po-
der Judicial 
del Estado 
de Chiapas.

Tutelar los 
derechos 
político-
electorales 
del ciudada-
no.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado; 
asociarse indivi-
dual y libremente 
para tomar parte 
en forma pacífica 
en los asuntos 
políticos del 
Estado; afiliación 
a las asociacio-
nes políticas; en 
contra de actos o 
resoluciones de 
las autoridades 
partidistas.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano chiapane-
co con interés jurídico; 
por sí mismo y en 
forma individual.

Dentro de los 4 días, 
que deberán com-
putarse a partir del 
momento en que se 
hubiese notificado la 
resolución corres-
pondiente, o se tenga 
conocimiento del acto 
impugnado.

La sustanciación 
estará a cargo de 
un Magistrado 
instructor, quien 
propondrá al 
Pleno el proyec-
to de sentencia 
o cualquier otra 
resolución.

Confirmar, 
modificar o 
revocar el 
acto impug-
nado.

Sin ulterior 
recurso, en el 
ámbito local.
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Chihuahua13

Controversia constitu-
cional: no      regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Ahora bien, los artícu-
los 104 y 105 de la Cons-
titución del Estado de 
Chihuahua, indican que el 
Supremo Tribunal de Jus-
ticia funcionará en pleno, 
en salas colegiadas o en 
unitarias, que podrán ser 
regionales según lo de-
termine la ley; el Pleno es 
competente para dirimir 

13	 	  Última reforma constitucional del 29 de 
junio 2013, http://www.congresochihuahua.gob.
mx/biblioteca/constitucion/archivosConstitucion/
actual.pdf [07/08/2013].

los conflictos que surjan 
entre el Poder Ejecutivo y 
el Legislativo del Estado; 
resolver las controversias 
que se susciten entre los 
ayuntamientos y el Con-
greso del Estado; resol-
ver los conflictos que se 
susciten entre dos o más 
municipios de la entidad, 
así como entre los munici-
pios y el Ejecutivo del Es-
tado, en los términos que 
disponga la ley; así como 
para resolver sobre las 
violaciones a los derechos 
de los gobernados, consa-
grado en los artículos 6, 7 
y 8 de la Constitución lo-
cal.

La Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Esta-
do de Chihuahua reitera 
el campo de atribucio-
nes en materia de control 
de la constitucionalidad, 
pero sin detallar el proce-
dimiento.

El Supremo Tribunal 
de Justicia cuenta con una 
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Sala en materia de control 
de la constitucionalidad, 
integrada por tres magis-
trados, uno de los cuales 
será especializado en ma-
teria constitucional y la 
presidirá.

Corresponde a la Sala 
de Control Constitucio-
nal la revisión de las re-
soluciones de los jueces 
de primera instancia y de 
las salas unitarias del Su-
premo Tribunal de Justi-
cia, mediante las cuales se 
determine la inaplicación 
de las normas jurídicas, 
por considerarlas contra-
rias a los contenidos de la 
Constitución Política del 
Estado, de la Constitución 
Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o de 
los tratados internaciona-
les celebrados y ratifica-
dos por el Estado Mexi-
cano, con arreglo a esta 
última.

Cuando la inaplicación 
a que se refiere el párrafo 
anterior la determinen las 

salas colegiadas del Su-
premo Tribunal de Justi-
cia, las atribuciones de la 
Sala de Control Constitu-
cional serán ejercidas di-
rectamente por el Pleno.

Para tal efecto, el con-
trol difuso de la constitu-
cionalidad y de la conven-
cionalidad es desarrollada 
por la Ley Reglamenta-
ria del Artículo 105 de la 
Constitución Política del 
Estado de Chihuahua.

En otra parte, la Ley 
Electoral del Estado de 
Chihuahua sólo prevé en 
su artículo 356 párrafo 2, 
que los ciudadanos, can-
didatos, la agrupación 
política, persona física o 
moral y, en general, cual-
quiera que se vea afectado 
con motivo de la deter-
minación y, en su caso, la 
aplicación de sanciones, 
podrán interponer el re-
curso de apelación, cum-
pliendo con los requisitos 
señalados en esta Ley.

Se colige, también, la 
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protección de los dere-
chos de los ciudadanos en 
los procedimientos de re-
feréndum y plebiscito, de 
acuerdo a lo dispuesto en 
el párrafo cuarto, del artí-
culo 37 de la Constitucio-
nal local.

Este medio de impug-
nación es resuelto, en úni-
ca instancia, por Pleno del 
Tribunal Estatal Electoral 
de Chihuahua, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia.

Coahuila de Zaragoza14

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:     regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

14	 	  Última reforma constitucional del 26 de 
abril de 2013, http://www.congresocoahuila.gob.
mx/archive/leyesestatalesvigentes/directorioleyes.
cfm [07/08/2013].

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

La Constitución Políti-
ca del Estado de Coahuila 
de Zaragoza contiene el 
Capítulo IV, denominado 
“La Justicia Constitucio-
nal Local”, mismo que se 
integra por el artículo 158, 
que contempla el control 
difuso local, las contro-
versias constitucionales 
y las acciones de incons-
titucionalidad, en tanto 
que la ley reglamentaria 
de dicho artículo suma la 
cuestión de inconstitucio-
nalidad local.

Así, el control de la 
constitucionalidad en 
Coahuila, es de tipo mix-
to, pues por una parte se 
establece el control difuso 
a través de la actividad de 
los jueces locales, y por 
otra, algunas estructuras 
se concentran en un órga-
no dentro del propio Tri-
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bunal Superior.15

Esta competencia se 
desarrolla en una ley re-
glamentaria denominada 
“Ley de Justicia Cons-
titucional Local para el 
Estado de Coahuila de 
Zaragoza”,16 que en sus 
117 artículos regula el 
procedimiento que se 
debe verificar al promo-
verse las acciones de in-
constitucionalidad y las 
controversias constitucio-
nales. La Constitución del 
Estado de Coahuila otorga 
la atribución para actuar 
como Tribunal Constitu-
cional al Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia 
del Estado, quien se cons-
tituyó e instaló como Tri-
bunal Constitucional lo-
cal el veintitrés de marzo 

15	 	  Astudillo Reyes. Cesar I. La justicia Cons-
titucional Local en México. Presupuestos, Sistemas 
y Problemas, Boletín Mexicano de Derecho Com-
parado, UNAM-IIJ, Año 2006, número 115, enero-
abril, México, 2006, http://www.juridicas.unam.
mx/publica/rev/boletin/cont/115/art/art1.htm.

16	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 12 de julio de 2005, http://www.congreso-
chiapas.gob.mx/new/Info-Parlamentaria/L-13.pdf 
(10/05/2013)

del año dos mil uno. Cabe 
hacer mención que el Tri-
bunal Superior de Justicia 
de Coahuila se integra por 
siete magistrados nume-
rarios y seis supernume-
rarios, empero, el Pleno 
del mismo se constituye 
únicamente de los nume-
rarios, pudiendo confor-
marse y tomar decisiones 
válidas con la asistencia 
de cinco de sus miem-
bros.17

Controversia constitu-
cional:

Es el medio para diri-
mir los conflictos de com-
petencia constitucional 
entre los Poderes del Esta-
do, con excepción del Ju-
dicial, y entre sus diversos 
niveles, se incluye ade-
más a los órganos autóno-
mos, por invasión de es-
feras de competencia que 
establece la constitución 
17	 	    Artículo 136 de la Constitución del Esta-

do de Coahuila, que establece la conformación del 
Tribunal Superior de Justicia, y en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Coahuila, artículos 
6 y 8 se establece el número de magistrados de cada 
categoría.
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local. Podrán promoverse 
por cualquiera de las par-
tes, según la controversia 
de que se trate. También 
se legitima al Procurador 
General de Justicia, en 
materia de procuración 
de justicia. Su efecto es 
declarar la validez o inva-
lidez del acto o ley recla-
mada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

Tienen por objeto plan-
tear la posible contradic-
ción entre una norma o 
la falta de la misma y la 
Constitución del Estado 
en base al principio de su-
premacía constitucional 
local y por vía de conse-
cuencia, declarar su va-
lidez o invalidez, o en su 
caso, declarar la inconsti-
tucionalidad por omisión. 
Como nota característica, 
en este apartado se pue-
de denunciar la omisión 
legislativa, y con sus sal-
vedades, los decretos, 
acuerdos y leyes en mate-

ria electoral. Están legiti-
mados para promover este 
medio de control el Ejecu-
tivo del Estado, el Procu-
rador General de Justicia 
del Estado, el equivalente 
al diez por ciento de los 
integrantes del Poder Le-
gislativo, el equivalente 
al diez por ciento de los 
integrantes de los Ayunta-
mientos o Concejos Mu-
nicipales, el organismo 
público autónomo, por 
conducto de quien le re-
presente legalmente y los 
partidos políticos nacio-
nales y estatales con re-
gistro debidamente acre-
ditado ante la autoridad 
electoral que correspon-
da. Su efecto es declarar 
la validez o invalidez del 
acto reclamado.

Cuestión de constitu-
cionalidad:

Previsto, directamen-
te, en la Ley de Justicia 
Constitucional Local, este 
planteamiento se realiza 
por parte del juez que co-
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noce de un asunto, o bien 
a través de la solicitud 
de las partes, también se 
concede la facultad para 
pronunciarse al órgano 
revisor, e incluso a través 
de la facultad de atrac-
ción del Pleno del Tribu-
nal Superior; su trámite 
no se limita a la simple 
justificación de su inapli-
cabilidad, ya que a efecto 
de pronunciarse sobre la 
constitucionalidad de la 
norma planteada, se sigue 
un procedimiento ante el 
Tribunal Constitucional, 
quien de estimarlo así, de-
clarará su invalidez.

El primer antecedente 
de un medio de control de 
la constitución estatal data 
de la resolución emitida 
en el expediente C1/2003, 
de doce de noviembre de 
dos mil tres, que desechó 
la controversia planteada.

Antes de la publicación 
de la ley reglamentaria, se 
decidió una cuestión de 
constitucionalidad, res-

pecto a la validez de las 
fracciones IX y X del artí-
culo 5º de la Ley Orgánica 
de la Contaduría Mayor 
de Hacienda del Estado.

También se resolvió 
una acción de inconstitu-
cionalidad, que declaró la 
validez de la fracción III 
del artículo 209 del Regla-
mento de Seguridad Pú-
blica, Tránsito y Vialidad 
del Municipio de Saltillo. 

Para el año 2006, en-
contrándose vigente la 
Ley reglamentaria de los 
medios de defensa cons-
titucionales, se verifica-
ron cuatro sentencias de 
cuestiones de inconstitu-
cionalidad y tres contro-
versias constitucionales. 
Los temas más relevantes 
de esta anualidad fueron 
la declaración de invali-
dez de los artículos 36, 44 
y 45 del Reglamento de 
Acceso a la información 
Pública del Municipio de 
Saltillo (AIL 1/2006), así 
como una negativa de ac-
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ceso a la información pú-
blica respecto a las becas 
otorgadas por el ayunta-
miento de Saltillo, y otor-
gar el nombre de los be-
neficiarios (CC 1/2006) y 
puesto y sueldo de los tra-
bajadores del mismo mu-
nicipio temporales (CC 
2/2006) y permanentes 
(CC 3/2006).

Para el siguiente año 
únicamente se decidie-
ron cuatro cuestiones de 
inconstitucionalidad. De 
ellas la número 1/2007 
constituye un criterio des-
tacado, al haberse decreta-
do la inconstitucionalidad 
por omisión del artículo 
4º, fracción VI, segundo 
párrafo, 18 fracción VII, 
111, 112, 113, 114, 115, 
116, 119, 120, 123 y 124, 
de la Ley de Asentamien-
tos Humanos y Desarrollo 
Urbano del Estado (AIL 
1/2007) y ordenó al con-
greso cumplir con la tarea 
de derogar dichos artícu-
los en acatamiento de una 

reforma federal.
Durante el periodo de 

2008 a 2010, se resolvie-
ron tres planteamientos 
de cuestiones de incons-
titucionalidad, uno per-
teneciente a un asunto de 
2006, uno de 2009 y otro 
de 2010. Además se resol-
vió la acción de inconsti-
tucionalidad 5/2006, pre-
sentada por la Comisión 
de Derechos Humanos del 
Estado, en contra del Go-
bernador y del Congreso 
Local, al considerar ilegal 
la derogación de los artí-
culos 181 y 200 de la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado, que se re-
ferían a la indemnización 
por error judicial grave, 
acción que se declaró im-
procedente.

En el 2011, únicamen-
te se emitió resolución de 
once controversias consti-
tucionales, de las cuales el 
número CC 8/2011, fue la 
única que declaró fundada 
la reclamación y obligó al 
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Instituto Coahuilense de 
Acceso a la Información 
Pública a declarar insub-
sistente su resolución y 
dictar otra en la cual se 
analizaran los agravios 
expuestos por el solicitan-
te de la información.18

Para el año dos mil 
doce, de acuerdo a infor-
mación otorgada por la 
Secretaría Auxiliar de la 
Secretaría de Acuerdos 
del Pleno del Tribunal Su-
perior de Justicia del Esta-
do de Coahuila, se emitie-
ron trece resoluciones de 
asuntos de control de la 
constitución, y para el año 
que transcurre se encuen-
tran dos pendientes de re-
solución, sin que al efecto 
se especificara el tipo de 
asunto.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:
18	 	  Datos obtenidos del portal informático 

del Tribunal Constitucional:  http://www.poder-
judicialcoahuila.gob.mx/tconstitucional/index.
php?tsj=07&n=0

Se integra por diversos 
mecanismos que tutelan y 
protegen los derechos po-
lítico-electorales del ciu-
dadano; distinguiéndose, 
según se trate de actos o 
bien, de omisiones.

Así, por un parte, de 
conformidad con la Ley 
de Medios de Impugna-
ción en Materia Político-
Electoral y de Participa-
ción Ciudadana para el 
Estado de Coahuila de 
Zaragoza, el juicio para la 
protección de los derechos 
político-electorales de los 
ciudadanos tiene por ob-
jeto la protección de los 
derechos político electo-
rales en el estado, cuando 
el ciudadano por sí mis-
mo y en forma individual, 
haga valer presuntas vio-
laciones a sus derechos 
de votar y de ser votado; 
de asociarse individual 
y libremente para tomar 
parte en forma pacífica 
en los asuntos políticos y 
de afiliarse libre e indivi-
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dualmente a los partidos 
políticos; siempre y cuan-
do se hubieren reunido los 
requisitos constituciona-
les y los que se señalan en 
las leyes para el ejercicio 
de esos derechos.

En la otra, del citado 
ordenamiento legal, se 
prevé el juicio de partici-
pación ciudadana, la cual 
tiene por objeto garantizar 
la constitucionalidad y le-
galidad de los actos y re-
soluciones en materia de 
participación ciudadana 
en la vida pública del Es-
tado y de los Municipios.

Finalmente, el recurso 
de queja cuyo objeto es 
salvaguardar la constitu-
cionalidad y legalidad en 
los casos de omisiones de 
los órganos del Instituto, 
del Poder Ejecutivo, del 
Congreso del Estado o 
de los Ayuntamientos, en 
materia político-electoral, 
de sistema de partidos y 
de participación ciudada-
na.

Los citados medios de 
impugnación son de la 
competencia, en única 
instancia, del Pleno del 
Tribunal Electoral del Po-
der Judicial del Estado 
de Coahuila de Zaragoza, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial.
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MECANIS-
MO

FUNDA-
MENTO

ÓRGANO DE 
CONTROL

FINALI-
DAD

PROCEDENCIA Acto/Disposición/Resolución impugnada SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

Controver-
sia constitu-
cional.

Art. 135, 
158, fracción 
I y 194 de la 
Constitución 
Política del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Determi-
nar el ám-
bito com-
petencial 
de los ór-
ganos del 
Estado.

Conflictos que se 
susciten entre: el 
Poder Ejecutivo 
y el Legislativo; 
El Poder Eje-
cutivo y uno o 
más municipios 
del Estado; el 
Poder Legislati-
vo y uno o más 
municipios del 
Estado; el Poder 
Legislativo y una 
o más entidades 
paraestatales o 
para municipales 
del Estado; un 
municipio y otro 
u otros del Es-
tado; uno o más 
municipios y una 
o más entidades 
paraestatales o 
para municipales 
del Estado; una 
o más entidades 
paraestatales y 
otra u otras para-
municipales del 
Estado; y, uno o 
más organismos 
públicos autó-
nomos y otro u 
otros órganos del 
gobierno estatal 
y/o municipal.

Actos concretos; normas generales; conflicto 
de límites territoriales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislativo, 
municipios, orga-
nismos y entidades 
públicas.

Actos concretos: 30 
días, a partir del día 
siguiente al en que 
conforme a la ley del 
propio acto, surta efec-
tos la notificación de la 
resolución o acuerdo 
que se reclame; al en 
que se haya tenido co-
nocimiento de ellos o 
de su ejecución; o al en 
que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.
Normas Generales: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente a la 
fecha de su publica-
ción, o al día siguiente 
al en que se produzca 
el primer acto de apli-
cación.
Conflicto de límites 
territoriales: 60 días, 
contados a partir del 
día siguiente en que 
los contendientes que-
den notificados de la 
resolución pronuncia-
da por el Congreso del 
Estado.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

Efectos relati-
vos.

Tratándose de 
normas gene-
rales tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean aprobadas 
por la mayoría 
absoluta de los 
m a g i s t r a d o s 
que conforman 
en Pleno del 
Tribunal.

Sólo en los 
casos en que 
se forme juris-
prudencia local 
tendrá efectos 
generales.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Recurso de 
queja.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 135, 
158, fracción 
II y 194 de la 
Constitución 
Política del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

Plantear la po-
sible contradic-
ción entre una 
norma de carác-
ter general y la 
Constitución. 

Normas o acuerdos generales en abstracto:
- Las leyes, decretos o puntos de acuerdo que 
apruebe el Congreso o Diputación Permanen-
te.
- Los reglamentos, acuerdos, decretos y demás 
normas administrativas de carácter general 
expedidas por el Poder Ejecutivo, organismos 
públicos autónomos y demás entidades públi-
cas con facultad reglamentaria.
- Los bandos de policía y de gobierno, los re-
glamentos, circulares y disposiciones admi-
nistrativas de observancia general, expedidas 
por los ayuntamientos o consejos municipales.
- Las normas de carácter general que expidan 
los organismos públicos autónomos.
- Las demás normas de carácter general, ex-
cepto las del Pleno del TSJ.
- La omisión normativa consistente en la falta 
de regulación legislativa o reglamentaria.
- La Ley de Justicia Constitucional, también, 
prevé el control preventivo de constitucionali-
dad de leyes; además de otros supuestos.

El Ejecutivo del 
Estado; el Procu-
rador General de 
Justicia en la ma-
teria de su ramo; el 
equivalente al 10% 
de los integrantes 
del Poder Legisla-
tivo; el equivalen-
te al 10% de los 
integrantes de los 
ayuntamientos o 
consejos munici-
pales; el organismo 
público autónomo; 
los partidos polí-
ticos nacionales y 
estatales con regis-
tro.

Dentro de los 60 días 
naturales siguientes a 
la publicación, o en su 
defecto, de que se ten-
ga conocimiento de la 
misma.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

La sentencia 
p ronunc iada 
tendrá efec-
tos generales 
cuando sean 
aprobadas por 
la mayoría ab-
soluta de los 
m a g i s t r a d o s 
que conforman 
en Pleno del 
Tribunal.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.
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Controver-
sia constitu-
cional.

Art. 135, 
158, fracción 
I y 194 de la 
Constitución 
Política del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Determi-
nar el ám-
bito com-
petencial 
de los ór-
ganos del 
Estado.

Conflictos que se 
susciten entre: el 
Poder Ejecutivo 
y el Legislativo; 
El Poder Eje-
cutivo y uno o 
más municipios 
del Estado; el 
Poder Legislati-
vo y uno o más 
municipios del 
Estado; el Poder 
Legislativo y una 
o más entidades 
paraestatales o 
para municipales 
del Estado; un 
municipio y otro 
u otros del Es-
tado; uno o más 
municipios y una 
o más entidades 
paraestatales o 
para municipales 
del Estado; una 
o más entidades 
paraestatales y 
otra u otras para-
municipales del 
Estado; y, uno o 
más organismos 
públicos autó-
nomos y otro u 
otros órganos del 
gobierno estatal 
y/o municipal.

Actos concretos; normas generales; conflicto 
de límites territoriales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislativo, 
municipios, orga-
nismos y entidades 
públicas.

Actos concretos: 30 
días, a partir del día 
siguiente al en que 
conforme a la ley del 
propio acto, surta efec-
tos la notificación de la 
resolución o acuerdo 
que se reclame; al en 
que se haya tenido co-
nocimiento de ellos o 
de su ejecución; o al en 
que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.
Normas Generales: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente a la 
fecha de su publica-
ción, o al día siguiente 
al en que se produzca 
el primer acto de apli-
cación.
Conflicto de límites 
territoriales: 60 días, 
contados a partir del 
día siguiente en que 
los contendientes que-
den notificados de la 
resolución pronuncia-
da por el Congreso del 
Estado.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

Efectos relati-
vos.

Tratándose de 
normas gene-
rales tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean aprobadas 
por la mayoría 
absoluta de los 
m a g i s t r a d o s 
que conforman 
en Pleno del 
Tribunal.

Sólo en los 
casos en que 
se forme juris-
prudencia local 
tendrá efectos 
generales.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Recurso de 
queja.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 135, 
158, fracción 
II y 194 de la 
Constitución 
Política del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

Plantear la po-
sible contradic-
ción entre una 
norma de carác-
ter general y la 
Constitución. 

Normas o acuerdos generales en abstracto:
- Las leyes, decretos o puntos de acuerdo que 
apruebe el Congreso o Diputación Permanen-
te.
- Los reglamentos, acuerdos, decretos y demás 
normas administrativas de carácter general 
expedidas por el Poder Ejecutivo, organismos 
públicos autónomos y demás entidades públi-
cas con facultad reglamentaria.
- Los bandos de policía y de gobierno, los re-
glamentos, circulares y disposiciones admi-
nistrativas de observancia general, expedidas 
por los ayuntamientos o consejos municipales.
- Las normas de carácter general que expidan 
los organismos públicos autónomos.
- Las demás normas de carácter general, ex-
cepto las del Pleno del TSJ.
- La omisión normativa consistente en la falta 
de regulación legislativa o reglamentaria.
- La Ley de Justicia Constitucional, también, 
prevé el control preventivo de constitucionali-
dad de leyes; además de otros supuestos.

El Ejecutivo del 
Estado; el Procu-
rador General de 
Justicia en la ma-
teria de su ramo; el 
equivalente al 10% 
de los integrantes 
del Poder Legisla-
tivo; el equivalen-
te al 10% de los 
integrantes de los 
ayuntamientos o 
consejos munici-
pales; el organismo 
público autónomo; 
los partidos polí-
ticos nacionales y 
estatales con regis-
tro.

Dentro de los 60 días 
naturales siguientes a 
la publicación, o en su 
defecto, de que se ten-
ga conocimiento de la 
misma.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

La sentencia 
p ronunc iada 
tendrá efec-
tos generales 
cuando sean 
aprobadas por 
la mayoría ab-
soluta de los 
m a g i s t r a d o s 
que conforman 
en Pleno del 
Tribunal.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.



Artículo 90 
de la Ley 
de Justicia 
C o n s t i t u -
cional Lo-
cal para el 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

La constitucio-
nalidad de los 
proyecto de le-
yes o decretos.

Proyecto de ley o decreto aprobado por el 
Congreso del Estado.

El Gobernador del 
Estado que hubie-
re vetado, en todo 
o en parte una ley 
o decreto, por es-
timarlo manifies-
tamente contrario 
a la Constitución 
Local, podrá ele-
var copia del veto 
razonado y del 
proyecto de ley 
o decreto vetado 
ante el Pleno del 
Tribunal Superior 
de Justicia del Es-
tado, solicitándole 
que emita opinión 
al respecto, dan-
do a conocer esta 
circunstancia a la 
Legislatura, sin 
perjuicio de la de-
volución del pro-
yecto original al 
Órgano Legislati-
vo con las observa-
ciones pertinentes.

Sin desarrollo legal. Sin desarro-
llo legal.

La opinión que 
en este caso 
emita el Tri-
bunal Superior 
de Justicia del 
Estado, deberá 
producirse en 
breve término, 
concretando la 
inconstitucio-
nalidad del tex-
to impugnado, 
si adoleciese 
de este vicio, y 
será vinculante 
para el Poder 
Leg i s l a t i vo , 
que no podrá 
proseguir el 
procedimiento 
sin suprimir 
o modificar 
los preceptos 
que se estimen 
contrarios a la 
Consti tución 
del Estado.

No se ad-
vierte dis-
p o s i c i ó n 
expresa.

Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 67, 68, 
69 y 70 de la 
Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley loca.

Acto concreto de aplicación de la norma. Las partes de un 
juicio.

El juez de la causa.
El juez o tribunal 
que haya resuelto 
inaplicar una ley a 
un caso concreto lo 
elevará de oficio al 
Pleno del TSJ.
Cuando el Pleno 
ejerza su facultad 
de atracción, en 
caso de duda de 
inconstitucionali-
dad de la ley que 
implique: la in-
terpretación cons-
titucional de un 
caso trascendental 
o sobresaliente; 
y, cuando se haya 
resuelto inaplicar 
una ley en un caso 
concreto.
Cuando alguna 
autoridad diversa 
a la jurisdiccional  
tenga duda sobre la 
constitucionalidad 
de una ley que va 
aplicar en un acto 
concreto.

Hasta antes de que se 
dicte el fallo definitivo.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

Efectos relati-
vos a las par-
tes.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.



Artículo 90 
de la Ley 
de Justicia 
C o n s t i t u -
cional Lo-
cal para el 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

La constitucio-
nalidad de los 
proyecto de le-
yes o decretos.

Proyecto de ley o decreto aprobado por el 
Congreso del Estado.

El Gobernador del 
Estado que hubie-
re vetado, en todo 
o en parte una ley 
o decreto, por es-
timarlo manifies-
tamente contrario 
a la Constitución 
Local, podrá ele-
var copia del veto 
razonado y del 
proyecto de ley 
o decreto vetado 
ante el Pleno del 
Tribunal Superior 
de Justicia del Es-
tado, solicitándole 
que emita opinión 
al respecto, dan-
do a conocer esta 
circunstancia a la 
Legislatura, sin 
perjuicio de la de-
volución del pro-
yecto original al 
Órgano Legislati-
vo con las observa-
ciones pertinentes.

Sin desarrollo legal. Sin desarro-
llo legal.

La opinión que 
en este caso 
emita el Tri-
bunal Superior 
de Justicia del 
Estado, deberá 
producirse en 
breve término, 
concretando la 
inconstitucio-
nalidad del tex-
to impugnado, 
si adoleciese 
de este vicio, y 
será vinculante 
para el Poder 
Leg i s l a t i vo , 
que no podrá 
proseguir el 
procedimiento 
sin suprimir 
o modificar 
los preceptos 
que se estimen 
contrarios a la 
Consti tución 
del Estado.

No se ad-
vierte dis-
p o s i c i ó n 
expresa.

Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 67, 68, 
69 y 70 de la 
Ley de Jus-
ticia Cons-
t i t u c i o n a l 
Local para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

El Pleno del 
Tribunal Su-
perior de 
Justicia del 
Estado en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal Local.

Mantener 
el  orden 
const i tu-
cional.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley loca.

Acto concreto de aplicación de la norma. Las partes de un 
juicio.

El juez de la causa.
El juez o tribunal 
que haya resuelto 
inaplicar una ley a 
un caso concreto lo 
elevará de oficio al 
Pleno del TSJ.
Cuando el Pleno 
ejerza su facultad 
de atracción, en 
caso de duda de 
inconstitucionali-
dad de la ley que 
implique: la in-
terpretación cons-
titucional de un 
caso trascendental 
o sobresaliente; 
y, cuando se haya 
resuelto inaplicar 
una ley en un caso 
concreto.
Cuando alguna 
autoridad diversa 
a la jurisdiccional  
tenga duda sobre la 
constitucionalidad 
de una ley que va 
aplicar en un acto 
concreto.

Hasta antes de que se 
dicte el fallo definitivo.

A cargo de 
un magis-
trado ins-
tructor a fin 
de que pon-
ga el asunto 
en estado de 
resolución.

Efectos relati-
vos a las par-
tes.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.
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Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 27, Base 
5, 135 y 136, 
Apartado A 
de la Consti-
tución Políti-
ca del Estado 
de Coahuila 
de Zaragoza.
Ley de Me-
dios de Im-
p u g n a c i ó n 
en Materia 
P o l í t i c o -
Electoral  y 
de Partici-
pación Ciu-
dadana para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Pleno del Tri-
bunal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Tutelar los 
derechos 
pol í t ico-
e l e c t o -
rales del 
c iudada-
no.

Violaciones a 
los derechos de: 
votar y ser vo-
tado; asociarse 
individual y li-
bremente para 
tomar parte en 
forma pacífica 
en los asuntos 
políticos; afiliar-
se libre e indi-
vidualmente a 
los partidos po-
líticos; en contra 
de actos o reso-
luciones de las 
autoridades par-
tidistas.

Actos emitidos por el órgano electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano con 
interés legítimo; 
por sí mismo y en 
forma individual.

Dentro de los 3 días, 
contados a partir del 
día siguiente a aquél 
en que se tenga co-
nocimiento del acto o 
resolución impugnado, 
o se hubiese notificado 
de conformidad con la 
ley aplicable.

La sus-
tanciación 
estará a 
cargo de un 
Magistrado 
instructor, 
quien pro-
pondrá al 
Pleno el 
proyecto de 
s e n t e n c i a 
o cualquier 
otra resolu-
ción.

C o n f i r m a r , 
modificar o 
revocar el acto 
impugnado y, 
en su caso, re-
poner el pro-
cedimiento del 
acto o resolu-
ción impugna-
do.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.

Juicio de 
part ic ipa-
ción ciuda-
dana.

Art. 27, Base 
5, 135 y 136, 
Apartado A 
de la Consti-
tución Políti-
ca del Estado 
de Coahuila 
de Zaragoza.

Ley de Me-
dios de Im-
p u g n a c i ó n 
en Materia 
P o l í t i c o -
Electoral  y 
de Partici-
pación Ciu-
dadana para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Pleno del Tri-
bunal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

T u t e l a r 
derechos 
pol í t ico-
e l e c t o -
rales del 
c iudada-
no, en los 
mecanis-
mos de 
participa-
ción ciu-
dadana.

Garantizar la 
constitucionali-
dad y legalidad 
de los actos y 
resoluciones en 
materia de par-
ticipación ciuda-
dana en la vida 
pública del Esta-
do y de los Mu-
nicipios.

Actos de los órganos del Instituto en materia 
de participación ciudadana.

El ciudadano o por 
la autoridad intere-
sada.

Dentro de los 3 días, 
contados a partir del 
día siguiente a aquél 
en que se tenga co-
nocimiento del acto o 
resolución impugnado, 
o se hubiese notificado 
de conformidad con la 
ley aplicable.

La sus-
tanciación 
estará a 
cargo de un 
Magistrado 
instructor, 
quien pro-
pondrá al 
Pleno el 
proyecto de 
s e n t e n c i a 
o cualquier 
otra resolu-
ción.

C o n f i r m a r , 
modificar o 
revocar el acto 
impugnado y, 
en su caso, re-
poner el pro-
cedimiento del 
acto o resolu-
ción impugna-
do.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.
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Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 27, Base 
5, 135 y 136, 
Apartado A 
de la Consti-
tución Políti-
ca del Estado 
de Coahuila 
de Zaragoza.
Ley de Me-
dios de Im-
p u g n a c i ó n 
en Materia 
P o l í t i c o -
Electoral  y 
de Partici-
pación Ciu-
dadana para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Pleno del Tri-
bunal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Tutelar los 
derechos 
pol í t ico-
e l e c t o -
rales del 
c iudada-
no.

Violaciones a 
los derechos de: 
votar y ser vo-
tado; asociarse 
individual y li-
bremente para 
tomar parte en 
forma pacífica 
en los asuntos 
políticos; afiliar-
se libre e indi-
vidualmente a 
los partidos po-
líticos; en contra 
de actos o reso-
luciones de las 
autoridades par-
tidistas.

Actos emitidos por el órgano electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano con 
interés legítimo; 
por sí mismo y en 
forma individual.

Dentro de los 3 días, 
contados a partir del 
día siguiente a aquél 
en que se tenga co-
nocimiento del acto o 
resolución impugnado, 
o se hubiese notificado 
de conformidad con la 
ley aplicable.

La sus-
tanciación 
estará a 
cargo de un 
Magistrado 
instructor, 
quien pro-
pondrá al 
Pleno el 
proyecto de 
s e n t e n c i a 
o cualquier 
otra resolu-
ción.

C o n f i r m a r , 
modificar o 
revocar el acto 
impugnado y, 
en su caso, re-
poner el pro-
cedimiento del 
acto o resolu-
ción impugna-
do.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.

Juicio de 
part ic ipa-
ción ciuda-
dana.

Art. 27, Base 
5, 135 y 136, 
Apartado A 
de la Consti-
tución Políti-
ca del Estado 
de Coahuila 
de Zaragoza.

Ley de Me-
dios de Im-
p u g n a c i ó n 
en Materia 
P o l í t i c o -
Electoral  y 
de Partici-
pación Ciu-
dadana para 
el Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

Pleno del Tri-
bunal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Coahuila de 
Zaragoza.

T u t e l a r 
derechos 
pol í t ico-
e l e c t o -
rales del 
c iudada-
no, en los 
mecanis-
mos de 
participa-
ción ciu-
dadana.

Garantizar la 
constitucionali-
dad y legalidad 
de los actos y 
resoluciones en 
materia de par-
ticipación ciuda-
dana en la vida 
pública del Esta-
do y de los Mu-
nicipios.

Actos de los órganos del Instituto en materia 
de participación ciudadana.

El ciudadano o por 
la autoridad intere-
sada.

Dentro de los 3 días, 
contados a partir del 
día siguiente a aquél 
en que se tenga co-
nocimiento del acto o 
resolución impugnado, 
o se hubiese notificado 
de conformidad con la 
ley aplicable.

La sus-
tanciación 
estará a 
cargo de un 
Magistrado 
instructor, 
quien pro-
pondrá al 
Pleno el 
proyecto de 
s e n t e n c i a 
o cualquier 
otra resolu-
ción.

C o n f i r m a r , 
modificar o 
revocar el acto 
impugnado y, 
en su caso, re-
poner el pro-
cedimiento del 
acto o resolu-
ción impugna-
do.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.
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Colima19

Controversia constitu-
cional: no       regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:        
regulada.

En cambio, de confor-
midad con los artículos 
67, 68 y 74 de la Consti-
tución Política del Estado 
de Colima, el Poder Judi-
cial del Estado se deposi-
ta en el Supremo Tribunal 
de Justicia, Juzgados de 
Primera Instancia, Juzga-
dos de Paz; así, el Supre-
mo Tribunal de Justicia 

19	 	  Última reforma constitucional del 26 de 
junio de 2013, http://www.congresocol.gob.mx/le-
gislacion.html [07/08/2013].

funcionará en Pleno o en 
Sala Colegiada y estará 
integrado por el número 
de Magistrados que fije la 
Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado, te-
niendo competencia, en-
tre otros, para dirimir los 
conflictos que surjan entre 
los municipios y los Po-
deres Legislativo y Eje-
cutivo del Estado, o entre 
aquellos que no sean de 
los previstos por la frac-
ción XX del artículo 33 de 
esta Constitución; sin per-
juicio de lo dispuesto en 
el artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:

La Ley Estatal del Sis-
tema de Medios de Im-
pugnación en Materia 
Electoral de Colima esta-
blece el juicio para la de-
fensa ciudadana electoral, 
el cual tiene por objeto la 
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protección de los dere-
chos políticos-electorales 
del ciudadano en el Esta-
do, pudiendo por sí mis-
mo y en forma individual, 
hacer valer presuntas vio-
laciones a sus derechos: 
I. De votar y ser votado; 
II. De asociarse individual 
y libremente para tomar 
parte en forma pacífica en 
los asuntos políticos; y III. 
De afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos 
políticos.

De este medio de im-
pugnación conoce y re-
suelve, en única instan-
cia, el Pleno del Tribunal 
Electoral del Estado de 
Colima, máxima autori-
dad jurisdiccional en la 
materia. En los mecanis-
mos de participación ciu-
dadana, también se tutelan 
los derechos políticos de 
los ciudadanos, a través 
del sistema de medios de 
impugnación en materia 
electoral, de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley de 

Participación Ciudadana 
del Estado de Colima.

Distrito Federal20

Controversia constitu-
cional: no      regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

El artículo 129 del Es-
tatuto Jurídico del Distri-
to Federal, establece que 
corresponde al Tribunal 
Electoral del Distrito Fe-

20	 	  Última reforma estatutaria del 7 de enero de 
2013, http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
pdf/10.pdf [07/08/2013].
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deral resolver en forma 
definitiva e inatacable en-
tre otros actos de las im-
pugnaciones de actos que 
y resoluciones que violen 
los derechos político-elec-
torales de los ciudadanos 
al votar y ser votados.

Sobre esta base la Ley 
Procesal Electoral para el 
Distrito Federal contem-
pla dentro del sistema de 
medios de impugnación al 
juicio para la protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano, 
el cual tiene por objeto la 
protección de los dere-
chos político-electorales, 
cuando el ciudadano por 
sí mismo y en forma in-
dividual, haga valer pre-
suntas violaciones, entre 
otros, a los derechos si-
guientes: votar y ser vo-
tado; asociarse individual 
y libremente para tomar 
parte en forma pacífica 
en los asuntos políticos 
de la ciudad; y, afiliarse 
libre e individualmente a 

las asociaciones políticas, 
siempre y cuando se hu-
bieren reunido los requisi-
tos constitucionales y los 
que se señalan en las leyes 
para el ejercicio de esos 
derechos.

Al que por añadidura, 
las controversias que deri-
ven de la aplicación de la 
Ley de Participación Ciu-
dadana del Distrito Fede-
ral, cuya competencia se 
atribuya expresamente a 
los órganos electorales.

De este medio de pro-
tección de los derechos 
político-electorales del 
ciudadano, conoce y re-
suelve el Pleno del Tri-
bunal Electoral de Dis-
trito Federal, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia.

Durango21

Controversia constitu-

21	 	  Última reforma constitucional del 19 
de mayo de 2013, http://congresodurango.
gob.mx/Leyes/CONSTITUCION-POLITICA-
DEL-ESTADO-LIBRE-Y-SOBERANO-DE-
DURANGO.pdf [07/08/2013].
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cional: no     regulada.
Acción de inconstitu-

cionalidad: no regulada.
Cuestión de constitu-

cionalidad: no regulada.
Acción por omisión le-

gislativa: no regulada.
Medio de defensa y 

protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

No obstante, los ar-
tículos 90, 91 y 96 de la 
Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano 
de Durango, determinan 
que el ejercicio del Po-
der Judicial del Estado, se 
deposita en un Tribunal 
Superior de Justicia, en 
un Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Estado, 
en un Tribunal de Justicia 
Fiscal y Administrativa 
del Poder Judicial del Es-
tado, en un Tribunal para 
Menores Infractores del 

Poder Judicial del Estado, 
en Juzgados de Primera 
Instancia y en Juzgados 
Municipales.

El Tribunal Superior 
de Justicia del Estado se 
integrará con diecinueve 
Magistrados Numerarios, 
y ocho Supernumerarios; 
éstos últimos, suplirán a 
aquellos en sus faltas tem-
porales y también tempo-
ralmente en su faltas defi-
nitivas, a cuyo efecto son 
llamados sucesiva y pro-
gresivamente, de acuerdo 
al procedimiento que se 
determine en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial; 
teniendo competencia, en-
tre otros, para resolver los 
conflictos que surjan entre 
los ayuntamientos y los 
Poderes del Estado; con 
excepción de las contro-
versias constitucionales 
previstas en la fracción I, 
inciso i) del artículo 105 
de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos 
Mexicanos.
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Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley de Medios de 
Impugnación en Materia 
Electoral y de Participa-
ción Ciudadana del Esta-
do de Durango, prevé el 
juicio para la protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano, 
el cual procederá cuando 
el ciudadano por sí mis-
mo y en forma individual, 
haga valer presuntas vio-
laciones a sus derechos 
de votar y ser votado en 
las elecciones populares, 
de asociarse individual 
y libremente para tomar 
parte en forma pacífica 
en los asuntos políticos y 
de afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos 
políticos.

Además de los actos 
concretos de procedencia, 
destaca por controvertirse 
en este medio de impug-
nación las omisiones de 

los órganos del Instituto 
Electoral local, del Poder 
Ejecutivo, del Congreso 
o de los ayuntamientos 
que lesionen sus derechos 
político-electorales, así 
como tratándose de los 
actos u omisiones que de-
riven de los procesos de 
participación ciudadana 
(plebiscito y referéndum).

El competente para re-
solver este medio de im-
pugnación, en única ins-
tancia, la Sala Colegiada 
del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Estado 
de Durango, máxima au-
toridad jurisdiccional en 
la materia y órgano espe-
cializado del Poder Judi-
cial del Estado.

Guanajuato22

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: regulada.
22	 	    Última reforma constitucional del 17 de 

mayo de 2013, http://www.congresogto.gob.mx/ 
[07/08/2013].



Revista Tepantlato 55

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Los artículos 83, 84 y 
89 de la Constitución Po-
lítica para el Estado de 
Guanajuato prescriben 
que el Supremo Tribu-
nal de Justicia funciona-
rá en Pleno o en Salas; 
se integra del número de 
magistrados propietarios 
o supernumerarios que 
determine el Consejo del 
Poder Judicial,23 con la 
competencia para garanti-
zar la observación de este 
ordenamiento, de acuerdo 
a los medios de control 

23	 	   Se conforma con el Presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia y los magistrados que integran 
cada una de las Salas del propio Tribunal, que en 
la actualidad son 19; fuente: http://www.poderjudi-
cial-gto.gob.mx/adjuntos/anexo%2020043.pdf.

de la constitucionalidad 
previstos para el ámbito 
local; con un desarrollo 
secundario a través de la 
Ley Reglamentaria de la 
Fracción XV del Artícu-
lo 89 de la Constitución 
Política para el Estado de 
Guanajuato.24

Controversia constitu-
cional:

El artículo 89 de la ci-
tada Constitución de Gua-
najuato, dispone en la 
fracción XV, apartado A, 
que el Pleno del Supre-
mo Tribunal de Justicia es 
competente para conocer 
y resolver sobre las con-
troversias legales que se 
suscite:

Dos o más Municipios
Uno o más Municipios 

y el Poder Ejecutivo o Le-
gislativo

El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo.

24	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 3 de agosto de 2001, http://www.congre-
sogto.gob.mx/uploads/ley/pdf/93/RegArt89.pdf 
(15/05/2013)
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La Ley reglamentaria 
determina que el proce-
dimiento que debe seguir 
para sustanciar las con-
troversias legales estará 
a cargo de un magistrado 
instructor-ponente, quien 
formulará el proyecto de 
resolución respectivo; la 
sentencia definitiva es 
emitida el Pleno del Su-
premo Tribunal de Justi-
cia del Estado.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

En el apartado B, de la 
fracción XV del artículo 
89 del ordenamiento en 
consulta se establece las 
acciones de inconstitu-
cionalidad, cuyo objeto es 
plantear la posible contra-
dicción entre una norma 
de carácter general y la 
Constitución.

La promueve una terce-
ra parte de los integrantes 
del Congreso del Estado, 
dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la 
fecha de publicación de la 

norma; excluyéndose los 
conflictos o acciones de 
carácter electoral.

La Ley reglamentaria 
señala que en las acciones 
de inconstitucionalidad se 
aplicarán en todo aquello 
que no se encuentre pre-
visto en el título respecti-
vo, en lo conducente, las 
disposiciones aplicables 
para las controversias le-
gales.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

El Código de Institu-
ciones y Procedimientos 
Electorales para el Estado 
de Guanajuato, establece 
que el juicio de referencia 
tiene por objeto la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales, cuando el 
ciudadano por sí o a tra-
vés de sus representantes 
legales, haga valer pre-
suntas violaciones, a los 
derechos de votar y ser 
votado; de asociarse indi-



Revista Tepantlato 57

vidual y libremente para 
tomar parte en forma pa-
cífica en los asuntos polí-
ticos; y de afiliarse libre e 
individualmente a los Par-
tidos Políticos, siempre y 
cuando se hubieren reu-
nido los requisitos cons-
titucionales y legales para 
el ejercicio de esos dere-
chos.

Este medio de impug-
nación es resuelto en úni-
ca instancia por el Pleno 
del Tribunal Electoral del 
Estado de Guanajuato, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia.



MECANISMO FUNDA-
MENTO

ÓRGANO DE 
CONTROL

FINALI-
DAD

PROCE-
DENCIA

Acto/Disposición/
Resolución impug-

nada

SUJETOS LEGI-
TIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 89 frac-
ción XV de 
la Constitu-
ción Política 
para el Esta-
do de Gua-
najuato.

Ley Regla-
mentaria de 
la Fracción 
XV del artí-
culo 89 de la 
Constitución 
Política para 
el Estado de 
Guanajuato.

Pleno del Su-
premo Tribu-
nal de Justicia 
del Estado.

Determi-
nar el ám-
bito com-
petencial 
de los ór-
ganos del 
Estado.

C o n t r o -
versias le-
gales en-
tre: dos o 
más mu-
nicipios; 
uno o 
más mu-
nicipios y 
el Poder 
Ejecutivo 
o Legis-
l a t i v o ; 
el Poder 
Ejecutivo 
y el Le-
gislativo.

Actos concretos; 
normas generales; 
conflictos de límites 
territoriales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislativo y 
municipios.

Por actos suscitados en-
tre dos o más municipios: 
30 días, contados a partir 
de aquél en que el afecta-
do tenga conocimiento del 
acto.

Por actos suscitados entre 
uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo o Legis-
lativo: 30 días, contados 
a partir de que el afectado 
tenga conocimiento del 
acto, del día siguiente ala 
fecha de su publicación en 
el periódico oficial, o del 
día siguiente al en que se 
produzca el primer acto 
de aplicación de la norma, 
cuando no se hubiere reali-
zado la publicación.

Conflicto de límites territo-
riales: 60 días, contados a 
partir dea entrada en vigor 
de la norma general o de 
que los afectados se enteren 
de la realización del acto 
que los origine.

A cargo de un ma-
gistrado instructor-
ponente a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolución 
y formule el proyec-
to respectivo.

Efectos relati-
vos.

Cuando en la 
sentencia se 
declaren la in-
validez de nor-
mas generales, 
se ordenará su 
publicación en 
el periódico ofi-
cial.

(Las sentencias 
son aprobadas 
por una mayoría 
simple de votos 
de los integran-
tes del Pleno).

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Acción de incons-
titucionalidad.

Art. 89 frac-
ción XV de 
la Constitu-
ción Política 
para el Esta-
do de Gua-
najuato.

Ley Regla-
mentaria de 
la Fracción 
XV del artí-
culo 89 de la 
Constitución 
Política para 
el Estado de 
Guanajuato.

Pleno del Su-
premo Tribu-
nal de Justicia 
del Estado.

Mantener 
el  orden 
cons t i tu-
cional.

P lan tea r 
la posible 
c o n t r a -
d i c c i ó n 
entre una 
norma de 
c a r á c t e r 
general y 
la Consti-
tución. 

Normas generales. Una tercera parte de 
los integrantes del 
Congreso del Esta-
do.

Dentro de los 30 días natu-
rales, contados a partir del 
día  siguientes a su publica-
ción.

A cargo de un ma-
gistrado instructor-
ponente a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolución 
y formule el proyec-
to de resolución res-
pectivo.

Tendrán efectos 
generales cuan-
do hubieren 
sido aprobadas 
por el voto de 
las dos terceras 
partes de la to-
talidad de los 
integrantes del 
Pleno del Tribu-
nal.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.



MECANISMO FUNDA-
MENTO

ÓRGANO DE 
CONTROL

FINALI-
DAD

PROCE-
DENCIA

Acto/Disposición/
Resolución impug-

nada

SUJETOS LEGI-
TIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 89 frac-
ción XV de 
la Constitu-
ción Política 
para el Esta-
do de Gua-
najuato.

Ley Regla-
mentaria de 
la Fracción 
XV del artí-
culo 89 de la 
Constitución 
Política para 
el Estado de 
Guanajuato.

Pleno del Su-
premo Tribu-
nal de Justicia 
del Estado.

Determi-
nar el ám-
bito com-
petencial 
de los ór-
ganos del 
Estado.

C o n t r o -
versias le-
gales en-
tre: dos o 
más mu-
nicipios; 
uno o 
más mu-
nicipios y 
el Poder 
Ejecutivo 
o Legis-
l a t i v o ; 
el Poder 
Ejecutivo 
y el Le-
gislativo.

Actos concretos; 
normas generales; 
conflictos de límites 
territoriales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislativo y 
municipios.

Por actos suscitados en-
tre dos o más municipios: 
30 días, contados a partir 
de aquél en que el afecta-
do tenga conocimiento del 
acto.

Por actos suscitados entre 
uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo o Legis-
lativo: 30 días, contados 
a partir de que el afectado 
tenga conocimiento del 
acto, del día siguiente ala 
fecha de su publicación en 
el periódico oficial, o del 
día siguiente al en que se 
produzca el primer acto 
de aplicación de la norma, 
cuando no se hubiere reali-
zado la publicación.

Conflicto de límites territo-
riales: 60 días, contados a 
partir dea entrada en vigor 
de la norma general o de 
que los afectados se enteren 
de la realización del acto 
que los origine.

A cargo de un ma-
gistrado instructor-
ponente a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolución 
y formule el proyec-
to respectivo.

Efectos relati-
vos.

Cuando en la 
sentencia se 
declaren la in-
validez de nor-
mas generales, 
se ordenará su 
publicación en 
el periódico ofi-
cial.

(Las sentencias 
son aprobadas 
por una mayoría 
simple de votos 
de los integran-
tes del Pleno).

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Acción de incons-
titucionalidad.

Art. 89 frac-
ción XV de 
la Constitu-
ción Política 
para el Esta-
do de Gua-
najuato.

Ley Regla-
mentaria de 
la Fracción 
XV del artí-
culo 89 de la 
Constitución 
Política para 
el Estado de 
Guanajuato.

Pleno del Su-
premo Tribu-
nal de Justicia 
del Estado.

Mantener 
el  orden 
cons t i tu-
cional.

P lan tea r 
la posible 
c o n t r a -
d i c c i ó n 
entre una 
norma de 
c a r á c t e r 
general y 
la Consti-
tución. 

Normas generales. Una tercera parte de 
los integrantes del 
Congreso del Esta-
do.

Dentro de los 30 días natu-
rales, contados a partir del 
día  siguientes a su publica-
ción.

A cargo de un ma-
gistrado instructor-
ponente a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolución 
y formule el proyec-
to de resolución res-
pectivo.

Tendrán efectos 
generales cuan-
do hubieren 
sido aprobadas 
por el voto de 
las dos terceras 
partes de la to-
talidad de los 
integrantes del 
Pleno del Tribu-
nal.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.



60 Revista Tepantlato

Juicio para la protección de 
los derechos político-electora-
les ciudadano.

Art. 31 de la Consti-
tución Política para 
el Estado de Gua-
najuato.

Código de Institucio-
nes y Procedimientos 
Electorales para el 
Estado de Guanajua-
to.

Pleno del Tribunal Elec-
toral del Estado de Gua-
najuato.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a 
los derechos 
de: votar y ser 
votado; asociar-
se individual y 
libremente para 
tomar parte en 
forma pacífica en 
los asuntos polí-
ticos del Estado; 
afiliarse libre e 
individualmente 
a los partidos po-
líticos.

Violación de los 
de los derechos 
de militancia, 
durante los pro-
cesos internos 
de elección de 
dirigentes y can-
didatos, así como 
las que deriven 
entre órganos 
partidistas.

La afectación 
del derecho para 
integrar las au-
toridades electo-
rales.

Actos emitidos por el órgano elec-
toral o  autoridad partidista.

El ciudadano por sí mismo o a tra-
vés de sus representantes legales.

Dentro de los 5 días siguientes s la fecha de 
notificación del acto o resolución impugnados 
o del momento en que por cualquier medio el 
promovente haya tenido conocimiento de los 
mismos.

La sustanciación estará a cargo 
de un juez  instructor, únicamente 
en procesos electorales; fuera de 
ello, de un magistrado instructor-
ponente, quien formula el proyec-
to de resolución respectivo.

Confirmar, modificar o re-
vocar el acto impugnado y 
en su caso, restituir al pro-
movente en el uso o goce 
del derecho vulnerado.

Sin ulterior recurso, 
en el ámbito local.
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Juicio para la protección de 
los derechos político-electora-
les ciudadano.

Art. 31 de la Consti-
tución Política para 
el Estado de Gua-
najuato.

Código de Institucio-
nes y Procedimientos 
Electorales para el 
Estado de Guanajua-
to.

Pleno del Tribunal Elec-
toral del Estado de Gua-
najuato.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a 
los derechos 
de: votar y ser 
votado; asociar-
se individual y 
libremente para 
tomar parte en 
forma pacífica en 
los asuntos polí-
ticos del Estado; 
afiliarse libre e 
individualmente 
a los partidos po-
líticos.

Violación de los 
de los derechos 
de militancia, 
durante los pro-
cesos internos 
de elección de 
dirigentes y can-
didatos, así como 
las que deriven 
entre órganos 
partidistas.

La afectación 
del derecho para 
integrar las au-
toridades electo-
rales.

Actos emitidos por el órgano elec-
toral o  autoridad partidista.

El ciudadano por sí mismo o a tra-
vés de sus representantes legales.

Dentro de los 5 días siguientes s la fecha de 
notificación del acto o resolución impugnados 
o del momento en que por cualquier medio el 
promovente haya tenido conocimiento de los 
mismos.

La sustanciación estará a cargo 
de un juez  instructor, únicamente 
en procesos electorales; fuera de 
ello, de un magistrado instructor-
ponente, quien formula el proyec-
to de resolución respectivo.

Confirmar, modificar o re-
vocar el acto impugnado y 
en su caso, restituir al pro-
movente en el uso o goce 
del derecho vulnerado.

Sin ulterior recurso, 
en el ámbito local.
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Guerrero25

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Pero de acuerdo a los 
artículos 81, 82 y 89 de la 
Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano 
de Guerrero, se deposi-
ta el ejercicio del Poder 
Judicial del Estado en un 
Tribunal Superior de Jus-
ticia y en los demás Tribu-
nales inferiores.

El Tribunal Superior de 

25	 	  Última reforma constitucional del 30 de 
septiembre de 2011, http://www.congresogro.gob.
mx/ [07/08/2013].

Justicia se integrará con 
diecinueve Magistrados 
Numerarios, y tres Super-
numerarios, quienes dura-
rán en su encargo 6 años, 
contados a partir de la fe-
cha de su nombramiento, 
pudiendo ser reelectos; es 
competente, en lo condu-
cente, para resolver los 
conflictos que se presen-
ten entre los municipios y 
el Gobierno del Estado, o 
entre aquellos, con moti-
vo de los actos derivados 
de los incisos c) y d) de la 
fracción II del artículo 115 
de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

De conformidad con el 
artículo 25 de la Constitu-
ción particular y de la Ley 
del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia 
Electoral del Estado de 
Guerrero, se establece el 
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juicio electoral ciudada-
no que tiene por objeto 
la protección de los dere-
chos político-electorales 
en el Estado, cuando el 
ciudadano por sí mismo 
y en forma individual, 
haga valer presuntas vio-
laciones a sus derechos a 
ser votado; de asociarse 
individual y libremente 
para tomar parte en for-
ma pacífica en los asun-
tos políticos y de afiliarse 
libre e individualmente a 
los partidos políticos; o 
cualquier otra violación a 
sus derechos de militancia 
partidista previstos en la 
normatividad intraparti-
daria, siempre y cuando 
se hubieren reunido los 
requisitos constituciona-
les y los que se señalen en 
las leyes para el ejercicio 
de esos derechos.

De este medio de im-
pugnación conoce y re-
suelve el Tribunal Electo-
ral del Estado de Guerrero, 
a través de la Sala de Se-

gunda Instancia, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia.

Hidalgo26

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

El Tribunal Superior 
de Justicia es competente 
para resolver los conflic-
tos sobre límites territo-
riales que se susciten en-
tre dos o más municipios 
del Estado, así como entre 
los Ayuntamientos y el 

26	 	  Última reforma constitucional del 25 de 
febrero de 2013, http://www.congreso-hidalgo.gob.
mx/index.php?biblioteca-legislativa [07/08/2013].
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Ejecutivo.
La Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Esta-
do de Hidalgo no desa-
rrolla este mecanismo de 
control de constituciona-
lidad. Se realizó el trece 
de mayo de dos mil trece 
por medio de internet, una 
solicitud de información 
pública por conducto del 
SISTEMA INFOMEX 
HIDALGO, la cual que-
dó registrada con el folio 
número 0090313 a fin de 
que el Poder Judicial del 
Estado informará cuantas 
resoluciones se han emiti-
do con base en las facul-
tades constitucionales re-
guladas en el artículo 99, 
contestándose oportuna-
mente, por el mismo me-
dio, a través del oficio nú-
mero OF/UIPG/325/13, 
de fecha treinta y uno 
de mayo de esta misma 
anualidad, emitida por el 
titular de la Unidad de In-
formación Pública Guber-
namental del Poder Judi-

cial del Estado, en el que 
informó que si se tiene re-
gistrada el trámite de una 
controversia resuelta con 
las facultades antes pre-
cisada, existiendo cons-
tancia que por acuerdo de 
fecha cuatro de octubre de 
mil novecientos ochenta 
y nueve los Magistrados 
que integraban el Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Hi-
dalgo decretaron carecer 
de facultades para resol-
ver el conflicto planteado 
por el Síndico Procurador 
del Ayuntamiento Cons-
titucional del Municipio 
de Mineral de la Reforma, 
Hidalgo quien impugnaba 
el decreto número 16 ex-
pedido por la XLVII Le-
gislatura del Estado, me-
diante el cual se alteraban 
perjudicialmente los lími-
tes territoriales del Muni-
cipio de Mineral de la Re-
forma.

Juicio para la Protec-
ción de los derechos polí-
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tico-electorales del ciuda-
dano:

La Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federa-
ción, en el juicio para la 
protección de los dere-
chos político-electorales 
del ciudadano con clave 
SUP-JDC-65/2010, de fe-
cha veintinueve de abril 
de dos mil diez, resolvió 
lo siguiente:27

Con el propósito de 
justificar esta afirmación, 
se estima indispensable, 
en primer término, traer 
a cuentas el marco cons-
titucional y legal atinen-
te del Estado de Hidalgo, 
que sostiene el criterio 
que se le imprimirá a esta 
sentencia, en concreto se 
invocan los artículos 99, 
apartado C, fracción III, 
de la Constitución y 3 de 
la Ley Electoral, ambos 
ordenamientos de la refe-
27	 	  Fuente: http://www.te.gob.mx/Infor-

macion_juridiccional/sesion_publica/ejecuto-
ria/sentencias/SUP-JDC-3220-2012-Acuerdo1.
pdf(27/06/2013)

rida Entidad Federativa: 
[Se transcribe]
Los numerales en cita, 

revelan que el constitu-
yente estatal ordenó un 
sistema de medios de im-
pugnación, para la defen-
sa, entre otros, de los de-
rechos político electorales 
de los ciudadanos y que 
sería el Tribunal Electo-
ral el encargado de resol-
ver en forma definitiva las 
impugnaciones de actos y 
resoluciones violatorios 
de tales derechos. 

Ahora, la revisión de 
la normativa electoral del 
Estado de Hidalgo pone 
de manifiesto que de con-
formidad con el artículo 
cuarto de la ley de medios 
de impugnación local, se 
reconocen tres medios 
de impugnación, a saber, 
el recurso de revisión, el 
recurso de apelación y el 
juicio de inconformidad, 
dentro de los cuales no ca-
bría reencauzar el recurso 
presentado, pues de los 
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supuestos de procedencia 
de cada uno de ellos, se 
advierte, se refieren a hi-
pótesis y partes legitima-
das distintas. 

[…]
Ahora bien, lo observa-

do en los medios de im-
pugnación local no puede 
hacer nugatorio el reco-
nocimiento al mandato 
constitucional de dar a los 
gobernados del Estado de 
Hidalgo la vía adecuada 
para la defensa de sus de-
rechos político electorales 
y que ello se traduzca en 
un obstáculo para tener 
un acceso jurisdiccional 
efectivo. 

En este sentido se pro-
nunció la Comisión Inte-
ramericana de Derechos 
Humanos, en el caso Nar-
ciso Palacios vs. Argenti-
na, en cuanto a considerar 
que: “…El principio de 
la tutela judicial efecti-
va puede traducirse en la 
garantía de la libre entra-
da a los tribunales para la 

defensa de los derechos 
e intereses frente al po-
der público, aún cuando 
la legalidad ordinaria no 
haya reconocido un re-
curso o acción concreto. 
Este principio implica ló-
gicamente un conjunto de 
garantías elementales en 
la tramitación de los pro-
cesos judiciales…” 

Así las cosas, esta Sala 
Superior considera que 
para respetar el marco 
constitucional y legal del 
Estado de Hidalgo, se im-
pone revocar la resolución 
impugnada para el efecto 
que el Tribunal Electo-
ral responsable resuelva 
el medio de impugnación 
acorde al mandato del 
artículo 99, apartado C, 
fracción III, que ordena 
tutelar los derechos políti-
co electorales, respetando 
las formalidades esencia-
les del procedimiento, por 
supuesto, con la ponde-
ración que se trata de un 
medio intentado por un 
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ciudadano, militante del 
Partido de la Revolución 
Democrática, en el que 
hace valer violación a sus 
derechos político electo-
rales.

A razón del criterio in-
terpretativo contenido en 
la resolución citada, el 
Pleno del Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial del 
Estado de Hidalgo, máxi-
ma autoridad jurisdiccio-
nal en la materia, órgano 
permanente y especializa-
do del Poder Judicial del 
Estado, conoce y resuelve 
el juicio para la protección 
de los derechos político-
electores del ciudadano, 
con independencia de no 
contar con una reglamen-
tación procedimental en 
la Ley Estatal de Medios 
de Impugnación en Mate-
ria Electoral; de esta ma-
nera, de conformidad con 
la información publicada 
en el portal electrónico de 
este órgano jurisdiccio-
nal local, ha pronunciado, 

treinta y un sentencias, en 
los periodos comprendi-
dos del dos mil diez a la 
fecha.28

Jalisco29

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Sala Superior del 

28	 	  Fuente: http://www.trielectoralhidalgo.org.
mx/teh-jdc.htm (27/06/2013)

29	 	  Última reforma constitucional del 20 de 
marzo de 2013, http://congresoweb.congresojal.
gob.mx/BibliotecaVirtual/busquedasleyes/
buscador_leyes_estatales.cfm [07/08/2013].
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Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federa-
ción, en el juicio para la 
protección de los dere-
chos político-electorales 
del ciudadano con clave 
SUP-JDC-12640/2011, de 
fecha treinta de noviem-
bre de dos mil once, resol-
vió lo siguiente:30

Como se puede adver-
tir, en la normativa elec-
toral legal del Estado de 
Jalisco, no está prevista 
una regulación especial 
para el medio de impug-
nación previsto en el artí-
culo 70, fracción IV, de la 
Constitución Política de 
la mencionada entidad fe-
derativa, sin embargo eso 
no constituye obstáculo 
para que el Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de 
ese Estado, conozca y re-
suelva, lo que en Derecho 
corresponda, la demanda 
presentada por Albertico 

30	 	  Fuente: http://www.te.gob.mx/Infor-
macion_juridiccional/sesion_publica/ejecuto-
ria/sentencias/SUP-JDC-3220-2012-Acuerdo1.
pdf(27/06/2013)

Frías Sánchez.
En primer lugar, el he-

cho que en el menciona-
do precepto constitucio-
nal local esté regulado un 
medio de impugnación 
mediante el cual se pue-
dan impugnar los actos y 
resoluciones que vulne-
ren los derechos político-
electorales del ciudadano 
en el Estado de Jalisco, 
significa que los ciudada-
nos cuentan con un medio 
de impugnación reconoci-
do en el ámbito constitu-
cional, para garantizar sus 
derechos político-electo-
rales y, por tanto, la caren-
cia de una reglamentación 
en cuanto a la sustancia-
ción e instrucción de ese 
medio de impugnación no 
puede constituir un obstá-
culo que prive a los ciuda-
danos de la mencionada 
entidad federativa de la 
posibilidad de promover 
ese medio de impugna-
ción en defensa de sus de-
rechos.
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En segundo lugar, cabe 
precisar que un proceso 
tiene un carácter instru-
mental, esto es, constituye 
tan sólo un medio para al-
canzar un fin, como es la 
solución de un litigio, de 
tal forma que el logro de 
tal objetivo no se debe ver 
obstaculizado por la apa-
rente falta de reglas espe-
ciales respecto de este me-
dio de impugnación local.

Al respecto, esta Sala 
Superior ha sostenido el 
criterio conforme al cual 
si la Constitución o las 
leyes, sean federales o lo-
cales, establecen un dere-
cho, pero la ley no regula 
un procedimiento para su 
protección, esta circuns-
tancia no implica que no 
se pueda hacer efectivo 
los derechos previstos en 
los artículos 14 y 17, de la 
Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexi-
canos, motivo por el cual, 
el órgano jurisdiccional 
competente para conocer 

y resolver un medio de im-
pugnación, en la especie, 
el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Estado 
de Jalisco, debe proceder 
a instaurar un proceso ten-
dente a proteger ese dere-
cho, es decir, los de ca-
rácter político-electoral, 
en el cual se respeten las 
formalidades esenciales 
de todo proceso.

En ese sentido, no pue-
de constituir un obstáculo 
para la impartición de jus-
ticia, el hecho de que en la 
legislación electoral local 
no exista disposición pro-
cesal expresa respecto a 
la sustanciación e instruc-
ción del medio de impug-
nación previsto en el artí-
culo 70, fracción IV, de la 
Constitución Política del 
Estado de Jalisco, puesto 
que es posible adecuar a la 
situación concreta, las re-
glas comunes a todos los 
medios de impugnación, 
contenidas en el Título 
Segundo, Libro Séptimo, 
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del Código Electoral y de 
Participación Ciudadana 
de la mencionada entidad 
federativa; emplear ana-
lógicamente esas reglas, 
o bien, invocar los princi-
pios generales del Dere-
cho Procesal para instau-
rar el proceso adecuado.

Lo anterior se puede 
llevar a cabo mediante la 
instauración de un pro-
ceso sencillo, creado por 
el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Esta-
do de Jalisco, en el que se 
cumplan las formalidades 
esenciales del procedi-
miento, como es, que se 
dé a las partes la oportuni-
dad de fijar sus posiciones 
y que se les permita apor-
tar las pruebas para de-
mostrar las afirmaciones 
sobre las cuales sustentan 
sus posturas.

A razón del criterio in-
terpretativo contenido en 
la resolución citada, el 
ocho de diciembre de dos 
mil once, pleno del Tribu-

nal Electoral del Estado de 
Jalisco, aprobó el “Acuer-
do que define el nombre, 
siglas y procedimiento 
para la sustanciación y 
resolución del medio de 
impugnación previsto en 
la fracción IV del artícu-
lo 70 de la Constitución 
Política del Estado de 
Jalisco, inherente a las 
impugnaciones que vio-
len los derechos político-
electorales de los ciuda-
danos”; situación que dio 
cabida para que conozcan 
y resuelvan el juicio para 
la protección de los dere-
chos político-electores del 
ciudadano; de esta mane-
ra, de conformidad con la 
información publicada en 
el portal electrónico de 
este órgano jurisdiccio-
nal local, ha pronunciado, 
cincuenta y nueve reso-
luciones, en los periodos 
comprendidos del dos mil 
once a la fecha.31

31	 	  Fuente: http://www.triejal.gob.mx/resolu-
ciones2011.html (27/06/2013)
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En consecuencia, de 
este medio de impugna-
ción conoce y resuelve la 
Sala Permanente del Tri-
bunal Electoral del Poder 
Judicial del Estado de Ja-
lisco, máxima autoridad 
jurisdiccional en la mate-
ria y órgano especializado 
del Poder Judicial del Es-
tado.

Estado de México32

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

32	 	  Última reforma constitucional del 11 de oc-
tubre de 2012, http://www.edomex.gob.mx/legistel-
fon/doc/pdf/ley/vig/leyvig001.pdf [07/08/2013].

A través del decreto nú-
mero 52 publicado en la 
Gaceta de Gobierno el 12 
de julio de 2004, se refor-
maron los artículos 88 y 94 
de la Constitución Política 
del Estado Libre y Sobe-
rano de México y se adi-
cionó el artículo 88-Bis. 
El objeto de dicha reforma 
fue incorporar un órgano 
de control constitucional 
denominado “Sala Cons-
titucional” al Tribunal Su-
perior de Justicia del Esta-
do de México.

En la exposición de 
motivos de la citada refor-
ma, se motivó que “Si el 
siglo XIX fue el siglo del 
surgimiento del Constitu-
cionalismo Nacional, y el 
XX, fue el siglo del Cons-
titucionalismo Social, 
afirmo, que el siglo XXI 
será el siglo del Constitu-
cionalismo Estatal, de ahí 
que fácilmente podemos 
advertir la importancia del 
constitucionalismo como 
oposición al abuso del po-
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der”, se agrega que ésta 
obedece a la inspiración 
del maestro Emérito Emi-
lio Rabasa, al impulsar 
en el Estado de Veracruz 
de la Llave, la incorpo-
ración de un órgano de 
control constitucional, 
al marco jurídico local, 
quien dirime las contro-
versias constitucionales 
del órgano local, así como 
de un juicio de protección 
de derechos humanos, que 
se reserva el Estado para 
sus ciudadanos, en contra 
de actos o normas que los 
transgredan. Además, se 
señala que ésta se funda 
en la posibilidad de crear 
un sistema de control de 
la constitucionalidad por 
parte de las entidades 
federativas, pues éstas no 
están impedidas para ello 
por la Constitución Fede-
ral.33

Así, en el artículo 88, 
inciso a), de la Constitu-

33	 	 Gaceta del Gobierno, de fecha 12 de julio de 
2004, pp. 4 y ss.

ción Política del Estado 
Libre y Soberano de Mé-
xico, se estableció que el 
ejercicio del Poder Judi-
cial del Estado se deposi-
ta en un órgano colegiado 
denominado Tribunal Su-
perior de Justicia, el cual 
funcionará en Pleno, Sala 
Constitucional, Salas Co-
legiadas y Unitarias Re-
gionales.

En tanto que en el ar-
tículo 88 Bis que se adi-
cionó, se estableció que 
corresponde a la Sala 
Constitucional, garantizar 
la supremacía y control 
de la constitución; subs-
tanciar y resolver los pro-
cedimientos en materia 
de controversias que se 
deriven de la misma, con 
excepción de las que se 
refieran a la materia elec-
toral; conocer y resolver 
las acciones de inconsti-
tucionalidad planteadas 
en contra de leyes, regla-
mentos estatales o muni-
cipales, bandos municipa-
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les o decretos de carácter 
general por considerarse 
contrarios a esta Constitu-
ción; conocer de los recur-
sos ordinarios en contra 
de resoluciones judiciales 
definitivas en donde no se 
apliquen normas en ejer-
cicio del control difuso 
de la constitucionalidad 
o de la convencionalidad 
en los términos que señale 
la ley. Y en el diverso 94, 
una vez reformado, se de-
terminó que la Sala Cons-
titucional, está integrada 
por cinco magistrados. 

La integración de la 
Sala Constitucional se 
encuentra prevista en el 
artículo 3 de la Ley Re-
glamentaria del Artículo 
88Bis de la Constitución 
Política del Estado Libre 
y Soberano de México,34 
en el que se establece que, 
dicha Sala se integra por 
cinco Magistrados del 

34	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Esta-
do el 9 de septiembre de 2004, http://www.edomex.
gob.mx/legistelfon/doc/pdf/ley/vig/leyvig097.pdf 
(15/05/2013)

Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia del Estado 
de México; de ahí que el 
cargo de magistrado cons-
titucional, constituye una 
función específica que 
puede realizar cualquiera 
de los  magistrados que 
integran el pleno, enten-
dido éste, como lo hace el 
artículo 32 de la referida 
Ley Orgánica, formado 
por todos los magistrados 
de las salas colegiadas y 
unitarias y por el presi-
dente del Tribunal Supe-
rior de Justicia.

El artículo 4 de citada 
Ley reglamentaria, indi-
ca que la designación de 
los magistrados de la Sala 
Constitucional está a car-
go del Consejo de la Judi-
catura del Estado de Méxi-
co y que los miembros de 
ésta elegirán de entre sus 
miembros cada año a un 
presidente y el diverso nu-
meral 20 de la misma Ley 
indica que la Sala Consti-
tucional no se encuentra 
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permanentemente en fun-
ciones, sino sólo cuando 
sea convocada para ello, 
por el Consejo de la Ju-
dicatura; debiéndose inte-
grar a más tardar el tercer 
día después de haber sido 
presentada la demanda en 
la oficialía de partes co-
mún del propio Tribunal y 
estará en funciones hasta 
en tanto agote todos los 
trámites del asunto some-
tido a su competencia, por 
así preverlo el numeral 5 
de citada Ley.

Controversia constitu-
cional

Se encuentran previstas 
en el Título Segundo, de 
la Constitución Política 
del Estado Libre y Sobe-
rano de México, dividido 
en ocho capítulos, en los 
que se prevé que las par-
tes en conflicto son: el 
actor, estado, poder o mu-
nicipio que promueve; el 
demandado, quien será el 
estado, poder o municipio 
que hubiere emitido y pro-

mulgado la disposición 
general o el acto objeto de 
la controversia; el terce-
ro interesado, quien será 
el estado, poder o muni-
cipio, que sin ser actor, 
pudiera resultar afectado 
por cualquier circunstan-
cia mediante la sentencia 
que se dictare en el juicio 
constitucional.

Se establecen los tér-
minos, plazos y requisitos 
para la interposición de 
la demanda constitucio-
nal, así mismo, se con-
templan los requisitos que 
deberá contener el escrito 
de contestación de la de-
manda, reconvención y 
ampliación de la misma, 
así como el trámite que 
habrá de seguirse; refie-
re que podrán ofrecer to-
das aquellas pruebas que 
establece el Código de 
Procedimientos Adminis-
trativos de esta Entidad, 
exceptuando la confesio-
nal de posiciones y aque-
llas que sean contrarias a 
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derecho.
Aparece como una in-

novación el desahogo de 
la prueba pericial, ya que 
la “Sala Constitucional” 
designa al perito o peri-
tos que estima convenien-
te, “de aquellos que inte-
gran el cuerpo de peritos 
del propio Tribunal”, sin 
prejuicio de que las partes 
pueden nombrar a su peri-
to la innovación radica en 
el nombramiento de los 
expertos de referencia.

Recibida la demanda, 
el Consejo de la Judica-
tura designará a los cinco 
Magistrados que integra-
rán la “Sala Constitucio-
nal”, a fin de que conoz-
can y resuelvan el asunto 
que les fuere turnado. Las 
sentencias que declaren la 
invalidez de disposiciones 
generales del Poder Eje-
cutivo, del Poder Legisla-
tivo o de los Municipios, 
tendrán efectos generales 
cuando sean emitidas por 
cuatro de cinco votos de 

los integrantes de la “Sala 
Constitucional” y  aqué-
llas que no sean resueltas 
de esa manera tendrá efec-
tos única y exclusivamen-
te para las partes; además, 
ningún asunto puede ser 
archivado, si no ha queda-
do debidamente cumplida 
la sentencia.

La improcedencia del 
juicio constitucional se ac-
tualiza cuando se promue-
ve la acción en contra de 
las disposiciones del Po-
der Judicial Estatal; de las 
normas o actos en materia 
electoral; de las disposi-
ciones generales o actos 
que fueren materia de una 
controversia pendiente 
por resolver, siempre que 
exista identidad de partes, 
disposiciones generales 
o actos aunque los con-
ceptos de invalidez sean 
distintos; disposiciones 
generales o actos que hu-
bieran sido objeto de una 
ejecutoria dictada en otra 
controversia o; contra las 
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resoluciones dictadas con 
motivo de su ejecución; 
cuando hayan cesado los 
efectos de la norma gene-
ral o el acto materia de la 
controversia o; contra las 
resoluciones dictadas con 
motivo de su ejecución, 
cuando hayan cesado los 
efectos de la norma gene-
ral, o el acto materia de la 
controversia; cuando no 
se haya agotado la vía le-
galmente prevista para la 
solución del propio con-
flicto; cuando la deman-
da se presentare fuera de 
los términos y plazos pre-
vistos por la ley; cuando 
exista falta de interés ju-
rídico; cuando existan ac-
tos consumados de forma 
irreparable; y, cuando la 
disposición general o acto 
impugnado no sea compe-
tencia de la “Sala Consti-
tucional”.

Prevé el sobreseimiento 
del juicio cuando: la parte 
actora se desiste expre-
samente, a excepción de 

disposiciones generales; 
cuando en cualquier mo-
mento del juicio se presen-
tara alguna de las causas 
de improcedencia; cuando 
no existe acto o materia de 
la  controversia; y, cuando 
por convenio de las partes 
decidan poner fin al con-
flicto, empero, nunca se 
dará este supuesto cuando 
el convenio recaiga sobre 
disposiciones generales.

Como recurso se esta-
bleció el de “revisión”; 
procede en contra de autos 
de la Sala que desechen 
una demanda o reconven-
ción, su contestación o 
ampliaciones; de las re-
soluciones en que se otor-
gue, niegue, modifique o 
revoque la suspensión y 
de los autos que admitan 
o desechen pruebas; de 
las sentencias que decidan 
la cuestión planteada por 
violaciones cometidas en 
ellas o durante el procedi-
miento del juicio y; de las 
sentencias que pongan fin 
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al procedimiento de con-
troversia constitucional.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

Prevista en el Título 
Tercero de referida Ley 
reglamentaria, indica que 
son interpuestas en con-
tra de leyes, reglamentos 
estatales o municipales, 
bandos municipales o de-
cretos de carácter general 
por considerarlos con-
trarios a la Constitución 
Política del Estado  Libre 
y Soberano de México. 
Puede interponer dicha 
acción, el Gobernador del 
Estado, los diputados in-
tegrantes de la Legislatura 
Estatal, cuando estén de 
acuerdo con ello al me-
nos el  33% de sus miem-
bros, a los Ayuntamientos 
del Estado, cuando tengan 
la aprobación de cuando 
menos el equivalente al 
33% de los integrantes del 
Ayuntamiento y; el Comi-
sionado de los Derechos 
Humanos del Estado de 

México, solamente en esa 
materia.

El plazo con que se 
cuenta para instar la ci-
tada acción es de cuaren-
ta y cinco días naturales, 
contados a partir del día 
siguiente a la fecha de 
publicación del acto im-
pugnado en el “periódico 
oficial”. La parte acto-
ra puede nombrar como 
representantes cuando 
menos a dos de sus inte-
grantes; el Gobernador 
del Estado, podrá repre-
sentarlo el secretario del 
ramo correspondiente o 
el responsable del área 
jurídica del Gobierno Es-
tatal y considerando para 
tales efectos las compe-
tencias establecidas por 
las disposiciones legales. 
No ha lugar a conceder la 
suspensión de la norma 
impugnada. La sentencia 
definitiva que se dicte, es 
impugnable, vía recurso 
de revisión. Dichas resolu-
ciones solamente podrán 
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declarar la invalidez de 
las normas impugnadas, 
cuando estas sean aproba-
das por cuatro de cinco de 
votos de los integrantes de 
la “Sala Constitucional”.

En el Título Cuarto de 
referida Ley se prevé un 
Capítulo Único denomi-
nado “De la Jurispruden-
cia”, donde se establece 
que de aprobarse alguna 
jurisprudencia en la que 
se sostenga la invalidez de 
leyes reglamentarias esta-
tales o municipales, ban-
dos municipales, decretos 
o demás disposiciones de 
carácter general, la “Sala 
Constitucional” lo comu-
nicará o las autoridades 
del Poder Legislativo, de 
los municipios o de los 
organismos auxiliares de 
carácter estatal o munici-
pal, que los hayan expedi-
do, para su observancia.

El primer asunto del 
que conoció la Sala Cons-
titucional fue una Con-
troversia Constitucional 

promovida por el Ayunta-
miento de Chicoloapan en 
contra de los Ayuntamien-
tos de Chimalhuacán y el 
de La Paz.

En dicha controver-
sia el Ayuntamiento actor 
solicitó la declaración de 
invalidez de los actos dic-
tados por el Ayuntamien-
to de Chimalhuacán y del 
Ayuntamiento de la Paz, 
consistentes en el ejerci-
cio, dentro del territorio 
del municipio de Chico-
loapan, de jornadas de ser-
vicio, cobros de impuestos 
y contribuciones fiscales 
municipales, visitas de 
inspección a negocios co-
merciales, supervisión 
de obras, construcción e 
instalación de un módulo 
de la Dirección General 
de Seguridad Pública del 
Municipio de Chimalhua-
cán, así como la invalidez 
del acto por el cual se au-
torizaba el rondín y ope-
rativos de elementos de la 
antedicha dirección en el 
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territorio del municipio de 
Chicoloapan.

Al resolver dicha con-
troversia Constitucional, 
la Sala consideró que se 
desprendía un conflicto de 
límites territoriales, ya que 
al dar contestación cada 
uno de los Ayuntamientos 
demandados tal conflicto 
apareció y, por tanto, con-
sideraron pertinente aten-
der a lo establecido en el 
artículo 61, fracción XXV, 
de la Constitución del Es-
tado de México, en la cual 
se reserva a la legislatura 
fijar los límites y resolver 
las diferencias surgidas al 
respecto y declarar actua-
lizada la causal de impro-
cedencia invocada por las 
demandadas y sobreseer 
la planteada controversia.

c) Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federa-

ción, al acordar la cues-
tión de competencia en 
los autos del juicio para 
la protección de los dere-
chos político-electorales 
del ciudadano con clave 
SUP-JDC-3220/2012, de 
fecha diecinueve de di-
ciembre de dos mil doce, 
resolvió lo siguiente:35

Esta Sala Superior ha 
sostenido el criterio con-
forme al cual si la Cons-
titución o las leyes, sean 
federales o locales, esta-
blecen un derecho, pero la 
ley no regula un procedi-
miento para su protección, 
esta circunstancia no im-
plica que no se pueda ha-
cer efectivo los derechos 
previstos en los artículos 
14 y 17 de la Constitución 
Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, moti-
vo por el cual, el órgano 
jurisdiccional competente 
para conocer y resolver un 

35	 	  Fuente: http://www.te.gob.mx/Infor-
macion_juridiccional/sesion_publica/ejecuto-
ria/sentencias/SUP-JDC-3220-2012-Acuerdo1.
pdf(27/06/2013)
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medio de impugnación, 
en la especie, el Tribunal 
Electoral del Estado de 
México, debe proceder a 
instaurar un proceso ten-
dente a proteger ese dere-
cho, en el cual se respeten 
las formalidades esencia-
les de todo proceso.

Por los motivos ante-
riores, a fin de hacer efec-
tiva la garantía de acceso 
efectivo a la justicia pron-
ta y expedita, que tutela el 
artículo 17, segundo pá-
rrafo, de la Constitución 
Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, esta 
Sala Superior considera 
procedente remitir el pre-
sente medio de impugna-
ción al Tribunal Electoral 
del Estado de México, por 
ser el órgano jurisdiccio-
nal competente para co-
nocer y resolver el medio 
de impugnación promo-
vido por Magnolia Laura 
García Valenzuela.

Lo anterior para que di-
cha autoridad jurisdiccio-

nal estatal, en plenitud de 
atribuciones, determine el 
cauce que proceda darle 
conforme a derecho y, en 
su caso, resuelva lo que 
corresponda.

Argumento que fue rei-
terado por la Sala Regio-
nal del Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de 
la Federación al acordar 
los autos del juicio para 
la protección de los dere-
chos político-electorales 
del ciudadano con clave 
ST-JDC-38/2013.

A razón del criterio 
interpretativo conteni-
do en la resolución cita-
da, el Pleno del Tribunal 
Electoral del Estado de 
México, máxima autori-
dad jurisdiccional en la 
materia, conoce y resuel-
ve como Asunto General 
(juicio para la protección 
de los derechos político-
electores del ciudadano), 
con independencia de no 
contar con una reglamen-
tación procedimental en 
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el Código Electoral del 
Estado; de esta manera, 
de conformidad con la in-
formación publicada en 
el portal electrónico de 
este órgano jurisdiccio-
nal local ha pronunciado, 
bajo la denominación de 
Asuntos Especiales, diez 
sentencias de fondo y dos 
resoluciones incidentales, 
en lo que corre de esta 
anualidad.36

36	 	  Fuente: http://www.teemmx.org.mx/Sen-
tencias/default.htm (27/06/2013)
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Controversia 
constitucional.

Art. 88 Bis, frac-
ción II de la Cons-
titución Política 
del Estado Libre y 
Soberano de Mé-
xico.

Ley Reglamenta-
ria del Artículo 88 
BIS de la Consti-
tución Política del 
Estado Libre y So-
berano de México.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior de 
Justicia del 
Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que se 
susciten entre: el 
Estado y uno o 
más municipios; 
un municipio y 
otro; uno o más 
municipios y el 
Poder Ejecutivo 
o Legislativo del 
Estado; El Poder 
Ejecutivo y el Le-
gislativo del Esta-
do.

Actos concretos 
y normas gene-
rales.

Estado, Poder 
Ejecutivo, Poder 
Legislativo y 
municipios.

Actos concretos: 
dentro de los 15 
días siguientes a 
la fecha de notifi-
cación en que se 
hizo sabedor de 
aquellos o tuvo 
conocimiento.

Normas Genera-
les: dentro de los 
45 días siguien-
tes a su publica-
ción en los me-
dios oficiales o 
dentro de los 15 
días siguientes 
al en que se pro-
duzca el primer 
acto de aplica-
ción de la norma.

Recibida la de-
manda, el Con-
sejo de la Judi-
catura convocará 
a los cinco ma-
gistrados que 
integran la Sala 
Constitucional, 
en caso de que 
no se encuentre 
en funciones, a 
fin de que se pro-
nuncie sobre el 
asunto.

El Presidente de 
la Sala designa-
rá al magistrado 
instructor, a fin 
de que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de resolu-
ción respectivo.

Efectos rela-
tivos.

Las resolu-
ciones que 
declaren la 
invalidez de 
disposiciones 
generales  de 
los Poderes 
E j e c u t i v o , 
L e g i s l a t i -
vo o de los 
municipios, 
tendrán efec-
tos generales 
cuando sean 
emitidas por 
cuatro votos 
de los inte-
grantes de la 
Sala.

R e c u r s o 
de revi-
sión.

Acción de in-
constituciona-
lidad.

Art. 88 Bis, frac-
ción III de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
México.

Ley Reglamenta-
ria del Artículo 88 
BIS de la Consti-
tución Política del 
Estado Libre y So-
berano de México.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior de 
Justicia del 
Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter  gene-
ral y la Constitu-
ción. 

Leyes; regla-
mentos estatales 
o municipales; 
bandos munici-
pales; decretos 
de carácter gene-
ral.

El Gobernador 
del Estado; el 
30% de los in-
tegrantes dela 
Legislatura; el 
equivalente al 
33% de los in-
tegrantes de los 
ayuntamientos; 
la o el Presidente  
de la Comisión 
de Derechos Hu-
manos del Esta-
do de México, en 
el ámbito de su 
materia.

Dentro de los 45 
días naturales 
siguientes a la 
fecha de publica-
ción de la norma 
en el medio ofi-
cial correspon-
diente.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de resolu-
ción respectivo.

Las resolu-
ciones sola 
podrán de-
clarar la in-
validez de 
las normas 
impugnadas, 
cuando sean 
a p r o b a d a s 
por cuatro 
votos de los 
in tegrantes 
de la Sala.

R e c u r s o 
de revi-
sión.

Juicio para 
la protección 
de los dere-
chos político-
electorales del 
c i u d a d a n o , 
a través del 
denominado 
“Asunto Espe-
cial”.

Art. 13 de la Cons-
titución Política 
del Estado Libre y 
Soberano de Mé-
xico.

Pleno del 
T r i b u n a l 
Electoral del 
Estado de 
México.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Integración nor-
mativa, en ausen-
cia de previsión 
constitucional o 
legal.

Integración nor-
mativa, en ausen-
cia de previsión 
constitucional o 
legal.

Integración nor-
mativa, en ausen-
cia de previsión 
constitucional o 
legal.

Integración nor-
mativa, en ausen-
cia de previsión 
constitucional o 
legal.

Integración nor-
mativa, en ausen-
cia de previsión 
constitucional o 
legal.

Integración 
n o r m a t i v a , 
en ausencia 
de previsión 
constitucio-
nal o legal.

I n t e g r a -
ción nor-
m a t i v a , 
en au-
sencia de 
previsión 
constitu-
cional o 
legal.
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Michoacán de Ocam-
po37

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Es conveniente matizar 
lo anterior, tomando en 
cuenta que por disposición 
del artículo 48, fracción 
II de la Ley de Justicia 
Electoral y Participación 
Ciudadana de Michoacán 
de Ocampo, señala que se 
encuentran legitimados 
para interponer el recurso 

37	 	  Última reforma constitucional del 25 de 
junio de 2013, http://www.trife.gob.mx/legislacion-
jurisprudencia/catalogo/constitucion-politica-del-
estado-libre-y-soberano-6 [07/08/2013].

de apelación todo aquel 
que acredite debidamente 
su interés jurídico; razón 
por la cual, se ubica en 
este supuesto a los ciuda-
danos.

Además, la Ley de Par-
ticipación Ciudadana para 
el Estado de Michoacán, 
prescribe el derecho de 
los ciudadanos a inter-
venir y participar en los 
procesos de participación 
ciudadana, se tutela y ga-
rantiza mediante el juicio 
de inconformidad, para 
impugnar las resolucio-
nes pronunciadas por el 
Consejo General relati-
vas a los procedimientos 
de referéndum y plebisci-
to. Controversias que son 
resueltas por el Pleno del 
Tribunal Electoral del Es-
tado de Michoacán, máxi-
ma autoridad jurisdiccio-
nal en la materia.

Morelos38

38	 	  Última reforma constitucional del 29 de 
mayo de 2013, http://www.trife.gob.mx/legisla-
cion-jurisprudencia/catalogo/constitucion-politica-
del-estado-libre-y-soberano-7 [07/08/2013].



Revista Tepantlato 85

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

a) Controversia consti-
tucional:

De conformidad con 
los artículos 86, 89, 93, 
99, 100 y 101de la Cons-
titución Política del Es-
tado de Morelos, el ejer-
cicio del Poder Judicial 
se deposita en el Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, en el 
Tribunal Estatal Electoral, 
en el Tribunal de lo Con-
tencioso Administrativo y 
en el Tribunal Unitario de 

Justicia para Adolescen-
tes, cada uno en el ámbi-
to de competencia que les 
corresponde. El  Tribunal 
Superior de Justicia del 
Estado, funcionara en ple-
no o en salas, se compon-
drá de los magistrados nu-
merarios que se requieran 
para la integración de las 
salas que lo conformen, 
cuando menos de tres su-
pernumerarios y en su 
caso, de los magistrados 
interinos; es competente, 
en lo conducente:

Dirimir las controver-
sias que se susciten entre 
los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo, por Leyes o ac-
tos de aquél que este últi-
mo considere contrarias a 
la Constitución del Esta-
do.

Dirimir las controver-
sias que se susciten entre 
el Instituto Morelense de 
Información Pública y Es-
tadística y el Poder Legis-
lativo o el Poder Ejecutivo 
del Estado, o entre el pri-
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86

mero y los Municipios, el 
Instituto Estatal Electoral, 
la Universidad Autónoma 
del Estado de Morelos o 
cualquier órgano estatal 
regulado por esta Consti-
tución. En su numeral 100 
del ordenamiento consti-
tucional en consulta, de-
talla el procedimiento que 
debe observarse, la cual se 
transcribe íntegramente:

Artículo 100.- Para di-
rimir las controversias a 
que se refiere la fracción 
XII del artículo anterior, 
se observarán las reglas 
siguientes:

I. El Ejecutivo debe-
rá ocurrir al Tribunal Su-
perior dentro del término 
de cinco días, contando 
desde el momento en que 
haya llegado a su conoci-
miento la Ley o acto de 
que se trate. Pasado este 
término, la reclamación 
no será admitida;

II.  Al intentar el Eje-
cutivo la controversia, de-
berá señalar el precepto 

constitucional que creyere 
violado por la Ley o acto 
que reclame, sin cuyo re-
quisito no será oído por el 
Tribunal;

III. Antes de resolver 
sobre la controversia, en 
cuanto al fondo, el Tri-
bunal calificará dentro 
del término de dos días, 
oyendo previamente al 
Congreso, si la Ley o acto 
de que se trate es contro-
vertible;

IV. El Tribunal resolve-
rá las controversias que se 
le sometan como puntos 
de mero hecho; se limita-
rá a decidir si el precepto 
que contiene la resolución 
de que se trate, pugna o 
no con el artículo cons-
titucional que reclame el 
Ejecutivo, desentendién-
dose de la conveniencia o 
inconveniencia política o 
administrativa de la Ley 
o acto reclamado y de los 
trámites que haya obser-
vado el Congreso al ser 
presentados y discutidos;
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V. El Tribunal deberá 
resolver, a más tardar den-
tro del término de cinco 
días, contados desde la fe-
cha en que le hubiere pro-
movido la controversia, 
atendiendo únicamente al 
texto expreso de la Cons-
titución, sin interpretar en 
ningún caso ni usar el ar-
bitrio judicial. La conse-
cuencia única de la decla-
ración del Tribunal, será 
la subsistencia o nulidad 
de la Ley o acto reclama-
do, cuyos efectos estarán 
suspensos entretanto. El 
Procurador General de 
Justicia tendrá voz en las 
discusiones;

VI. Si transcurriere el 
término a que se refiere la 
fracción anterior, sin que 
el Tribunal haga la decla-
ración que corresponda, 
subsistirán definitivamen-
te la Ley o acto reclama-
do, sin perjuicio de exigir 
la responsabilidad en que 
hubieren incurrido los 
Magistrados por la omi-

sión del fallo;
VII. No podrán ser ob-

jeto de estas controversias 
los actos del Congreso 
como jurado, ni las refor-
mas que se hagan a esta 
Constitución.

b) Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

El Código Electoral del 
Estado Libre y Soberano 
de Morelos, regula el jui-
cio de referencia, el cual 
tiene por objeto los actos 
o resoluciones relativas 
al registro o cancelación 
de algún precandidato, 
candidato o bien de la si-
tuación de éstos, emitidas 
por las autoridades elec-
torales administrativas, 
con motivo del ejercicio 
de derechos de los parti-
dos políticos o coalicio-
nes, en contravención a su 
normatividad interna o al 
convenio respectivo y que 
por su naturaleza pueda 
afectar los derechos polí-



88 Revista Tepantlato

C O N T E N I D O . J U R Í D I C O

tico-electorales del ciuda-
dano.

No obstante, por dispo-
sición expresa del artículo 
23 de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y 
Soberano de Morelos, el 
sistema de medios de im-
pugnación jurisdiccional 
garantizará la protección 
de los derechos políticos 
de los ciudadanos para vo-
tar, ser votado, participar 
en los procedimientos de 
plebiscito y referéndum y 
de asociación.

El juicio electoral ciu-
dadano conoce y resuelve 
el Pleno del Tribunal Elec-
toral del  Poder Judicial 
del Estado de Morelos, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Estado.

Conviene precisar, con 
apoyo en la Ley de Par-
ticipación Ciudadana del 
Estado de Morelos, que 
los derechos políticos de-
rivados de los procesos de 

participación ciudadana 
se tutelan y garantizan, en 
razón de que el Tribunal 
Electoral será autoridad 
competente para dirimir 
las controversias que se 
susciten antes, durante y 
posteriormente a los pro-
cesos de referéndum y 
plebiscito, así como dic-
tar, en su caso, los actos 
jurídicos que sean necesa-
rios, en los términos seña-
lados en la Constitución 
Política del Estado y el 
Código Estatal Electoral, 
para lograr la debida ob-
servancia de la voluntad 
de los electores.

Nayarit39

Controversia constitu-
cional: regulada.                                   

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:     regulada.

Acción por omisión le-

39	 	  Última reforma constitucional del 4 de ju-
nio de 2013, http://www.congresonayarit.mx/Por-
tals/1/Archivos/compilacion/constitucion/constitu-
cion_politica_estado_nayarit.pdf [07/08/2013].



Revista Tepantlato 89

gislativa:       regulada.
Medio de defensa y 

protección de derechos 
humanos: regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada. La Constitución 
precisa que el Poder Judi-
cial del Estado de Nayarit 
tiene competencia para 
garantizar la supremacía 
y tutela de este ordena-
miento, para interpretarla 
y, anular los actos, leyes o 
normas que la contraríen; 
asimismo, para garantizar 
y proteger los derechos 
fundamentales contenidas 
en la señalada Constitu-
ción local. Con base en lo 
anterior, se ha establecido 
una jurisdicción especia-
lizada para controlar la 
constitucionalidad de los 
actos u omisiones de au-
toridad, de tal suerte que 
corre a cargo del Tribunal 
Superior de Justicia de Na-
yarit, funcionando en Sala 
Constitucional-Electoral, 

conocer y resolver sobre 
las controversias constitu-
cionales, las acciones de 
inconstitucionalidad, las 
acciones de inconstitucio-
nalidad por omisión, de 
las cuestiones de incons-
titucionalidad y del juicio 
de protección de derechos 
fundamentales. La Sala 
Constitucional-Electoral 
se integra por cinco ma-
gistrados, designados por 
el Pleno; en todo caso, el 
presidente del Tribunal 
Superior de Justicia lo será 
también de la Sala Cons-
titucional-Electoral. Para 
el ejercicio de la función 
de control de la constitu-
cionalidad en este ámbito 
competencial, de acuer-
do con la Ley de Control 
Constitucional del Esta-
do de Nayarit,40 la Sala 
Constitucional-Electoral, 
se sujeta a los siguientes 

40	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Estado 
el 2 de junio de 2010, http://www.congresonay.gob.
mx/Portals/1/Archivos/compilacion/leyes/Control_
Constitucional_del_Estado_de_Nayarit_%28Ley_
de%29.pdf (26/02/2013)
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principios:
Interpretación confor-

me a la    Constitución.
Maximización de los 

derechos     fundamenta-
les.

Criterio de interpreta-
ción material de las dispo-
siciones constitucionales 
y legales, conforme al es-
tado social y democrático 
de derecho.

Criterio de interpreta-
ción procesal.

El juzgador debe res-
petar el ámbito competen-
cial de las autoridades.

Impulso oficioso del 
proceso, durante cada una 
de sus etapas.

Cabe precisar, la exis-
tencia del juicio para la 
protección de los derechos 
político-electorales del 
ciudadano nayarita como 
mecanismo de control de 
la constitucionalidad pro-
piamente dicho, regulada 
en la Ley de Justicia Elec-
toral para el Estado de 

Nayarit,41 siendo compe-
tente la Sala Constitucio-
nal-Electoral; su objeto 
es, la salvaguarda de los 
derechos político-electo-
rales que le son inheren-
te al ciudadano, teniendo 
como objetivo restituirle 
al afectado en el derecho 
vulnerado, de ahí que se 
considere como un meca-
nismo constitucional para 
garantizar la tutela de es-
tos derechos.42

Una estadística juris-
diccional tomada desde 
la información disponible 
en el portal oficial del Tri-
bunal Superior de Justicia 
de Nayarit,43 muestra los 
asuntos que han sido re-

41	 	  Fuente: Ley de Justicia Electoral para el 
Estado de Nayarit, disponible en: http://www.sgg-
nay.gob.mx/periodico_oficial/LegislacionVigente/
Leyes/Ley%20180810%20(03).pdf [26/02/2013]

42	 	  No pasa inadvertido precisar que de acuer-
do con la Ley de Participación Ciudadana del Esta-
do de Nayarit, a través del juicio de inconformidad 
pueden tutelarse, también, los derechos políticos de 
los ciudadanos a partir de las controversias que se 
susciten con motivo de la implementación de los 
procesos de plebiscito y referéndum, así como la 
verificación de firmas hecha en la iniciativa popu-
lar; cuya competencia corresponde a la Sala Cons-
titucional-Electoral, de conformidad con la Ley de 
Justicia Electoral para el Estado de Nayarit.

43	 	  Fuente: http://www.tsjnay.gob.mx/tribunal/
sala_constitucional/integracion.html [10/05/2013].
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sueltos por la Sala Cons-
titucional-Electoral, como 
a continuación se indica:44

AÑO MEDIOS DE CONTROL DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD

ASUNTOS RESUEL-
TOS

2012

Juicio de protección de derechos funda-
mentales

6
Juicio para la protección de los dere-
chos político-electorales del ciudadano 
nayarita 4

2011

Juicio de protección de derechos funda-
mentales

4
Juicio para la protección de los dere-
chos político-electorales del ciudadano 
nayarita 33

Acciones de inconstitucionalidad 1
Cuestiones de inconstitucionalidad 4
Acciones de inconstitucionalidad por 
omisión.

1

2010

Juicio de protección de derechos funda-
mentales

1
Acciones de inconstitucionalidad por 
omisión.

1

44	 	  La validación de la información está sujeta 
a la respuesta a la solicitud de información con nú-
mero de folio 00062813, con estimación de respues-
ta al 11/junio/2013. 
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MECANISMO FUNDAMEN-
TO

ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Dis-
posición/
Resolu-
ción im-
pugnada

SUJETOS LEGITIMA-
DOS

PLAZO PARA SU EJER-
CICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

Controvers ia 
constitucional.

Art. 82 y 91, 
fracción I de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que se sus-
citen entre :el Poder 
Legislativo y el Ejecu-
tivo; el Poder Legisla-
tivo o Ejecutivo con 
uno o más municipios; 
dos o más municipios; 
el Poder Legislativo 
o Ejecutivo con uno o 
más organismos autó-
nomos del Estado; uno 
o más municipios y 
uno o más organismos 
autónomos del Estado.

A c t o s 
concretos; 
n o r m a s 
generales.

Poder Ejecutivo, Poder Le-
gislativo, municipios y or-
ganismos autónomos.

Actos concretos: 30 días, 
contados a partir del día 
siguiente al en que confor-
me a la ley del propio acto 
surta efectos la notificación 
de la resolución o acuerdo 
que se reclame; al en que se 
haya tenido conocimiento 
de ellos o de su ejecución; 
o al que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.

Normas Generales: 30 días, 
contados a partir del día 
siguiente a la fecha de su 
publicación, o del día al en 
que se produzca el primer 
acto de aplicación de la nor-
ma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

Cuando versen 
sobre normas 
generales y sean 
declaradas inváli-
das, la resolución 
tendrá efectos 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por una 
mayoría de cuatro 
votos.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Recurso de 
queja.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 82 y 91, 
fracción II de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posible con-
tradicción entre una 
norma de carácter ge-
neral y la Constitución. 

N o r m a s 
generales.

Fiscal General del Estado; 
una tercera parte de los 
integrantes del Congreso, 
en contra de leyes o de-
cretos expedidos por ese 
órgano; una tercera parte 
de los integrantes de algún 
Ayuntamiento, en contra de 
disposiciones generales ex-
pedidas por éste; la Comi-
sión Estatal de Defensa de 
los Derechos Humanos, en 
contra de normas generales 
que vulneren derechos fun-
damentales.

Dentro de los 30 días natu-
rales siguientes a la fecha 
de publicación de la norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Las resoluciones 
tendrán efectos 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
cuatro votos de 
los integrantes de 
la Sala Constitu-
cional-Electoral.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Cuestión de 
constitucionali-
dad.

Art. 82 y 91, 
fracción IV de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Duda sobre la constitu-
cionalidad o aplicación 
de una ley local, en un 
caso concreto.

Acto con-
creto de 
aplicación 
de la nor-
ma.

Cualquier autoridad u orga-
nismo autónomo, de oficio 
o a petición de parte.

A petición de parte, se pro-
moverá ante el tribunal, 
juez o autoridad que conoz-
ca del asunto y se señalará 
de manera clara las razones 
por las cuales se estima 
fundada la validez.

La autoridad dentro de los 
tres días siguientes enviará 
la cuestión de inconstitu-
cionalidad a la Sala para la 
resolución definitiva.

A petición de parte: se pre-
sentará ante el tribunal, juez 
o autoridad que conozca del 
asunto, hasta antes de que 
se dicte el fallo definitivo.

De oficio: previó a la apli-
cación de la norma al caso 
concreto.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

Si se determina 
la invalidez o va-
lidez de la nor-
ma, la autoridad 
de que se trate se 
ajustará a las con-
sideraciones para 
dictar la resolu-
ción definitiva.

La sentencia es 
vinculatoria para 
el tribunal, juez o 
autoridad de que 
se trate y las par-
tes.

No se ad-
vierte dis-
posición ex-
presa.



MECANISMO FUNDAMEN-
TO

ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Dis-
posición/
Resolu-
ción im-
pugnada

SUJETOS LEGITIMA-
DOS

PLAZO PARA SU EJER-
CICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

Controvers ia 
constitucional.

Art. 82 y 91, 
fracción I de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que se sus-
citen entre :el Poder 
Legislativo y el Ejecu-
tivo; el Poder Legisla-
tivo o Ejecutivo con 
uno o más municipios; 
dos o más municipios; 
el Poder Legislativo 
o Ejecutivo con uno o 
más organismos autó-
nomos del Estado; uno 
o más municipios y 
uno o más organismos 
autónomos del Estado.

A c t o s 
concretos; 
n o r m a s 
generales.

Poder Ejecutivo, Poder Le-
gislativo, municipios y or-
ganismos autónomos.

Actos concretos: 30 días, 
contados a partir del día 
siguiente al en que confor-
me a la ley del propio acto 
surta efectos la notificación 
de la resolución o acuerdo 
que se reclame; al en que se 
haya tenido conocimiento 
de ellos o de su ejecución; 
o al que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.

Normas Generales: 30 días, 
contados a partir del día 
siguiente a la fecha de su 
publicación, o del día al en 
que se produzca el primer 
acto de aplicación de la nor-
ma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

Cuando versen 
sobre normas 
generales y sean 
declaradas inváli-
das, la resolución 
tendrá efectos 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por una 
mayoría de cuatro 
votos.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Recurso de 
queja.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 82 y 91, 
fracción II de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posible con-
tradicción entre una 
norma de carácter ge-
neral y la Constitución. 

N o r m a s 
generales.

Fiscal General del Estado; 
una tercera parte de los 
integrantes del Congreso, 
en contra de leyes o de-
cretos expedidos por ese 
órgano; una tercera parte 
de los integrantes de algún 
Ayuntamiento, en contra de 
disposiciones generales ex-
pedidas por éste; la Comi-
sión Estatal de Defensa de 
los Derechos Humanos, en 
contra de normas generales 
que vulneren derechos fun-
damentales.

Dentro de los 30 días natu-
rales siguientes a la fecha 
de publicación de la norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Las resoluciones 
tendrán efectos 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
cuatro votos de 
los integrantes de 
la Sala Constitu-
cional-Electoral.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Cuestión de 
constitucionali-
dad.

Art. 82 y 91, 
fracción IV de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Duda sobre la constitu-
cionalidad o aplicación 
de una ley local, en un 
caso concreto.

Acto con-
creto de 
aplicación 
de la nor-
ma.

Cualquier autoridad u orga-
nismo autónomo, de oficio 
o a petición de parte.

A petición de parte, se pro-
moverá ante el tribunal, 
juez o autoridad que conoz-
ca del asunto y se señalará 
de manera clara las razones 
por las cuales se estima 
fundada la validez.

La autoridad dentro de los 
tres días siguientes enviará 
la cuestión de inconstitu-
cionalidad a la Sala para la 
resolución definitiva.

A petición de parte: se pre-
sentará ante el tribunal, juez 
o autoridad que conozca del 
asunto, hasta antes de que 
se dicte el fallo definitivo.

De oficio: previó a la apli-
cación de la norma al caso 
concreto.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

Si se determina 
la invalidez o va-
lidez de la nor-
ma, la autoridad 
de que se trate se 
ajustará a las con-
sideraciones para 
dictar la resolu-
ción definitiva.

La sentencia es 
vinculatoria para 
el tribunal, juez o 
autoridad de que 
se trate y las par-
tes.

No se ad-
vierte dis-
posición ex-
presa.
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Acción por omi-
sión legislativa.

Art. 82 y 91, 
fracción III de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Omisión de cualquier 
autoridad de expedir 
una norma de carácter 
general ordenada por la 
Constitución o una ley.

O m i s i ó n 
de  expe-
dir una 
norma de 
c a r á c t e r 
general.

Cualquier autoridad o veci-
no del Estado.

Puede plantearse en cual-
quier momento mientras 
subsista la omisión.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

La resolución que 
declare fundada 
la acción deberá 
ser aprobada por 
tres votos de los 
integrantes de la 
Sala y en ella se 
fijará el plazo para 
que la autoridad 
omisa expida la 
norma, el cual no 
podrá exceder de 
un año.

No se ad-
vierte dis-
posición ex-
presa.

Juicio de pro-
tección de dere-
chos fundamen-
tales.

Art. 82 y 91, 
fracción IV de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Tutelar los de-
rechos funda-
mentales de los 
habitantes.

Violaciones a los dere-
chos fundamentales de 
los habitantes.

A c t o , 
hecho u 
o m i s i ó n 
de la auto-
ridad.

Quien reciba un agravio 
personal y directo por el 
acto de autoridad.

De oficio, la Comisión 
Estatal de Derechos Hu-
manos, tratándose de 
violaciones de derechos 
fundamentales que pueda 
constituir crímenes de lesa 
humanidad.

20 días hábiles contados a 
partir del día siguiente al 
en que haya surtido efectos 
la notificación al agraviado 
del acto; tenido conoci-
miento de ellos o su ejecu-
ción; se hubiere ostentado 
sabedor de los mismos.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectivos relati-
vos.

La sentencia pue-
de contener los 
siguientes senti-
dos: concesión 
de la protección, 
denegación de la 
protección e inter-
pretativa.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Juicio para la 
protección de 
los derechos po-
lítico-electorales 
del ciudadano.

Art. 82, 91, frac-
ción VI Y 135, 
apartado D de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Justicia 
Electoral para el 
Estado de Naya-
rit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los de-
rechos de: votar y ser 
votado en las elecciones 
populares; asociarse in-
dividual y libremente 
para tomar parte en for-
ma pacífica en los asun-
tos políticos; afiliarse li-
bre e individualmente a 
los partidos políticos; la 
afectación de su derecho 
para integrar las autori-
dades electorales y de 
participación ciudadana 
en el Estado.

Actos emi-
tidos por 
el órgano 
electoral o  
autoridad 
partidista.

El ciudadano nayarita por 
sí mismo y en forma indivi-
dual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Confirmar, modi-
ficar o revocar el 
acto impugnadoy 
restituir al promo-
vente en el uso y 
goce del derecho 
político-electoral 
que le haya sido 
violado.

Sin ulterior 
recurso, en el 
ámbito local.



Revista Tepantlato 95

Acción por omi-
sión legislativa.

Art. 82 y 91, 
fracción III de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Omisión de cualquier 
autoridad de expedir 
una norma de carácter 
general ordenada por la 
Constitución o una ley.

O m i s i ó n 
de  expe-
dir una 
norma de 
c a r á c t e r 
general.

Cualquier autoridad o veci-
no del Estado.

Puede plantearse en cual-
quier momento mientras 
subsista la omisión.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectos relativos.

La resolución que 
declare fundada 
la acción deberá 
ser aprobada por 
tres votos de los 
integrantes de la 
Sala y en ella se 
fijará el plazo para 
que la autoridad 
omisa expida la 
norma, el cual no 
podrá exceder de 
un año.

No se ad-
vierte dis-
posición ex-
presa.

Juicio de pro-
tección de dere-
chos fundamen-
tales.

Art. 82 y 91, 
fracción IV de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Control 
Constitucional 
del Estado de 
Nayarit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribu-
nal Supe-
rior Justicia 
del Estado.

Tutelar los de-
rechos funda-
mentales de los 
habitantes.

Violaciones a los dere-
chos fundamentales de 
los habitantes.

A c t o , 
hecho u 
o m i s i ó n 
de la auto-
ridad.

Quien reciba un agravio 
personal y directo por el 
acto de autoridad.

De oficio, la Comisión 
Estatal de Derechos Hu-
manos, tratándose de 
violaciones de derechos 
fundamentales que pueda 
constituir crímenes de lesa 
humanidad.

20 días hábiles contados a 
partir del día siguiente al 
en que haya surtido efectos 
la notificación al agraviado 
del acto; tenido conoci-
miento de ellos o su ejecu-
ción; se hubiere ostentado 
sabedor de los mismos.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en esta-
do de resolu-
ción y elabore 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Efectivos relati-
vos.

La sentencia pue-
de contener los 
siguientes senti-
dos: concesión 
de la protección, 
denegación de la 
protección e inter-
pretativa.

Recurso de 
r e c l a m a -
ción.

Juicio para la 
protección de 
los derechos po-
lítico-electorales 
del ciudadano.

Art. 82, 91, frac-
ción VI Y 135, 
apartado D de la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Nayarit.

Ley de Justicia 
Electoral para el 
Estado de Naya-
rit.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los de-
rechos de: votar y ser 
votado en las elecciones 
populares; asociarse in-
dividual y libremente 
para tomar parte en for-
ma pacífica en los asun-
tos políticos; afiliarse li-
bre e individualmente a 
los partidos políticos; la 
afectación de su derecho 
para integrar las autori-
dades electorales y de 
participación ciudadana 
en el Estado.

Actos emi-
tidos por 
el órgano 
electoral o  
autoridad 
partidista.

El ciudadano nayarita por 
sí mismo y en forma indivi-
dual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Confirmar, modi-
ficar o revocar el 
acto impugnadoy 
restituir al promo-
vente en el uso y 
goce del derecho 
político-electoral 
que le haya sido 
violado.

Sin ulterior 
recurso, en el 
ámbito local.
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Nuevo León45

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Los artículos 94, 95 y 
96 de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y 
Soberano de Nuevo León, 
establecen que al Poder 
Judicial corresponde la 
jurisdicción local en las 
materias de control de 
la constitucionalidad lo-
cal, civil, familiar, penal 

45	 	  Última reforma constitucional del 17 de 
septiembre de 2012, http://www.hcnl.gob.mx/tra-
bajo_legislativo/leyes/pdf/CONSTITUCION%20
POLITICA%20DEL%20ESTADO%20DE%20
NUEVO%20LEON.pdf [07/08/2013].

y de adolescentes infrac-
tores, en consecuencia, 
su ejercicio se deposita 
en un Tribunal Superior 
de Justicia, en Juzgados 
de Primera Instancia y 
en Juzgados Menores. El 
Tribunal Superior de Jus-
ticia funcionará en Pleno, 
en Salas Colegiadas y en 
Salas Unitarias; el Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia estará integrado 
por los Magistrados, con 
jurisdicción plena para 
conocer y resolver, en los 
términos que señale la 
Ley reglamentaria, de los 
siguientes medios de con-
trol de la constitucionali-
dad local: controversia de 
inconstitucionalidad local 
y acción de inconstitucio-
nalidad local. No se loca-
lizó la Ley reglamentaria, 
no obstante, encuentra 
una previsión general en 
la Ley Orgánica del Po-
der Judicial del Estado de 
Nuevo León.46

46	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
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a) Controversia de 
constitucional:

En términos del artícu-
lo 95 de la Constitución 
local, el Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia, 
conoce y resuelve de la 
controversia de inconsti-
tucionalidad local (deno-
minación normativa), que 
podrá promover el Estado 
y municipios, así como 
los poderes u órganos pú-
blicos estatales o munici-
pales, para impugnar ac-
tos de autoridad o normas 
generales que invadan su 
competencia garantizada 
por esta Constitución, y 
que provengan de otro di-
verso poder u órgano es-
tatal o municipal. El Po-
der Judicial del Estado no 
podrá ser parte actora ni 
demandada en estas con-
troversias.

b) Acción de inconsti-

tado el 8 de febrero de 1999, http://www.hcnl.gob.
mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20ORGA-
NICA%20DEL%20PODER%20JUDICIAL%20
DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20
LEON.pdf (06/03/2013)

tucionalidad:
En la misma disposición 

constitucional establece 
respecto de la acción de 
inconstitucionalidad local 
para impugnar normas ge-
nerales expedidas por el 
Congreso o por cualquier 
ayuntamiento, que en abs-
tracto violen los derechos 
fundamentales de las per-
sonas emanados de esta 
Constitución, o violen la 
distribución de competen-
cias que en esta Constitu-
ción se establecen para el 
Estado y los municipios, o 
para cualquiera de los po-
deres u órganos públicos 
estatales o municipales.

Esta acción puede ser 
promovida por los diputa-
dos, tratándose de normas 
generales expedidas por 
el Congreso del Estado, y 
por los regidores, tratán-
dose de normas generales 
expedidas por su respec-
tivo ayuntamiento, en los 
términos que determine la 
Ley reglamentaria; tam-
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bién podrá promoverla 
el Procurador General de 
Justicia del Estado.

En la parte in fine del 
precepto constitucional en 
consulta precisa que las 
sentencias dictadas para 
resolver una controversia 
de inconstitucionalidad 
local o una acción de in-
constitucionalidad local, 
que declaren inconstitu-
cional una norma general, 
tendrán efectos generales 
en todo el Estado cuando 
sean votados por la mayo-
ría calificada que determi-
ne la ley reglamentaria, a 
partir de la fecha en que 
sean publicadas en el Pe-
riódico Oficial del Estado 
o de la fecha posterior a la 
publicación que la propia 
sentencia ordene.

En otra parte, de la te-
leología del artículo 239 
de la Ley Electoral del 
Estado de Nuevo León, 
se infiere que mediante el 
recurso de apelación pue-
den tutelarse de alguna 

manera los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano, en tanto el señalado 
recurso tiene como objeto 
combatir las resoluciones 
dictadas por la Comisión 
Estatal Electoral, durante 
el tiempo existente entre 
dos procesos electorales, 
específicamente de las re-
soluciones pronunciadas 
en el recurso de revoca-
ción en sede administrati-
va.

De este medio de im-
pugnación electoral co-
noce y resuelve, en única 
instancia, el Pleno del Tri-
bunal Electoral del Estado 
de Nuevo León, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia.
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 94, 95 fracción 
I y 96 fracción I de 
la Constitución Po-
lítica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Nuevo León.

18 fracción X y 23 
fracción XV de la 
Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado de Nuevo 
León.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Actos de autoridad 
o normas genera-
les que invadan la 
competencia ga-
rantizada por esta 
Constitución al 
Estado, munici-
pios, así como los 
poderes u órganos 
públicos estatales 
o municipales.

Actos concretos; 
normas generales.

El Estado, muni-
cipios, poderes u 
órganos públicos 
estatales y muni-
cipales.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
a fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Las sentencias 
que declaren 
la inconstitu-
cionalidad de 
una norma ge-
neral, tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean votados 
por la mayoría 
calificada que 
determine la 
ley reglamen-
taria, a partir 
de la fecha 
en que sean 
publicadas en 
el periódico 
oficial o en fe-
cha posterior 
(la mitad más 
uno de los 
magistrados 
presentes).

Sin de-
s a r r o l l o 
const i tu-
cional o 
legal.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 94, 95 fracción 
I y 96 fracción I de 
la Constitución Po-
lítica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Nuevo León.

18 fracción X y 23 
fracción XV de la 
Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado de Nuevo 
León.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Mantener el orden 
constitucional.

Normas generales 
que en abstracto 
violen los dere-
chos fundamenta-
les, la distribución 
de competencias 
que se establecen 
en la Constitución 
para el Estado, 
los municipios o 
cualquiera de los 
poderes u órganos 
públicos estatales 
o municipales. 

Normas genera-
les.

Por los diputa-
dos, tratándose de 
normas generales 
expedidas por el 
Congreso del Es-
tado; por los regi-
dores, tratándose 
normas generales 
expedidas por su 
respectivo Ayun-
tamiento; el Pro-
curador de Justi-
cia del Estado.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
a fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Las sentencias 
que declaren 
la inconstitu-
cionalidad de 
una norma ge-
neral, tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean votados 
por la mayoría 
calificada que 
determine la 
ley reglamen-
taria, a partir 
de la fecha 
en que sean 
publicadas en 
el periódico 
oficial o en fe-
cha posterior 
(la mitad más 
uno de los 
magistrados 
presentes).

Sin de-
s a r r o l l o 
const i tu-
cional o 
legal.



MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 94, 95 fracción 
I y 96 fracción I de 
la Constitución Po-
lítica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Nuevo León.

18 fracción X y 23 
fracción XV de la 
Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado de Nuevo 
León.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Actos de autoridad 
o normas genera-
les que invadan la 
competencia ga-
rantizada por esta 
Constitución al 
Estado, munici-
pios, así como los 
poderes u órganos 
públicos estatales 
o municipales.

Actos concretos; 
normas generales.

El Estado, muni-
cipios, poderes u 
órganos públicos 
estatales y muni-
cipales.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
a fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Las sentencias 
que declaren 
la inconstitu-
cionalidad de 
una norma ge-
neral, tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean votados 
por la mayoría 
calificada que 
determine la 
ley reglamen-
taria, a partir 
de la fecha 
en que sean 
publicadas en 
el periódico 
oficial o en fe-
cha posterior 
(la mitad más 
uno de los 
magistrados 
presentes).

Sin de-
s a r r o l l o 
const i tu-
cional o 
legal.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 94, 95 fracción 
I y 96 fracción I de 
la Constitución Po-
lítica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Nuevo León.

18 fracción X y 23 
fracción XV de la 
Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado de Nuevo 
León.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Mantener el orden 
constitucional.

Normas generales 
que en abstracto 
violen los dere-
chos fundamenta-
les, la distribución 
de competencias 
que se establecen 
en la Constitución 
para el Estado, 
los municipios o 
cualquiera de los 
poderes u órganos 
públicos estatales 
o municipales. 

Normas genera-
les.

Por los diputa-
dos, tratándose de 
normas generales 
expedidas por el 
Congreso del Es-
tado; por los regi-
dores, tratándose 
normas generales 
expedidas por su 
respectivo Ayun-
tamiento; el Pro-
curador de Justi-
cia del Estado.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
a fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Las sentencias 
que declaren 
la inconstitu-
cionalidad de 
una norma ge-
neral, tendrán 
efectos gene-
rales cuando 
sean votados 
por la mayoría 
calificada que 
determine la 
ley reglamen-
taria, a partir 
de la fecha 
en que sean 
publicadas en 
el periódico 
oficial o en fe-
cha posterior 
(la mitad más 
uno de los 
magistrados 
presentes).

Sin de-
s a r r o l l o 
const i tu-
cional o 
legal.
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Oaxaca47

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:      regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:     regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

El artículo 105 de la 
Constitución Política del 
Estado de Oaxaca, señala 
que el Tribunal Superior 
de Justicia funcionará en 
Pleno o en Salas; tiene en-
comendado garantizar la 
supremacía y control de 
la Constitución, así como 
proteger y salvaguardar 
los derechos humanos 

47	 	  Última reforma constitucional del 9 de fe-
brero de 2013, http://www.trife.gob.mx/legislacion-
jurisprudencia/catalogo/constitucion-politica-del-
estado-libre-y-soberano-10 [07/08/2013].

y garantías individua-
les en ella reconocidas. 
De acuerdo con ello, una 
de los órganos que la in-
tegra es la relativa a la 
Sala Constitucional, cuya 
competencia se encuentra 
prevista en el apartado B, 
del artículo 106 del orde-
namiento constitucional 
en referencia.

De modo genérico se 
reitera la previsión cons-
titucional en la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.48

a) Controversia consti-
tucional:

Parte del supuesto de 
procedibilidad de aque-
llos que se susciten entre: 
1) dos o más municipios; 
b) uno o más municipios 
y el Poder Legislativo; 3) 
uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo; 4) el Po-
der Ejecutivo y el Legis-
lativo; y, 5) entre órganos 

48	 	 Publicado en el Periódico Oficial del Estado 
el 28 de abril de 2012, http://www.congresooaxaca.
gob.mx/lxi/legislacion/leyes/144.pdf (02/07/2013)
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autónomos, o entre estos 
y el Poder Ejecutivo, Po-
der Legislativo, o los mu-
nicipios.

De conformidad con el 
ordenamiento constitucio-
nal local, cuando las con-
troversias versen sobre 
disposiciones generales 
de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo, o de los mu-
nicipios, y la resolución 
del Pleno del Tribunal Su-
perior de Justicia las de-
clare inconstitucionales, 
dicha resolución tendrá 
efectos generales cuando 
hubiere sido aprobada por 
las dos terceras partes de 
sus miembros, y surtirá 
efectos a partir de su pu-
blicación en el Periódico 
Oficial del Gobierno del 
Estado.

b) Acción de inconsti-
tucionalidad:

En términos de la 
Constitución local, pro-
cede contra una norma 
de carácter general que se 
considere contraria a está 

y que, dentro de los trein-
ta días siguientes a su pu-
blicación, se ejercite por: 
1) cuando menos treinta 
por ciento de los Diputa-
dos; 2) el Gobernador del 
Estado; y, 3) los órganos 
autónomos del Estado, en 
las materias de sus respec-
tivas competencias.

Para lo cual, las reso-
luciones dictadas tendrán 
efectos generales cuando 
hubieren sido aprobados 
por las dos terceras partes 
de los miembros del pleno 
de la Sala Constitucional, 
y surtirán efectos a partir 
de su publicación, sin po-
der aplicarse retroactiva-
mente excepto cuando se 
trate de asuntos del orden 
penal y en beneficio del 
inculpado.

Un matiz importante 
se advierte para conocer 
de las peticiones formula-
das por el Gobernador del 
Estado, por el treinta por 
ciento de los Diputados al 
Congreso del Estado o por 
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los órganos autónomos en 
el ámbito de sus respecti-
vas competencias, sobre la 
constitucionalidad de un 
proyecto de ley o decreto 
aprobado por el Congreso, 
previó a su promulgación 
y publicación. El Tribu-
nal, en estos casos, deberá 
resolver la petición en un 
plazo máximo de quince 
días naturales.

c) Cuestión de constitu-
cionalidad:

Tiene como propósito 
que la Sala Constitucional 
conozca de las peticiones 
formuladas por los demás 
tribunales y jueces de esta 
entidad federativa, cuan-
do tengan duda sobre la 
constitucionalidad o apli-
cación de una ley de ese 
ámbito normativo, en el 
proceso sobre el cual ten-
gan conocimiento.

d) Medios de defensa 
y protección de derechos 
humanos:

A la Sala Constitucio-

nal corresponde sustan-
ciar y resolver el juicio 
para la protección de los 
derechos humanos, por 
incumplimiento de las 
recomendaciones hechas 
a la autoridad por la De-
fensoría de los Derechos 
Humanos del Pueblo de 
Oaxaca.

e) Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley del Sistema de 
Medios de Impugnación 
en Materia Electoral y de 
Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca, 
establece que el juicio para 
la protección de los dere-
chos político-electorales, 
sólo procederá cuando el 
ciudadano por sí mismo 
y en forma individual, o 
a través de sus represen-
tantes legales, haga valer 
presuntas violaciones a 
sus derechos de votar y 
ser votados en las eleccio-
nes populares, de asociar-
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se individual y libremente 
para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos po-
líticos y de afiliarse libre e 
individualmente a los par-
tidos políticos.

También, es la vía para 
que el ciudadano por sí 
mismo o a través de sus 
representantes legales, y 
en forma individual, o co-
lectiva, hagan valer pre-
suntas violaciones a sus 
derechos de participación 
ciudadana, en los térmi-
nos previstos en la Ley de 
Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca 
y, con arreglo a la Ley del 
Sistema de Medios de Im-
pugnación para la sustan-
ciación y resolución.

De manera paralela, el 
ordenamiento legal prevé 
que el juicio para la pro-
tección de los derechos 
político-electorales, tam-
bién, resulta procedente 
cuando el ciudadano por 
sí mismo y en forma in-
dividual, o a través de su 

representante legal, haga 
valer presuntas violacio-
nes a sus derechos de vo-
tar y ser votado en las elec-
ciones en los municipios y 
comunidades que se rigen 
bajo sistemas normativos 
internos.

El Pleno del Tribunal 
Estatal Electoral del Po-
der Judicial del Estado de 
Oaxaca, máxima autori-
dad jurisdiccional en la 
materia y órgano especia-
lizado del Poder Judicial 
del Estado, es competen-
te, en única instancia, para 
conocer y resolver de los 
referidos juicios ciudada-
nos.



MECA-
NISMO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

Acto/Disposi-
ción/Resolu-

ción impugna-
da

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE LA 
SENTENCIA

RECUR-
SOS

C o n t r o -
v e r s i a 
cons t i tu -
cional.

Art. 105, Apartado B, fracción 
I de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 6 y 23 fracción IV de 
laLey Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que 
se susciten entre: 
dos o más mu-
nicipios; uno o 
más municipios 
y el Poder Legis-
lativo; uno o más 
municipios y el 
Poder Ejecutivo; 
el Poder Ejecuti-
vo y el Legisla-
tivo; entre órga-
nos autónomos, 
o entre éstos y el 
Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo o los munici-
pios.

Actos concre-
tos; normas ge-
nerales.

Poder Ejecuti-
vo, Poder Le-
gislativo, muni-
cipios y órganos 
autónomos.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Efectos relativos.

Tratándose de disposi-
ciones generales de los 
Poderes Ejecutivo, Le-
gislativo o de los mu-
nicipios, la declaración 
de inconstitucionalidad 
tendrá efectos generales 
cuando hubieren sido 
aprobadas por las dos 
terceras partes de sus 
miembros y surtirá efec-
tos a partir de su publi-
cación en el periódico 
oficial del Estado.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 105, Apartado B, fracción 
II de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción. 

Normas genera-
les.

30% de los di-
putados; el Go-
bernador del 
Estado; los ór-
ganos autóno-
mos del Estado, 
en la materia de 
su competencia.

Dentro de los 30 
días siguientes a 
su publicación.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Las resoluciones tendrán 
efectos generales cuando 
hubieren sido aprobadas 
por las dos terceras par-
tes de los miembros del 
Pleno de la Sala Consti-
tucional, y surtirán efec-
tos a partir de su publi-
cación.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Art. 105, Apartado B, fracción 
IV de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Control de la 
constitucionali-
dad de un pro-
yecto de ley o 
decreto aprobado 
por el Congreso 
previo a su pro-
mulgación y pu-
blicación.

Proyecto de ley 
o decreto.

El Gobernador 
del Estado; el 
30% de los dipu-
tados del Con-
greso del Esta-
do; los órganos 
autónomos en 
el ámbito de su 
competencia.

Previo a la pro-
mulgación y 
publicación del 
proyecto de ley 
o decreto.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.



MECA-
NISMO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

Acto/Disposi-
ción/Resolu-

ción impugna-
da

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE LA 
SENTENCIA

RECUR-
SOS

C o n t r o -
v e r s i a 
cons t i tu -
cional.

Art. 105, Apartado B, fracción 
I de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 6 y 23 fracción IV de 
laLey Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que 
se susciten entre: 
dos o más mu-
nicipios; uno o 
más municipios 
y el Poder Legis-
lativo; uno o más 
municipios y el 
Poder Ejecutivo; 
el Poder Ejecuti-
vo y el Legisla-
tivo; entre órga-
nos autónomos, 
o entre éstos y el 
Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo o los munici-
pios.

Actos concre-
tos; normas ge-
nerales.

Poder Ejecuti-
vo, Poder Le-
gislativo, muni-
cipios y órganos 
autónomos.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Efectos relativos.

Tratándose de disposi-
ciones generales de los 
Poderes Ejecutivo, Le-
gislativo o de los mu-
nicipios, la declaración 
de inconstitucionalidad 
tendrá efectos generales 
cuando hubieren sido 
aprobadas por las dos 
terceras partes de sus 
miembros y surtirá efec-
tos a partir de su publi-
cación en el periódico 
oficial del Estado.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Acción de 
inconstitu-
cionalidad.

Art. 105, Apartado B, fracción 
II de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción. 

Normas genera-
les.

30% de los di-
putados; el Go-
bernador del 
Estado; los ór-
ganos autóno-
mos del Estado, 
en la materia de 
su competencia.

Dentro de los 30 
días siguientes a 
su publicación.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Las resoluciones tendrán 
efectos generales cuando 
hubieren sido aprobadas 
por las dos terceras par-
tes de los miembros del 
Pleno de la Sala Consti-
tucional, y surtirán efec-
tos a partir de su publi-
cación.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Art. 105, Apartado B, fracción 
IV de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i t uc iona l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Control de la 
constitucionali-
dad de un pro-
yecto de ley o 
decreto aprobado 
por el Congreso 
previo a su pro-
mulgación y pu-
blicación.

Proyecto de ley 
o decreto.

El Gobernador 
del Estado; el 
30% de los dipu-
tados del Con-
greso del Esta-
do; los órganos 
autónomos en 
el ámbito de su 
competencia.

Previo a la pro-
mulgación y 
publicación del 
proyecto de ley 
o decreto.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.



C u e s t i ó n 
de consti-
tucionali-
dad.

Art. 105, Apartado B, fracción 
III y IV de la Constitución Polí-
tica del Estado Libre y Sobera-
no de Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley local, 
en un caso con-
creto.

Acto concreto 
de aplicación de 
la norma.

A petición for-
mulada por los 
demás tribuna-
les y jueces del 
Estado.  

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
humanos.

Art. 105, Apartado B, fracción III 
y IV de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judicial 
del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i tucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Tutelar los dere-
chos humanos.

Incumplimiento 
de las recomen-
daciones hechas a 
la autoridad por la 
Defensoría de los 
Derechos Huma-
nos del Pueblo de 
Oaxaca.

Incumplimiento 
de una recomen-
dación.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 25 Base D, 111 Apartado A 
de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado 
en las elecciones 
populares; aso-
ciarse individual 
y libremente para 
tomar parte en 
forma pacífica en 
los asuntos políti-
cos; afiliarse libre 
e individualmente 
a los partidos po-
líticos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o a través de sus 
representantes 
legales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; revo-
car o modificar el acto o 
resolución impugnado y 
restituir al promovente en 
el uso y goce del derecho 
que le haya sido violado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.



C u e s t i ó n 
de consti-
tucionali-
dad.

Art. 105, Apartado B, fracción 
III y IV de la Constitución Polí-
tica del Estado Libre y Sobera-
no de Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judi-
cial del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
titucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Duda sobre la 
constitucionali-
dad o aplicación 
de una ley local, 
en un caso con-
creto.

Acto concreto 
de aplicación de 
la norma.

A petición for-
mulada por los 
demás tribuna-
les y jueces del 
Estado.  

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
humanos.

Art. 105, Apartado B, fracción III 
y IV de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 6 y 23 fracción IV de 
la Ley Orgánica de Poder Judicial 
del Estado de Oaxaca.

Sala Cons-
t i tucional-
E l e c t o r a l 
del Tribunal 
S u p e r i o r 
Justicia del 
Estado.

Tutelar los dere-
chos humanos.

Incumplimiento 
de las recomen-
daciones hechas a 
la autoridad por la 
Defensoría de los 
Derechos Huma-
nos del Pueblo de 
Oaxaca.

Incumplimiento 
de una recomen-
dación.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

Sin desarrollo 
constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitu-
cional o legal.

Sin desa-
rrollo cons-
titucional o 
legal.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
del ciuda-
dano.

Art. 25 Base D, 111 Apartado A 
de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado 
en las elecciones 
populares; aso-
ciarse individual 
y libremente para 
tomar parte en 
forma pacífica en 
los asuntos políti-
cos; afiliarse libre 
e individualmente 
a los partidos po-
líticos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o a través de sus 
representantes 
legales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; revo-
car o modificar el acto o 
resolución impugnado y 
restituir al promovente en 
el uso y goce del derecho 
que le haya sido violado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.



Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
de la ciu-
dadanía en 
el régimen 
de sistemas 
normativos 
internos.

Art. 25 Base A y D, 111 Aparta-
do A de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano en el 
régimen de siste-
mas normativos 
internos.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado en 
las elecciones en 
los municipios y 
comunidades que 
se rigen bajo sis-
temas normativos 
internos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o a través de sus 
representantes 
legales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; orde-
nar el inicio de un proce-
so de revisión y consulta 
para armonizar el sistema 
normativo interno con 
los derechos individuales 
presuntamente violados; 
revocar o modificar el 
acto impugnado y restituir 
al promovente en el uso y 
goce del derecho político-
electoral violado, siem-
pre que se acredite haber 
cumplido con el sistema 
normativo interno indí-
gena de que se trate para 
gozar del derecho de votar 
y ser votado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
de partici-
pación ciu-
dadana.

Art. 25 Base C, 111 Apartado A 
de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Ley de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano en 
los mecanismos 
de participación 
ciudadana.

Violaciones a los 
derechos de par-
ticipación ciuda-
dana.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o colectiva, o a 
través de sus re-
presentantes le-
gales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; revo-
car o modificar el acto o 
resolución impugnado y 
restituir al promovente en 
el uso y goce del derecho 
que le haya sido violado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.
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Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
p o l í t i c o -
electorales 
de la ciu-
dadanía en 
el régimen 
de sistemas 
normativos 
internos.

Art. 25 Base A y D, 111 Aparta-
do A de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano en el 
régimen de siste-
mas normativos 
internos.

Violaciones a los 
derechos de: vo-
tar y ser votado en 
las elecciones en 
los municipios y 
comunidades que 
se rigen bajo sis-
temas normativos 
internos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o a través de sus 
representantes 
legales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; orde-
nar el inicio de un proce-
so de revisión y consulta 
para armonizar el sistema 
normativo interno con 
los derechos individuales 
presuntamente violados; 
revocar o modificar el 
acto impugnado y restituir 
al promovente en el uso y 
goce del derecho político-
electoral violado, siem-
pre que se acredite haber 
cumplido con el sistema 
normativo interno indí-
gena de que se trate para 
gozar del derecho de votar 
y ser votado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.

Juicio para 
la protec-
ción de los 
d e r e c h o s 
de partici-
pación ciu-
dadana.

Art. 25 Base C, 111 Apartado A 
de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Oaxaca.

Artículo 4, 145 al 163 de la Ley 
Orgánica de Poder Judicial del 
Estado de Oaxaca.

Ley del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Ley de Participación Ciudadana 
para el Estado de Oaxaca.

Pleno del 
Tribunal Es-
tatal Electo-
ral del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Oaxaca.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano en 
los mecanismos 
de participación 
ciudadana.

Violaciones a los 
derechos de par-
ticipación ciuda-
dana.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral.

El ciudadano por 
sí mismo y en 
forma individual 
o colectiva, o a 
través de sus re-
presentantes le-
gales.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
impugnado, o se 
hubiere notifica-
do.

A cargo de un 
magistrado su-
plente instruc-
tor a fin de que 
ponga el asun-
to en estado de 
resolución y 
el magistrado 
propietario po-
nente elabora 
el proyecto de  
resolución res-
pectivo.

Confirmar el acto o reso-
lución impugnado; revo-
car o modificar el acto o 
resolución impugnado y 
restituir al promovente en 
el uso y goce del derecho 
que le haya sido violado.

Sin ulterior 
recurso, en 
el ámbito 
local.
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Puebla49

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

Con apoyo en el nu-
meral 350 del Código de 
Instituciones y Procesos 
Electorales del Estado de 
Puebla, mediante el recur-
so de apelación se garanti-
za la tutela jurisdiccional 

49	 	     Última reforma constitucional del 9 de 
enero de 2013, http://www.congresopuebla.gob.mx/ 
[07/08/2013].

de los derechos político-
electorales de los ciudada-
nos que participen en los 
procesos electorales que 
se celebren en el Estado; 
en tal sentido, interpretan-
do este precepto de ma-
nera extensiva la proce-
dencia para combatir los 
actos o resoluciones del 
Consejo General o aque-
llos que produzca efectos 
similares, así como los 
que deriven de los asuntos 
internos de los partidos 
políticos, tenderá a garan-
tizar tanto los derechos 
político-electorales como 
los de la militancia.

De este recurso es com-
petente para conocer y 
resolver el Pleno del Tri-
bunal Electoral del Estado 
de Puebla, máxima auto-
ridad jurisdiccional en la 
materia.

Querétaro50

50	 	  Última reforma constitucional del 19 de 
julio de 2013, http://www.trife.gob.mx/legislacion-
jurisprudencia/catalogo/constitucion-politica-del-
estado-libre-y-soberano-1 [07/08/2013].
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Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Los artículos 25, 26, 27 
y 29 de la Constitución 
Política del Estado de 
Querétaro, establecen que 
se deposita el ejercicio de 
la función judicial en el 
Poder Judicial integrado 
por el Tribunal Superior 
de Justicia y los Juzgados; 
de tal suerte que corres-
ponde al primero, funcio-
nando en Pleno o en Sala, 
conocer: sobre la consti-
tucionalidad de leyes del 

Estado; garantizar la su-
premacía y control de la 
Constitución; declarar so-
bre los casos de omisión 
en la expedición de leyes; 
y, resolver los litigios que 
surjan entre el Poder Eje-
cutivo, la Legislatura, or-
ganismos constitucionales 
autónomos o los munici-
pios del Estado.

El régimen competen-
cial especializado se desa-
rrolla en la Ley de Justicia 
Constitucional del Estado 
de Querétaro.51

Controversia constitu-
cional:

Con una notable dife-
rencia en la denomina-
ción, el numeral 92 de la 
Ley de Justicia Constitu-
cional, las controversias 
relativas a la competen-
cia tiene por objeto ajus-
tar los actos, reglamentos 

51	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 27 de marzo de 2009, http://www.legisla-
turaqueretaro.gob.mx/repositorios/Ley%20de%20
Justicia%20Constitucional%20del%20Estado%20
de%20Quer%c3%a9taro.pdf (23/04/2013)
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y disposiciones generales 
que no sean leyes emi-
tidas por un Poder de la 
Entidad, un ayuntamiento 
o un organismo constitu-
cional autónomo cuando 
afecten las atribuciones 
concedidas en la Consti-
tución Política del Estado 
de Querétaro a otro Poder, 
ayuntamiento u organis-
mo constitucional autóno-
mo.	

Acción de inconstitu-
cionalidad:

Con apoyo en el artícu-
lo 77 de la citada ley, la 
acción de inconstitucio-
nalidad tiene por objeto 
decidir sobre la constitu-
cionalidad de las leyes en 
el Estado.

Con excepción de lo 
previsto en el artículo 29, 
último párrafo de la Cons-
titución Política del Esta-
do de Querétaro, la acción 
de inconstitucionalidad 
se podrá promover contra 
cualquier ley, para tutelar 
intereses jurídicos, legí-

timos o difusos, por: el 
Gobernador del Estado; 
el equivalente a la terce-
ra parte de los integrantes 
de la Legislatura del Es-
tado; los ayuntamientos o 
concejos municipales; los 
organismos autónomos; 
cualquier persona, cuando 
se trate de la protección de 
sus derechos fundamenta-
les; y, los partidos políti-
cos nacionales y estatales 
con registro debidamente 
acreditado ante la autori-
dad electoral que corres-
ponda.

Acción por omisión le-
gislativa:

Denominado acción 
por omisión constitucio-
nal en el artículo 86 de 
la Ley de Justicia Cons-
titucional en referencia, 
tiene por objeto liberar el 
obstáculo que impide el 
ejercicio de un derecho o 
atribución otorgado por la 
Constitución Política del 
Estado de Querétaro, de 
tal manera que se obliga a 
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la autoridad a que emita la 
regulación necesaria para 
subsanar la omisión.

La acción por omi-
sión constitucional puede 
ser ejercitada por: el Go-
bernador del Estado; los 
ayuntamientos o concejos 
municipales; los organis-
mos autónomos y, los par-
tidos políticos nacionales 
y estatales con registro 
debidamente acreditado 
ante la autoridad electoral 
que corresponda.

Medios de defensa y 
protección de derechos 
humanos:

La Ley de Justicia 
Constitucional, en sus 
artículos 100 al 119, es-
tablece dos mecanismos 
para la salvaguarda de los 
derechos humanos.

Por una parte, el juicio 
de protección de derechos 
fundamentales, el cual tie-
ne como finalidad prote-
ger los establecidos como 
tal en la Constitución Po-

lítica del Estado de Que-
rétaro, así como en los tra-
tados internacionales que 
formen parte del derecho 
nacional.

Tiene legitimación pro-
cesal para promover el 
juicio de protección, cual-
quier persona física o ju-
rídica que se considere 
afectada en sus derechos.

Puede pedirse la pro-
tección por conducto de 
representante legal. Tam-
bién podrá accionar cual-
quier persona a nombre 
de otra, cuando se trate 
de ataques a derechos que 
pongan en riesgo la vida o 
la integridad personal de 
la persona en cuyo nom-
bre se solicita.

Las sentencias en mate-
ria de juicio de protección 
de derechos fundamenta-
les no podrán contener de-
claraciones generales de 
inconstitucionalidad. Po-
drán tener los siguientes 
sentidos: I. Concesión de 
la protección del derecho 
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fundamental violentado, 
estableciendo en este caso 
el sentido de la protección 
y todo aquello que resulte 
necesario para su respeto 
y protección; II. Denega-
ción de la protección. Si 
se deniega por incompe-
tencia material, deberá 
indicarse tal situación en 
la sentencia y el tiempo 
transcurrido entre la pre-
sentación de la demanda 
y la resolución del juicio 
de protección suspenderá 
la prescripción negativa; 
y, III. Interpretativa, es-
tableciendo la constitu-
cionalidad del acto o ley 
impugnado, pero fijando 
el sentido de su interpreta-
ción y ejecución de forma 
que se respete el derecho 
fundamental del promo-
verte.

En la otra, el juicio de 
protección de derechos 
colectivos o difusos, tiene 
como finalidad proteger 
los derechos de tal natu-
raleza establecidos en la 

Constitución Política del 
Estado de Querétaro, así 
como en los tratados in-
ternacionales que formen 
parte del derecho nacional, 
contra actos de los parti-
culares o las autoridades 
locales o municipales que 
los vulneren. Tienen legi-
timación procesal activa 
para promover el juicio 
de protección de derechos 
colectivos o difusos: I. En 
el caso de derechos colec-
tivos, los integrantes indi-
viduales o plurales de un 
grupo social, reconocidos 
como titulares o destinata-
rios de dicho derecho por 
la constitución particular 
o el tratado internacional. 
También las personas ju-
rídicas de derecho público 
o privado que tengan por 
objeto legal o social de-
fender o salvaguardar di-
chos derechos; y, II. En el 
caso de derechos difusos, 
las personas individuales 
que acrediten un interés 
simple. También las per-
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sonas jurídicas de derecho 
público o privado que ten-
gan por objeto legal o so-
cial defender o salvaguar-
dar dichos derechos.

En el dictado de las 
sentencias dentro de los 
juicios de protección de 
derechos colectivos o di-
fusos, el magistrado o la 
Sala, deberán observar el 
principio de consecución 
gradual de los mismos.

Respecto a los meca-
nismos apuntados, la Sala 
Constitucional es compe-
tente para conocer y re-
solver sobre: la acción de 
inconstitucionalidad; la 
acción por omisión cons-
titucional; el juicio de 
protección de derechos 
fundamentales; y, el juicio 
de protección de derechos 
colectivos o difusos.

El Pleno del Tribunal 
del Tribunal Superior de 
Justicia le corresponde 
conocer y resolver sobre 
las controversias compe-
tenciales que surjan entre 

los órganos del Estado.
Juicio para la protec-

ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

Con apoyo en la Ley de 
Medios de Impugnación 
en Materia Electoral del 
Estado de Querétaro, el 
recurso de inconformidad 
es la vía que tiene a su al-
cance los precandidatos 
para combatir los actos, 
omisiones o resoluciones 
de los órganos partidistas 
competentes derivados 
de los procesos de selec-
ción interna de candidatos 
a cargos de elección po-
pular, una vez que hayan 
agotado las instancia de 
justicia intrapartidista. El 
objeto de este medio de 
impugnación es la salva-
guarda de los derechos de 
la militancia como moda-
lidad de los derechos polí-
tico-electorales.

También, mediante el 
recurso de apelación pue-
den protegerse los dere-
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chos político-electorales 
de los ciudadanos.

De estos medios de im-
pugnación conoce y re-
suelve, en única instancia, 
la Sala Electoral del Tri-
bunal Superior de Justicia 
del Estado de Querétaro.

Por otra parte, a través 
de este medio impugna-
tivo, también, se preser-
van los derechos político-
electorales del ciudadano, 
derivados de los actos u 
omisiones del Instituto 
Electoral de Querétaro 
dictados con motivo del 
plebiscito o referéndum, 
podrán ser impugnados 
ante la Sala Electoral.
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE LA SENTENCIA RECURSOS

Controversia 
constitucional.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Pleno del Tri-
bunal Supe-
rior Justicia 
del Estadode 
Querétaro.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Cuando se afecten 
las atribuciones 
concedidas por la 
Constitución a un 
Poder, ayuntamien-
to u órgano consti-
tucional autónomo.

Actos concretos; 
normas generales; 
conflictos de lími-
tes territoriales.

Poderes del Es-
tado, Ayunta-
mientos y órgano 
constitucional au-
tónomo.

Actos concretos: 
30 días, contados 
a partir del día si-
guiente al en que 
conforme a la ley 
del propio acto, 
surta efectos la 
notificación de 
la resolución o 
acuerdo que se re-
clame; al en que se 
haya tenido cono-
cimiento de ellos 
o de su ejecución; 
o al que el actor se 
ostente sabedor de 
los mismos.

Normas Genera-
les: 30 días, con-
tados a partir del 
día siguiente ala 
fecha de su publi-
cación, o del día al 
en que se produz-
ca el primer acto 
de aplicación de la 
norma.

Conflicto de lími-
tes: 60 días conta-
dos a partir del día 
siguiente al en que 
los contendientes 
queden notifica-
dos de la resolu-
ción pronunciada 
por la Legislatura 
del Estado.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
adscrito a la Sala 
Constitucional, a 
fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Efectos relativos.

Cuando la controversia verse sobre 
disposiciones generales y la sen-
tencia las declarare inválidas ten-
drán efectos generales.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).



MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCICIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE LA SENTENCIA RECURSOS

Controversia 
constitucional.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Pleno del Tri-
bunal Supe-
rior Justicia 
del Estadode 
Querétaro.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Cuando se afecten 
las atribuciones 
concedidas por la 
Constitución a un 
Poder, ayuntamien-
to u órgano consti-
tucional autónomo.

Actos concretos; 
normas generales; 
conflictos de lími-
tes territoriales.

Poderes del Es-
tado, Ayunta-
mientos y órgano 
constitucional au-
tónomo.

Actos concretos: 
30 días, contados 
a partir del día si-
guiente al en que 
conforme a la ley 
del propio acto, 
surta efectos la 
notificación de 
la resolución o 
acuerdo que se re-
clame; al en que se 
haya tenido cono-
cimiento de ellos 
o de su ejecución; 
o al que el actor se 
ostente sabedor de 
los mismos.

Normas Genera-
les: 30 días, con-
tados a partir del 
día siguiente ala 
fecha de su publi-
cación, o del día al 
en que se produz-
ca el primer acto 
de aplicación de la 
norma.

Conflicto de lími-
tes: 60 días conta-
dos a partir del día 
siguiente al en que 
los contendientes 
queden notifica-
dos de la resolu-
ción pronunciada 
por la Legislatura 
del Estado.

A cargo de un ma-
gistrado instructor 
adscrito a la Sala 
Constitucional, a 
fin de que ponga 
el asunto en esta-
do de resolución y 
elabore el proyec-
to de  resolución 
respectivo.

Efectos relativos.

Cuando la controversia verse sobre 
disposiciones generales y la sen-
tencia las declarare inválidas ten-
drán efectos generales.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).



Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior Jus-
ticia del Es-
tadode Que-
rétaro.

Mantener el orden 
constitucional.

Plantear la posible 
contradicción entre 
una ley del Estado 
y la Constitución, 
para tutelar intere-
ses jurídicos, legí-
timos o difusos. 

Leyes del Estado. El Gobernador 
del Estado; el 
equivalente a  la 
tercera parte de 
los integrantes de 
la Legislatura del 
Estado; los ayun-
tamientos o con-
sejos municipales; 
los órganos autó-
nomos; cualquier 
persona, cuando 
se trate de la pro-
tección de dere-
chos fundamen-
tales; los partidos 
políticos naciona-
les y estatales con 
registro ante la au-
toridad electoral 
correspondiente.

30 días naturales 
siguientes a la fe-
cha de publica-
ción de la norma 
o en su defecto, de 
que se tenga co-
nocimiento de la 
misma.

En materia electo-
ral, todos los días 
son hábiles.

A cargo de un ma-
gistrado instruc-
tor, a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolu-
ción y elabore el 
proyecto de  reso-
lución respectivo.

Las sentencias estimatorias de in-
constitucionalidad tendrán fuerza 
de cosa juzgada y efectos invalida-
torios, vinculando a todos los órga-
nos estatales y municipales, y pro-
ducirán efectos generales a partir 
de la fecha que determine la Sala.

La declaratoria de invalidez si pro-
ducirá efectos en los procesos pen-
dientes, en lo que las leyes invali-
dadas pretendan aplicarse.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).

Acción por 
omisión legisla-
tiva.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior Jus-
ticia del Es-
tadode Que-
rétaro.

Mantener el  orden 
constitucional.

La omisión impide 
el ejercicio de un 
derecho o atribu-
ción otorgado por 
la Constitución.

Omisión legisla-
tiva.

El Gobernador del 
Estado; los ayun-
tamientos o con-
sejos municipales; 
los organismos 
autónomos; los 
partidos políticos 
nacionales y esta-
tales con registro 
ante la autoridad 
electoral corres-
pondiente.

Puede plantearse 
en cualquier mo-
mento mientras 
subsista la omi-
sión.

A cargo de un ma-
gistrado instruc-
tor, a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolu-
ción y elabore el 
proyecto de  reso-
lución respectivo.

La sentencia que declare proceden-
te la acción, determinará el plazo 
para que la Legislatura del Estado 
emita la regulación necesaria para 
subsanar la omisión legislativa.
Pasado el plazo concedido, sin que 
la misma se realice ni se encuentre 
en vías de ejecución, por única vez, 
la Sala Constitucional otorgará un 
plazo extraordinario de hasta trein-
ta días hábiles a la autoridad con-
denada, a efecto de que ejecute ple-
na y completamente la sentencia.

Comunicando, por escrito, al Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia, 
el incumplimiento y la concesión 
del nuevo plazo.Agotado el plazo 
extraordinario concedido y no se 
encuentre cumplida la sentencia, 
sin perjuicio de la responsabilidad 
en que incurra la autoridad, la Sala 
Constitucional informará de dicha 
situación al Pleno del Tribunal Su-
perior de Justicia, quien dictará la 
regulación a que deba sujetarse el 
ejercicio de la atribución o derecho 
reconocido en sentencia. Dicha 
regulación será aplicable hasta en 
tanto no se expida la ley local res-
pectiva.La resolución que declare 
fundada la acción deberá ser apro-
bada por tres votos de los integran-
tes de la Sala y en ella se fijará el 
plazo para que la autoridad omisa 
expida la norma, el cual no podrá 
exceder de un año.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).



Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior Jus-
ticia del Es-
tadode Que-
rétaro.

Mantener el orden 
constitucional.

Plantear la posible 
contradicción entre 
una ley del Estado 
y la Constitución, 
para tutelar intere-
ses jurídicos, legí-
timos o difusos. 

Leyes del Estado. El Gobernador 
del Estado; el 
equivalente a  la 
tercera parte de 
los integrantes de 
la Legislatura del 
Estado; los ayun-
tamientos o con-
sejos municipales; 
los órganos autó-
nomos; cualquier 
persona, cuando 
se trate de la pro-
tección de dere-
chos fundamen-
tales; los partidos 
políticos naciona-
les y estatales con 
registro ante la au-
toridad electoral 
correspondiente.

30 días naturales 
siguientes a la fe-
cha de publica-
ción de la norma 
o en su defecto, de 
que se tenga co-
nocimiento de la 
misma.

En materia electo-
ral, todos los días 
son hábiles.

A cargo de un ma-
gistrado instruc-
tor, a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolu-
ción y elabore el 
proyecto de  reso-
lución respectivo.

Las sentencias estimatorias de in-
constitucionalidad tendrán fuerza 
de cosa juzgada y efectos invalida-
torios, vinculando a todos los órga-
nos estatales y municipales, y pro-
ducirán efectos generales a partir 
de la fecha que determine la Sala.

La declaratoria de invalidez si pro-
ducirá efectos en los procesos pen-
dientes, en lo que las leyes invali-
dadas pretendan aplicarse.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).

Acción por 
omisión legisla-
tiva.

Art. 25, 26 y 29 de 
la Constitución Po-
lítica del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia 
Constitucional del 
Estado de Queréta-
ro.

Sala Cons-
t i t u c i o n a l 
del Tribunal 
Superior Jus-
ticia del Es-
tadode Que-
rétaro.

Mantener el  orden 
constitucional.

La omisión impide 
el ejercicio de un 
derecho o atribu-
ción otorgado por 
la Constitución.

Omisión legisla-
tiva.

El Gobernador del 
Estado; los ayun-
tamientos o con-
sejos municipales; 
los organismos 
autónomos; los 
partidos políticos 
nacionales y esta-
tales con registro 
ante la autoridad 
electoral corres-
pondiente.

Puede plantearse 
en cualquier mo-
mento mientras 
subsista la omi-
sión.

A cargo de un ma-
gistrado instruc-
tor, a fin de que 
ponga el asunto en 
estado de resolu-
ción y elabore el 
proyecto de  reso-
lución respectivo.

La sentencia que declare proceden-
te la acción, determinará el plazo 
para que la Legislatura del Estado 
emita la regulación necesaria para 
subsanar la omisión legislativa.
Pasado el plazo concedido, sin que 
la misma se realice ni se encuentre 
en vías de ejecución, por única vez, 
la Sala Constitucional otorgará un 
plazo extraordinario de hasta trein-
ta días hábiles a la autoridad con-
denada, a efecto de que ejecute ple-
na y completamente la sentencia.

Comunicando, por escrito, al Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia, 
el incumplimiento y la concesión 
del nuevo plazo.Agotado el plazo 
extraordinario concedido y no se 
encuentre cumplida la sentencia, 
sin perjuicio de la responsabilidad 
en que incurra la autoridad, la Sala 
Constitucional informará de dicha 
situación al Pleno del Tribunal Su-
perior de Justicia, quien dictará la 
regulación a que deba sujetarse el 
ejercicio de la atribución o derecho 
reconocido en sentencia. Dicha 
regulación será aplicable hasta en 
tanto no se expida la ley local res-
pectiva.La resolución que declare 
fundada la acción deberá ser apro-
bada por tres votos de los integran-
tes de la Sala y en ella se fijará el 
plazo para que la autoridad omisa 
expida la norma, el cual no podrá 
exceder de un año.

Recurso de 
reclamación 
(aplicando las 
reglas comu-
nes a los pro-
cesos consti-
tucionales).



Juicio de protección de 
derechos fundamenta-
les.

Art. 25, 26 y 29 de la Consti-
tución Política del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia Constitucional 
del Estado de Querétaro.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia del Esta-
do de Querétaro.

Tutelar los derechos fun-
damentales establecidos 
en la Constitución y en los 
tratados internacionales que 
formen parte del derecho 
nacional.

Violaciones a los derechos 
fundamentales.

Actos de autoridad. Las personas físicas o jurí-
dicas que se considere afec-
tada en sus derechos, por sí 
mismo o a través de su re-
presentante legal.

Cualquier persona a nombre 
de otra cuando se trate de 
actos que pongan en riesgo 
la vida o integridad de la 
persona en cuyo nombre se 
solicita.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia puede contener los siguientes sentidos: 
concesión de la protección, denegación de la protec-
ción e interpretativa.

Recurso de reclama-
ción en contra de actos 
intraprocesales como 
de la resolución defi-
nitiva.

Juicio de protección de 
derechos colectivos o 
difusos.

Art. 25, 26 y 29 de la Consti-
tución Política del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia Constitucional 
del Estado de Querétaro.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia del Esta-
do de Querétaro.

Tutelar los derechos colec-
tivos o difusos establecidos 
en la Constitución y en los 
tratados internacionales que 
formen parte del derecho 
nacional.

Violaciones a los derechos 
fundamentales colectivos o 
difusos.

Actos de autoridad o de par-
ticulares.

Derechos colectivos: los 
integrantes individuales o 
plurales de un grupo social, 
reconocidos como titulares 
o destinatarios de dicho 
derecho por la constitución 
particular o el tratado in-
ternacional, así como las 
personas jurídicas de dere-
cho público o privado que 
tengan por objeto legal o so-
cial defender o salvaguardar 
dichos derechos.

Derechos difusos: Las 
personas individuales que 
acrediten un interés simple y 
las personas jurídicas de de-
recho público o privado que 
tengan por objeto legal o so-
cial defender o salvaguardar 
dichos derechos.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia puede contener los siguientes sentidos: 
concesión de la protección, denegación de la protec-
ción e interpretativa.

Recurso de reclama-
ción en contra de actos 
intraprocesales como 
de la resolución defi-
nitiva.

Juicio para la protec-
ción de los derechos 
político-electorales del 
ciudadano.

Art. 7, 26 de la Constitución 
Política del Estado de Queré-
taro.

Ley de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral del 
Estado de Querétaro.

Sala Electoral del 
Tribunal Superior de 
Justicia del Estado 
de Querétaro.

Tutelar los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano.

Violaciones a los derechos de: 
votar y ser votado en las elec-
ciones populares; asociarse 
individual y libremente para 
tomar parte en forma pacífi-
ca en los asuntos políticos; 
afiliarse libre e individual-
mente a los partidos políticos; 
la afectación de su derecho 
para integrar las autoridades 
electorales y de participación 
ciudadana en el Estado.

Actos emitidos por el ór-
gano electoral o  autoridad 
partidista.

El ciudadano nayarita por 
sí mismo y en forma indi-
vidual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Confirmar, modificar o revocar el acto impugnado y 
restituir al promovente en el uso y goce del derecho 
político-electoral que le haya sido violado.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.



Juicio de protección de 
derechos fundamenta-
les.

Art. 25, 26 y 29 de la Consti-
tución Política del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia Constitucional 
del Estado de Querétaro.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia del Esta-
do de Querétaro.

Tutelar los derechos fun-
damentales establecidos 
en la Constitución y en los 
tratados internacionales que 
formen parte del derecho 
nacional.

Violaciones a los derechos 
fundamentales.

Actos de autoridad. Las personas físicas o jurí-
dicas que se considere afec-
tada en sus derechos, por sí 
mismo o a través de su re-
presentante legal.

Cualquier persona a nombre 
de otra cuando se trate de 
actos que pongan en riesgo 
la vida o integridad de la 
persona en cuyo nombre se 
solicita.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia puede contener los siguientes sentidos: 
concesión de la protección, denegación de la protec-
ción e interpretativa.

Recurso de reclama-
ción en contra de actos 
intraprocesales como 
de la resolución defi-
nitiva.

Juicio de protección de 
derechos colectivos o 
difusos.

Art. 25, 26 y 29 de la Consti-
tución Política del Estado de 
Querétaro.

Ley de Justicia Constitucional 
del Estado de Querétaro.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia del Esta-
do de Querétaro.

Tutelar los derechos colec-
tivos o difusos establecidos 
en la Constitución y en los 
tratados internacionales que 
formen parte del derecho 
nacional.

Violaciones a los derechos 
fundamentales colectivos o 
difusos.

Actos de autoridad o de par-
ticulares.

Derechos colectivos: los 
integrantes individuales o 
plurales de un grupo social, 
reconocidos como titulares 
o destinatarios de dicho 
derecho por la constitución 
particular o el tratado in-
ternacional, así como las 
personas jurídicas de dere-
cho público o privado que 
tengan por objeto legal o so-
cial defender o salvaguardar 
dichos derechos.

Derechos difusos: Las 
personas individuales que 
acrediten un interés simple y 
las personas jurídicas de de-
recho público o privado que 
tengan por objeto legal o so-
cial defender o salvaguardar 
dichos derechos.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia puede contener los siguientes sentidos: 
concesión de la protección, denegación de la protec-
ción e interpretativa.

Recurso de reclama-
ción en contra de actos 
intraprocesales como 
de la resolución defi-
nitiva.

Juicio para la protec-
ción de los derechos 
político-electorales del 
ciudadano.

Art. 7, 26 de la Constitución 
Política del Estado de Queré-
taro.

Ley de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral del 
Estado de Querétaro.

Sala Electoral del 
Tribunal Superior de 
Justicia del Estado 
de Querétaro.

Tutelar los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano.

Violaciones a los derechos de: 
votar y ser votado en las elec-
ciones populares; asociarse 
individual y libremente para 
tomar parte en forma pacífi-
ca en los asuntos políticos; 
afiliarse libre e individual-
mente a los partidos políticos; 
la afectación de su derecho 
para integrar las autoridades 
electorales y de participación 
ciudadana en el Estado.

Actos emitidos por el ór-
gano electoral o  autoridad 
partidista.

El ciudadano nayarita por 
sí mismo y en forma indi-
vidual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Confirmar, modificar o revocar el acto impugnado y 
restituir al promovente en el uso y goce del derecho 
político-electoral que le haya sido violado.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.
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Quintana Roo52

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:      regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

Los artículos 97, 98, 
103, 104 y 105 de la Cons-
titución del Estado Libre 
y Soberano de Quintana 
Roo, establecen que se 
deposita el ejercicio del 
Poder Judicial del Estado 
en el Tribunal Superior de 
Justicia, Tribunales y Juz-
gados. Destaca que con 
excepción de lo estableci-

52	 	  Última reforma constitucional del 14 de 
mayo de 2013, http://www.trife.gob.mx/legisla-
cion-jurisprudencia/catalogo/2013-constitucion-
politica-del-estado-de-quintana [07/08/2013].

do en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos 
Mexicanos, corresponde a 
los Tribunales y Juzgados 
del Estado conocer, en los 
términos de las leyes res-
pectivas, de las controver-
sias jurídicas que se sus-
citen entre los poderes del 
Estado, respecto de, mate-
rias de constitucionalidad 
y legalidad local; el Es-
tado y los Municipios; el 
Estado y los particulares; 
entre los Municipios del 
Estado, los Municipios y 
los particulares; y los par-
ticulares entre sí.

De esta manera, el Tri-
bunal Superior de Justicia 
se integra por nueve ma-
gistrados numerarios y el 
número de supernumera-
rios que determine la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial.

El Pleno del Tribunal 
se integrará solamente 
con los magistrados nu-
merarios; las Salas se or-
ganizarán por materia o 
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por circuito y se integra-
rán con tres Magistrados 
cada una, a excepción de 
la Sala Constitucional y 
Administrativa, la que se 
integrará con un Magis-
trado Numerario.

Corresponde al Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia, resolver las con-
troversias constituciona-
les, acciones de incons-
titucionalidad local y las 
acciones por omisión le-
gislativa, en términos de 
los artículos 104 y 105 de 
esta Constitución y con-
forme al procedimiento 
que establezca la Ley res-
pectiva.

De acuerdo a lo ante-
rior, el control constitucio-
nal se erige dentro del ré-
gimen interior del Estado, 
como un medio para man-
tener la eficacia y vigen-
cia de esta Constitución; 
tiene por objeto dirimir de 
manera definitiva e inata-
cable en el orden jurídico 
estatal, los conflictos que 

por la constitucionalidad 
de sus actos o disposicio-
nes generales, surjan en el 
ámbito interior del Estado 
entre el Poder Ejecutivo y 
el Legislativo o entre uno 
de ellos y los municipios 
que conforman el Estado, 
o entre dos o más muni-
cipios, sin perjuicio de lo 
previsto en los artículos 
76 fracción VII, 103, 105, 
107 y último párrafo de la 
fracción II del 115 de la 
Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexi-
canos.

Para el cumplimiento 
de las atribuciones señala-
das en la fracción VIII del 
artículo 103 de la Cons-
titución local, el Tribunal 
Superior de Justicia con-
tará con una Sala Consti-
tucional y Administrativa, 
integrada por un Magistra-
do numerario, que tendrá 
competencia para subs-
tanciar y formular, en los 
términos de la Ley respec-
tiva, los correspondientes 
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proyectos de resolución 
definitiva que se somete-
rán al Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia.

El régimen competen-
cial especializado se desa-
rrolla en la Ley Reglamen-
taria de los Artículos 104 
y 105 de la Constitución 
Política del Estado Libre 
y Soberano de Quintana 
Roo.53

Controversia constitu-
cional:

En los términos prescri-
tos en el artículo 105 del 
ordenamiento constitu-
cional local, el Pleno del 
Tribunal Superior de Jus-
ticia es competente para 
resolver en definitiva de 
las controversias que, por 
la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones 
generales, con excepción 
de las que se refieran a la 
materia electoral, surjan 

53	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 15 de diciembre de 2005, http://www.con-
gresoqroo.gob.mx/leyes/administrativo/ley007/
L1120051215.pdf (11/03/2013)

entre:
A) El Poder Ejecutivo y 

el Poder              Legisla-
tivo;

B) El Poder Ejecutivo y 
uno de los        municipios;

C) El Poder Legislativo 
y uno de los     munici-
pios; y

D) Dos o más munici-
pios del Estado.

Para que la controversia 
constitucional proceda, el 
actor deberá acreditar el 
interés jurídico.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

La disposición en con-
sulta regula las acciones 
de inconstitucionalidad, 
que tienen por objeto 
plantear la posible contra-
dicción entre una norma 
de carácter general y la 
citada Constitución, con 
excepción de las que se 
refieran a la materia elec-
toral, siempre que se ejer-
zan dentro de los treinta 
días naturales siguientes a 
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la fecha de publicación de 
la norma, por:

A) Cuando menos la 
tercera parte de los miem-
bros del Congreso del Es-
tado;

B) El Procurador Gene-
ral de Justicia del Estado, 
en contra de leyes de ca-
rácter estatal.

La admisión de una ac-
ción de inconstituciona-
lidad no dará lugar a la 
suspensión de la norma 
impugnada.

Las resoluciones del 
Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia solo po-
drán declarar la invalidez 
de las normas impugna-
das, siempre que fueren 
aprobadas por cuando me-
nos las dos terceras partes 
del Pleno, y no tendrán 
efectos retroactivos, salvo 
en materia penal.

Acción por omisión le-
gislativa:

La fracción III, del ar-

tículo 105 de la Cons-
titución local, prevé las 
acciones por omisión le-
gislativa, la cual resul-
ta procedente cuando se 
considere que la Legisla-
tura del Estado no ha re-
suelto sobré la expedición 
de alguna Ley o Decreto, 
y que dicha omisión afec-
te el debido cumplimien-
to de esta Constitución, 
siempre y cuando sean in-
terpuestas por:

A) El Gobernador del 
Estado; o

B) Un Ayuntamiento 
del Estado.

La resolución que emi-
ta el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia que 
decrete el reconocimiento 
de la inconstitucionalidad 
por omisión legislativa, 
surtirá sus efectos a partir 
de su publicación en el Pe-
riódico Oficial del Estado.

En dicha resolución se 
determinará un plazo para 
que se expida la Ley o 
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Decreto de que se trate la 
omisión, a más tardar en 
el período ordinario que 
curse o el inmediato si-
guiente de la Legislatura 
del Estado; pudiendo dis-
minuir este plazo cuando 
el interés público lo ame-
rite.

d) Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

De conformidad con 
la Ley Estatal de Medios 
de Impugnación en Mate-
ria Electoral de Quintana 
Roo, el juicio para la pro-
tección de los derechos 
político electorales del 
ciudadano quintanarroen-
se deberá ser interpuesto 
por el ciudadano en for-
ma individual, cuando 
haga valer presuntas vio-
laciones a sus derechos 
de votar y ser votado en 
las elecciones locales, y 
de afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos 
políticos.

De este medio de im-
pugnación conoce y re-
suelve en única instancia, 
el Pleno del Tribunal Elec-
toral de Quintana Roo, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia.

A pesar de la existen-
cia de una Ley de Parti-
cipación Ciudadana del 
Estado de Quintana Roo, 
no es posible advertir la 
forma en que se tutelan y 
protegen los derechos de 
los ciudadanos en aque-
llos mecanismos regula-
dos por la citada ley.
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Conoce nuestras

Canal Cultural
Tepantlato Tv  es una nueva forma de 

hacer televisión vía Internet. Su horizonte temá-
tico de programación abarca las artes plásticas mexi-

canas, la materia jurídica, documentales, conciertos, cine 
de arte, entrevistas y programas culturales. Te invitamos 

a que accedas www.tepantlato.com.mx/tv.html o  youtube.
com/TepantlatoEnVivo, por si te perdiste algunos de nues-
tros programas en vivo y conozcas las posibilidades que te 
puede ofrecer un spot publicitario y aproveches el potencial 
que las redes sociales te pueden brindar.  

Todo un paquete publicitario 
ajustado a tus objetivos.

Estación de Radio
Tepanradio es un espacio creado don-

de la juventud, la música y la cultura convi-
ven en un proyecto que se distingue de los otros 

por ser una estación original y sin compromisos de 
ninguna índole. Locutores carismáticos te llevan diaria-
mente música de todos los géneros, además de invitarte 
a interactuar con ellos. Anúnciate por medio de un spot 
de radio, tú eliges la voz que más te guste de nuestros 
locutores, música de acuerdo a tu idea, guión, produc-
ción y edición de audio. Checa nuestra programa-
ción en www.tepantlato.com.mx/radio.html. 

¡Escúchalos y conócelos!

Tehuantepec 94, Col. Roma Sur, 

Del. Cuauhtémoc, C.P. 06760, México, D.F.

Tels.: (01 55) 5674•3860 / 5530•8365
Ventas, Publicidad y Mercadotecnia

gerencia@tepantlato.com.mx

ANÚNCIATE CON NOSOTROS

PlataformasTEPANTLATO
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECURSOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 97, 98, 103, 
fracción VIII, 104, 
105 fracción Ide la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Ley Reglamenta-
ria de los artículos 
104 y 105 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

De las controver-
sias que surjan 
entre: el Poder 
Ejecutivo y el Po-
der Legislativo; el 
Poder Ejecutivo 
y uno de los mu-
nicipios; el Poder 
Legislativo y uno 
de los municipios; 
dos o más munici-
pios del Estado.

Actos concretos 
o disposiciones 
generales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo y los munici-
pios.

Actos concretos: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente al en 
que conforme a la ley 
del propio acto, surta 
efectos la notificación 
dela resolución o acuer-
do que se reclame; al día 
en que se haya tenido 
conocimiento de ellos o 
de su ejecución; o al día 
en que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.

Normas Generales: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente ala fe-
cha de su publicación, o 
del día al en que se pro-
duzca el primer acto de 
aplicación de la norma.

Conflicto de límites: en 
cualquier momento, in-
dependientemente de la 
entrada en vigor de la 
norma general o de la 
realización del acto que 
los origine.

La Sala Consti-
tucional y Admi-
nistrativa del Tri-
bunal Superior 
Justicia del Esta-
do, es competen-
te para sustanciar 
y formular el 
proyecto de re-
solución respec-
tiva; está a cargo 
de un magistrado 
numerario.

Efectos rela-
tivos.

Cuando la 
controversia 
verse sobre 
disposiciones 
generales y 
en la senten-
cia se decla-
raren inváli-
das tendrán 
efectos gene-
rales, cuando 
sean aproba-
das por una 
mayoría de 
seis votos.

Recurso de 
reclamación.

Recurso de 
queja.

Acción de incons-
titucionalidad.

Art. 97, 98, 103, 
fracción VIII, 104, 
105 fracción IIde 
la Constitución 
Política del Estado 
Libre y Soberano 
de Quintana Roo.

Ley Reglamenta-
ria de los artículos 
104 y 105 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción, con excep-
ción de la materia 
electoral. 

Normas de ca-
rácter general.

La tercera parte 
de los miembros 
del Congreso del 
Estado; el Procu-
rador de Justicia 
del Estado; 

30 días naturales si-
guientes a la fecha de 
publicación de la norma.

La Sala Consti-
tucional y Admi-
nistrativa del Tri-
bunal Superior 
Justicia del Esta-
do, es competen-
te para sustanciar 
y formular el 
proyecto de re-
solución respec-
tiva; está a cargo 
de un magistrado 
numerario.

Las resolu-
ciones sólo 
podrán de-
clarar la in-
validez de 
las normas 
impugnadas, 
cuando sean 
a p r o b a d a s 
por seis vo-
tos de los in-
tegrantes del 
Pleno.

Recurso de 
reclamación, 
en contra de 
la improce-
dencia o so-
breseimiento 
de la acción.
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECURSOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 97, 98, 103, 
fracción VIII, 104, 
105 fracción Ide la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Ley Reglamenta-
ria de los artículos 
104 y 105 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

De las controver-
sias que surjan 
entre: el Poder 
Ejecutivo y el Po-
der Legislativo; el 
Poder Ejecutivo 
y uno de los mu-
nicipios; el Poder 
Legislativo y uno 
de los municipios; 
dos o más munici-
pios del Estado.

Actos concretos 
o disposiciones 
generales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo y los munici-
pios.

Actos concretos: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente al en 
que conforme a la ley 
del propio acto, surta 
efectos la notificación 
dela resolución o acuer-
do que se reclame; al día 
en que se haya tenido 
conocimiento de ellos o 
de su ejecución; o al día 
en que el actor se ostente 
sabedor de los mismos.

Normas Generales: 30 
días, contados a partir 
del día siguiente ala fe-
cha de su publicación, o 
del día al en que se pro-
duzca el primer acto de 
aplicación de la norma.

Conflicto de límites: en 
cualquier momento, in-
dependientemente de la 
entrada en vigor de la 
norma general o de la 
realización del acto que 
los origine.

La Sala Consti-
tucional y Admi-
nistrativa del Tri-
bunal Superior 
Justicia del Esta-
do, es competen-
te para sustanciar 
y formular el 
proyecto de re-
solución respec-
tiva; está a cargo 
de un magistrado 
numerario.

Efectos rela-
tivos.

Cuando la 
controversia 
verse sobre 
disposiciones 
generales y 
en la senten-
cia se decla-
raren inváli-
das tendrán 
efectos gene-
rales, cuando 
sean aproba-
das por una 
mayoría de 
seis votos.

Recurso de 
reclamación.

Recurso de 
queja.

Acción de incons-
titucionalidad.

Art. 97, 98, 103, 
fracción VIII, 104, 
105 fracción IIde 
la Constitución 
Política del Estado 
Libre y Soberano 
de Quintana Roo.

Ley Reglamenta-
ria de los artículos 
104 y 105 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posi-
ble contradicción 
entre una norma 
de carácter gene-
ral y la Constitu-
ción, con excep-
ción de la materia 
electoral. 

Normas de ca-
rácter general.

La tercera parte 
de los miembros 
del Congreso del 
Estado; el Procu-
rador de Justicia 
del Estado; 

30 días naturales si-
guientes a la fecha de 
publicación de la norma.

La Sala Consti-
tucional y Admi-
nistrativa del Tri-
bunal Superior 
Justicia del Esta-
do, es competen-
te para sustanciar 
y formular el 
proyecto de re-
solución respec-
tiva; está a cargo 
de un magistrado 
numerario.

Las resolu-
ciones sólo 
podrán de-
clarar la in-
validez de 
las normas 
impugnadas, 
cuando sean 
a p r o b a d a s 
por seis vo-
tos de los in-
tegrantes del 
Pleno.

Recurso de 
reclamación, 
en contra de 
la improce-
dencia o so-
breseimiento 
de la acción.
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Acción por omi-
sión legislativa.

Art. 97, 98, 103, 
fracción VIII, 104, 
105 fracción III 
de la Constitución 
Política del Estado 
Libre y Soberano 
de Quintana Roo.

Ley Reglamenta-
ria de los artículos 
104 y 105 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Justi-
cia del Esta-
do.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Cuando se consi-
dere que la Legis-
latura del Estado 
no ha resuelto so-
bre la expedición 
de una ley decreto 
y dicha omisión 
impide el ejerci-
cio de un derecho 
o atribución otor-
gado por la Cons-
titución.

Omisión de le-
gislativa.

El Gobernador 
del Estado; un 
ayuntamiento.

Puede plantearse en 
cualquier momento 
mientras subsista la 
omisión.

La Sala Consti-
tucional y Admi-
nistrativa del Tri-
bunal Superior 
Justicia del Esta-
do, es competen-
te para sustanciar 
y formular el 
proyecto de re-
solución respec-
tiva; está a cargo 
de un magistrado 
numerario.

La sentencia 
que declare 
procedente la 
acción, de-
terminará un 
plazo para 
que se expida 
la ley o decre-
to, que será a 
más tardar 
en el perio-
do ordinario 
que curse o 
el inmediato 
siguiente, pu-
diendo dismi-
nuirse el pla-
zo cuando el 
interés públi-
co lo amerite.

Recurso de 
reclamación, 
en contra de 
la improce-
dencia o so-
breseimiento 
de la acción.

Juicio para la 
protección de los 
derechos políti-
co-electorales del 
ciudadano.

Art. 7, 26 de la 
Constitución Polí-
tica del Estado Li-
bre y Soberano de 
Quintana Roo.

Ley Estatal de 
Medios de Impug-
nación en Materia 
Electoral de Quin-
tana Roo.

Pleno del 
T r i b u n a l 
Electoral de 
Q u i n t a n a 
Roo.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los 
derechos de: votar 
y ser votado en las 
elecciones loca-
les; afiliarse libre 
e individualmente 
a los partidos po-
líticos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano en 
forma individual.

Dentro de los 4 días, 
contados a partir del día 
siguiente a aquél en que 
se tenga conocimiento 
del acto o resolución 
que se impugna.

A cargo de un 
magistrado nu-
merario que hará 
las veces de ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Conf i rmar, 
modificar o 
revocar el 
acto impug-
nado y res-
tituir al pro-
movente en 
el uso y goce 
del derecho 
p o l í t i c o -
electoral que 
le haya sido 
violado.

Sin ulterior 
recurso, en el 
ámbito local.
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San Luis Potosí54

Controversia constitu-
cional: no        regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no   regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no    regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Como nota aclaratoria, 
el artículo 45 de la Ley 
del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia 
Electoral del Estado de 
San Luis Potosí, prevé el 
recurso de revisión para 
impugnar los actos o re-
soluciones que causen un 
perjuicio a quien teniendo 
interés jurídico lo promue-

54	 	  Última reforma constitucional del 6 de 
noviembre de 2010, http://148.235.65.21/LIX/
documentos/leyes/60_Constitucion_Politica.pdf 
[07/08/2013].

va y que provenga de las 
autoridades electorales, 
siguientes: 1) las resolu-
ciones que recaigan a los 
recursos de revocación; y, 
2) los actos o resolucio-
nes del Consejo Estatal, 
comisiones distritales, o 
comités municipales, que 
causen un perjuicio al par-
tido político o agrupación 
política con registro, o a 
quien teniendo interés ju-
rídico lo promueva.

Dicho recurso conoce 
el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Esta-
do de San Luis Potosí, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Estado; 
en una parte, la Sala de 
Primera Instancia; en la 
otra, en vía de recurso de 
reconsideración, resuel-
ve en definitiva la Sala de 
Segunda Instancia.

Así mismo, por dispo-
sición de la Ley de Refe-
réndum y Plebiscito para 
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el Estado de San Luis Po-
tosí, el recurso de revo-
cación procede contra la 
resolución que emita el 
Consejo Estatal Electoral 
y de Participación Ciuda-
dana, sobre la improce-
dencia de una solicitud de 
referéndum o plebiscito. 
El señalado recurso es re-
suelto en única instancia y 
sin ulterior recurso, por el 
citado Consejo Estatal.

Situación que en algu-
na medida posibilita a los 
ciudadanos impugnar los 
actos o resoluciones que 
lesionen sus intereses, sin 
embargo, la falta de una 
claridad legislativa impi-
de advertir la existencia 
de un medio de protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano.

Sinaloa55

Controversia constitu-
cional: regulada.

55	 	  Última reforma constitucional del 19 de 
diciembre de 2012, http://www.trife.gob.mx/legis-
lacion-jurisprudencia/catalogo/2013-constitucion-
politica-del-estado-de-sinaloa-1 [07/08/2013].

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Controversia constitu-
cional:

Los artículos 93 y 104 
de la Constitución Políti-
ca del Estado de Sinaloa, 
establecen que el Poder 
Judicial se ejercerá en el 
Estado por el Supremo 
Tribunal Superior de Jus-
ticia, las Salas de Circuito, 
los Juzgados de Primera 
Instancia y los Juzgados 
Menores; corresponde al 
Supremo Tribunal cono-
cer y resolver las contro-
versias de cualquier orden 
que se susciten, entre los 
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poderes del Estado, entre 
uno o más Poderes del Es-
tado, y los ayuntamientos, 
o entre estos entre sí.

Esta competencia es re-
gulada por la Ley Regla-
mentaria de la Fracción 
III, del artículo 104 de la 
Constitución Política del 
Estado de Sinaloa.56

Tiene como propósi-
to preservar el ámbito de 
competencias de las auto-
ridades en conflicto.

Las controversias se-
guidas en forma de juicio, 
son tramitadas en todas 
sus etapas por un magis-
trado instructor y corres-
pondiente al Pleno del 
Tribunal Superior de Jus-
ticia dictar la sentencia; 
en ella determinaran los 
alcances y sus efectos, así 
como los elementos nece-
sarios para su plena efica-
cia. Toda sentencia sólo 

56	 	 Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 16 de octubre de 1998, http://www.con-
gresosinaloa.gob.mx/images/congreso/leyes/zip/
ley%20reg%20fraccion%20articulo%20104.pdf 
(17/02/2013)

tendrá efectos relativos.
Por otra parte, los dere-

chos político-electorales 
del ciudadano no encuen-
tran una específica regu-
lación en la ley electoral 
cuya competencia corres-
ponda al órgano jurisdic-
cional electoral; no obstan-
te, la Ley de Participación 
Ciudadana del Estado de 
Sinaloa, refiere que los 
actos o resoluciones del 
Consejo Estatal Electoral 
de Sinaloa podrán ser im-
pugnados ante el Tribunal 
Estatal Electoral; con lo 
cual se pretende preser-
var el derecho de los ciu-
dadanos que hayan hecho 
valer los mecanismos de 
participación reconocidos 
en la citada normatividad. 
De este medio de impug-
nación conoce y resuelve 
el Tribunal Estatal Elec-
toral de Sinaloa, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia. 

Mayores Informes: (01 55) 5564•8373 
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Incio de clases
- 4 de noviembre  
Horarios
- Lunes y Martes de 17:30 a 20:30 hrs.
- Martes y Miércoles de 7:00 a 9:00 hrs.
- Sábado de 7:00 a 13:00 hrs.

Con reconocimiento de validez oficial  de la Dirección General de  Educación 
Superior  Universitaria de la Subsecretaría de Educación Superior y de la 
Comisión Nacional Mixta de Escalafón SNTE (740 puntos)

Universidad Tepantlato
Privilegiamos la calidad y la excelencia académica

RVOE 20120884

Te invita a la
A traves de su 

I

Inscripc
iones abiertas

Maestría en

Mayores Informes: (01 55) 5564•8373 
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 93, 94, 103, 
104 III de la Cons-
titución Política 
del Estado de Si-
naloa.

Ley Reglamenta-
ria de la Fracción 
III del Artículo 
104, de la Consti-
tución Política del 
Estado de Sinaloa.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia del 
Estado de 
Sinaloa.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

Las controver-
sias de cualquier 
orden que se sus-
citen: entre los 
poderes del Es-
tado; entre uno 
o más poderes 
del Estado y los 
ayuntamientos; 
los ayuntamientos 
entre sí.

Actos concretos, 
incluyendo los 
conflictos de lí-
mites territoria-
les.

Poderes del Esta-
do; Ayuntamien-
tos.

60 días, conta-
dos a partir del 
día siguiente 
al en que  haya 
surtido efectos, 
conforme a la 
ley del acto, la 
notificación al 
actor de la reso-
lución o acuerdo 
que reclame; al 
en que haya teni-
do conocimiento 
de ellos o de su 
ejecución, o al en 
que se hubiese 
ostentado sabe-
dor de los mis-
mos.

Tratándose de 
conflicto de lími-
tes, la demanda 
se presentará en 
cualquier mo-
mento.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
poner el asunto 
en estado de re-
solución y for-
mular el proyec-
to de resolución 
respectivo.

Efectos rela-
tivos.

R e c u r s o 
de recla-
mación.

R e c u r s o 
de queja.
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDEN-
CIA

ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA SEN-

TENCIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 93, 94, 103, 
104 III de la Cons-
titución Política 
del Estado de Si-
naloa.

Ley Reglamenta-
ria de la Fracción 
III del Artículo 
104, de la Consti-
tución Política del 
Estado de Sinaloa.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia del 
Estado de 
Sinaloa.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

Las controver-
sias de cualquier 
orden que se sus-
citen: entre los 
poderes del Es-
tado; entre uno 
o más poderes 
del Estado y los 
ayuntamientos; 
los ayuntamientos 
entre sí.

Actos concretos, 
incluyendo los 
conflictos de lí-
mites territoria-
les.

Poderes del Esta-
do; Ayuntamien-
tos.

60 días, conta-
dos a partir del 
día siguiente 
al en que  haya 
surtido efectos, 
conforme a la 
ley del acto, la 
notificación al 
actor de la reso-
lución o acuerdo 
que reclame; al 
en que haya teni-
do conocimiento 
de ellos o de su 
ejecución, o al en 
que se hubiese 
ostentado sabe-
dor de los mis-
mos.

Tratándose de 
conflicto de lími-
tes, la demanda 
se presentará en 
cualquier mo-
mento.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
poner el asunto 
en estado de re-
solución y for-
mular el proyec-
to de resolución 
respectivo.

Efectos rela-
tivos.

R e c u r s o 
de recla-
mación.

R e c u r s o 
de queja.
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Sonora57

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
no regulada.

Cabe precisar que en 
términos del artículo 328 
del Código Electoral para 
el Estado de Sonora, el re-
curso de apelación es la 
vía por la cual los ciuda-
danos, individualmente, 
pueden impugnarlos ac-
tos del Registro Electoral 
después de agotar la ins-
tancia administrativa, así 

57	 	  Última reforma constitucional del 27 de 
septiembre de 2012, http://www.congresoson.gob.
mx/Leyes_Archivos/doc_7.pdf [07/08/2013].

como los actos, omisio-
nes, acuerdos y resolucio-
nes del Consejo Estatal; 
de modo colectivo, las 
organizaciones o agrupa-
ciones políticas exclusi-
vamente en lo relativo a 
su registro como partido 
estatal.

Por añadidura, la Ley 
de Participación Ciudada-
na del Estado de Sonora, 
prevé al recurso de apela-
ción como el medio para 
controvertir los actos o 
resoluciones del Consejo 
Estatal Electoral de Sono-
ra podrán ser impugnados 
ante el Tribunal Estatal 
Electoral; con lo cual se 
pretende preservar el de-
recho de los ciudadanos 
que hayan hecho valer los 
mecanismos de partici-
pación reconocidos en la 
citada normatividad. De 
este medio de impugna-
ción conoce y resuelve el 
Tribunal Estatal Electoral 
de Sonora, máxima auto-
ridad jurisdiccional en la 
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materia.
Tabasco58

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

Aun así, de acuerdo 
a los artículos 55, 61 y 
63de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y 
Soberano de Tabasco, se 
deposita el ejercicio del 
Poder Judicial del Estado, 
entre otros, en el Tribu-
nal Superior de Justicia; 
el cualse integrará cuando 

58	 	  Última reforma constitucional del 26 de 
septiembre de 2012, http://www.congresotabas-
co.gob.mx/LX/marco/constitucion_tabasco.pdf 
[07/08/2013].

menos por 19 magistrados 
numerarios y los supernu-
merarios e interinos que 
se requieran, y funciona-
rán en pleno y en salas. En 
la parte que interesa del 
ordenamiento en consulta 
determina que el Tribu-
nal Superior de Justicia, 
funcionando en pleno, co-
rresponde dirimir los con-
flictos de carácter jurídico 
que surjan entre los Mu-
nicipios y cualquiera de 
los otros dos Poderes del 
Estado y los demás que le 
confieren las leyes.

En ese sentido, la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado de Tabas-
co, en su artículo 14, pre-
vé las facultades del Pleno 
del Tribunal, entre ellos:

Dirimir los conflictos 
de carácter jurídico que 
surjan entre los Munici-
pios y cualesquiera de los 
otros dos Poderes del Es-
tado, y los demás que les 
confieran las Leyes y,

Conocer y resolver en 
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términos del artículo 65, 
fracción I, inciso g), de la 
Constitución Local, de la 
Acción de Revisión Mu-
nicipal, mediante la que se 
le plantee la posible con-
tradicción entre un acto 
o disposición de carácter 
general emitida por el ca-
bildo con alguna dispo-
sición contemplada en la 
Constitución del Estado.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley de Medios de 
Impugnación en Materia 
Electoral del Estado de 
Tabasco, prevé el juicio 
para la protección de los 
derechos político-electo-
rales, el cual sólo proce-
derá cuando el ciudadano 
por sí mismo y en forma 
individual, haga valer pre-
suntas violaciones a sus 
derechos de votar y ser 
votado en las elecciones 
populares, de asociarse 
individual y libremente 

para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos po-
líticos y de afiliarse libre e 
individualmente a los par-
tidos políticos.

De este medio de im-
pugnación conoce y re-
suelve, en única instancia, 
el Pleno del Tribunal Elec-
toral de Tabasco, máxima 
autoridad jurisdiccional 
en la materia. Además, la 
Ley de Participación Ciu-
dadana del Estado de Ta-
basco, menciona que los 
poderes públicos, o los 
promoventes que partici-
pen en el procedimiento 
de plebiscito, referéndum 
e iniciativa popular, po-
drán impugnar, por con-
ducto de sus represen-
tantes, las resoluciones 
pronunciadas por el Con-
sejo Estatal, y en su caso 
por el Consejo Municipal 
que hayan coadyuvado en 
el mismo, tales como, los 
acuerdos emitidos donde 
se declare la procedencia 
o improcedencia de los 
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instrumentos; y los resul-
tados consignados en las 
actas de Cómputo Muni-
cipal o Estatal, a través de 
los recursos señalados en 
la Ley Electoral del Esta-
do de Tabasco.

Tamaulipas59

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

La Constitución Políti-
ca del Estado de Tamauli-
pas dispone en su artículo 

59	 	  Última reforma constitucional del 5 de 
marzo de 2013, http://www.congresotamaulipas.
gob.mx/CongresoTamaulipas/Archivos/Consti-
tuciones/29%20%20constituci%C3%B3n%20
%20pol%C3%ADtica%20del%20%20estado%20
de%20%20tamaulipas.pdf [07/08/2013].

100 que el ejercicio del 
Poder Judicial se deposita 
en el Supremo Tribunal de 
Justicia, en el Tribunal del 
Poder Judicial del Estado, 
en los Juzgados de Prime-
ra Instancia, en los Juzga-
dos Menores, en los Juzga-
dos de Paz y en el Jurado 
Popular. Los diversos101 
y 106 relacionado con 
los numerales 113 y 114, 
Apartado A, fracción I del 
ordenamiento en consulta 
determinan que el Pleno 
del Supremo Tribunal de 
Justicia, en funciones de 
Tribunal Constitucional, 
tendrá jurisdicción para 
conocer y resolver de la 
controversia constitucio-
nal y la acción de incons-
titucionalidad locales. El 
Tribunal Constitucional 
se integrará cada vez que 
se requiera; iniciará sus 
funciones a más tardar tres 
días después de la fecha 
de presentación del escri-
to de demanda en la ofi-
cialía de partes común del 
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propio Tribunal y estará 
en funciones hasta agotar 
el trámite de los asuntos 
de su competencia.

El Tribunal Constitu-
cional resuelve los asun-
tos de su competencia en 
única              instancia.

Los mecanismos en 
cita son desarrollados por 
la Ley de Control Consti-
tucional para el Estado de 
Tamaulipas.60

Controversia constitu-
cional:

Es el medio de control 
constitucional que podrán 
promover los Poderes del 
Estado y los municipios, 
para impugnar actos o nor-
mas generales estatales o 
municipales que invadan 
su competencia conforme 
a la Constitución del Esta-
do; estas puede suscitarse 
entre: el Poder Ejecutivo 

60	 	 Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 30 de marzo de 2010, http://www.con-
gresotamaulipas.gob.mx/CongresoTamaulipas/
Archivos/Leyes/ley%20de%20control%20consti-
tucional%20para%20el%20estado%20de%20%20
tamaulipas.pdf (21/03/2013)

y el Poder Legislativo; el 
Poder Ejecutivo y uno o 
más municipios del Esta-
do; el Poder Legislativo y 
uno o más municipios del 
Estado; un municipio y 
otro u otros del Estado.

Tiene como finalidad 
mantener la supremacía 
de la Constitución local.

La sustanciación de 
la controversia consti-
tucional está confiada a 
un Magistrado instructor 
hasta ponerlo en estado 
de resolución; correspon-
diendo al pleno del Supre-
mo Tribunal de Justicia 
en funciones de tribunal 
constitucional dictar la 
sentencia.

En la sentencia, el Tri-
bunal deberá precisas sus 
alcances y efectos, los ór-
ganos obligados a cum-
plirla, las normas o actos 
en los que opere y todos 
los elementos necesarios 
para su plena eficacia.

Las sentencias que de-
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claren la invalidez de una 
norma general, sus efec-
tos se extenderá a todas 
aquellas normas cuya va-
lidez dependa de la propia 
norma inválida.

En todo caso, cuando 
se declaren la invalidez de 
disposiciones generales 
de los Poderes Legislati-
vos o los Ayuntamientos, 
tendrán efectos generales 
cuando sean aprobadas 
por las dos terceras partes 
de los integrantes del Tri-
bunal Constitucional, las 
que no alcances la vota-
ción requerida serán des-
estimadas.

Las demás resoluciones 
tendrán efectos relativos.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

Es el medio de control 
constitucional mediante el 
cual se impugnan normas 
generales expedidas por 
el Congreso del Estado o 
por un Ayuntamiento, que 
sean contrarias a la Cons-

titución del Estado.
Por esta vía pueden im-

pugnarse: 1) las leyes, de-
cretos o puntos de acuerdo 
que apruebe el Congreso 
del Estado o la Diputación 
Permanente; b) los regla-
mentos, acuerdos, decre-
tos y demás normas ad-
ministrativas de carácter 
general expedidas por el 
Poder Ejecutivo y demás 
entidades públicas con fa-
cultad reglamentaria; y c) 
los bandos de policía y de 
gobierno, los reglamentos, 
circulares y disposiciones 
administrativa de obser-
vancia general, expedidas 
por los ayuntamientos.

Están legitimados para 
su interposición: 1) el 
treinta y tres por ciento de 
los diputados integrantes 
del Congreso del Estado; 
2) el o los síndicos de los 
ayuntamientos del Esta-
do; 3) el treinta y tres por 
ciento de los regidores in-
tegrantes del cabildo; 4) 
el Procurador General de 
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Justicia del Estado; y, 5) el 
Presidente de la Comisión 
de Derechos Humanos 
del Estado de Tamaulipas, 
cuando se expida algu-
na norma que transgreda 
los derechos humanos. 
El procedimiento estará 
a cargo de un Magistrado 
instructor, quien agotado 
los trámites propondrá el 
proyecto de resolución 
definitiva.

Las resoluciones del 
Tribunal Constitucional 
sólo podrán declarar la 
invalidez de las normas 
impugnadas con efectos 
generales, cuando sean 
aprobadas por lo menos 
por las dos terceras partes 
de los integrantes del Ple-
no.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley de Medios de 
Impugnación Electoral 
de Tamaulipas, consagra 
el recurso de defensa de 

derechos político-electo-
rales del ciudadano, como 
un medio de impugnación 
en materia electoral por el 
cual el ciudadano por sí 
mismo y en forma indivi-
dual, haga valer presuntas 
violaciones a sus derechos 
de votar y ser votado en 
las elecciones populares, 
de asociarse individual 
y libremente para tomar 
parte en forma pacífica 
en los asuntos políticos y 
de afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos 
políticos.

De este medio de im-
pugnación conoce y re-
suelve, en única instancia, 
el Pleno del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial 
del Estado de Tamaulipas, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Estado.

Adicionalmente, la Ley 
de Participación Ciuda-
dana del Estado de Ta-
maulipas, prevé que las 
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controversias que generen 
con motivo de la validez 
de los procesos de plebis-
cito y referéndum serán 
resueltas por el Tribunal 
Electoral; con lo cual se 
pretende preservar el de-
recho de los ciudadanos 
que hayan hecho valer los 
mecanismos de participa-
ción reconocidos en la ci-
tada normatividad.
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 100, 101, 106, 
113 fracción I, 114 
Apartado A, frac-
ción Ide la Consti-
tución Política del 
Estado de Tamau-
lipas.

Ley de Control 
C o n s t i t u c i o n a l 
para el Estado de 
Tamaulipas.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

Por actos o normas ge-
nerales estatales o mu-
nicipales que invadan 
la competencia de: El 
Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo; El 
Poder Ejecutivo y uno 
o más municipios del 
Estado; El Poder Le-
gislativo y uno o más 
municipios del Estado; 
un municipio y otro u 
otros del Estado.

Actos concretos 
o normas gene-
rales.

Poder del Estado con ex-
cepción del judicial y los 
municipios.

Actos concretos: 
30 días, conta-
dos a partir del 
día siguiente que 
conforme a la 
ley que regula el 
acto impugnado 
surta efectos la 
notificación de 
la resolución o 
acuerdo que se 
reclame; o al en 
que se haya teni-
do conocimiento 
de ellos o de su 
ejecución; o al 
en que el actor se 
ostente sabedor 
de los mismos.

Normas Genera-
les: 30 días, con-
tados a partir del 
día siguiente a la 
fecha de su pu-
blicación, o del 
día siguiente en 
que se produzca 
el primer acto de 
aplicación de la 
norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor, quien 
pondrá el asunto 
en estado de re-
solución y elabo-
rará el proyecto 
de resolución 
respectivo.

Efectos relati-
vos.

Las resolucio-
nes que decla-
ren la invalidez 
de disposiciones 
generales de 
los Poderes Le-
gislativo o los 
ayuntamientos, 
tendrán efectos 
generales, cuan-
do sean aproba-
das por las dos 
terceras partes 
de los integran-
tes del Tribunal 
Constitucional.

R e c u r s o 
de recla-
mación.

R e c u r s o 
de queja.
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MECANIS-
MO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA ACTO/DIS-
POSICIÓN/

RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE 
LA SENTEN-

CIA

RECUR-
SOS

Controversia 
constitucional.

Art. 100, 101, 106, 
113 fracción I, 114 
Apartado A, frac-
ción Ide la Consti-
tución Política del 
Estado de Tamau-
lipas.

Ley de Control 
C o n s t i t u c i o n a l 
para el Estado de 
Tamaulipas.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los ór-
ganos del Estado.

Por actos o normas ge-
nerales estatales o mu-
nicipales que invadan 
la competencia de: El 
Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo; El 
Poder Ejecutivo y uno 
o más municipios del 
Estado; El Poder Le-
gislativo y uno o más 
municipios del Estado; 
un municipio y otro u 
otros del Estado.

Actos concretos 
o normas gene-
rales.

Poder del Estado con ex-
cepción del judicial y los 
municipios.

Actos concretos: 
30 días, conta-
dos a partir del 
día siguiente que 
conforme a la 
ley que regula el 
acto impugnado 
surta efectos la 
notificación de 
la resolución o 
acuerdo que se 
reclame; o al en 
que se haya teni-
do conocimiento 
de ellos o de su 
ejecución; o al 
en que el actor se 
ostente sabedor 
de los mismos.

Normas Genera-
les: 30 días, con-
tados a partir del 
día siguiente a la 
fecha de su pu-
blicación, o del 
día siguiente en 
que se produzca 
el primer acto de 
aplicación de la 
norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor, quien 
pondrá el asunto 
en estado de re-
solución y elabo-
rará el proyecto 
de resolución 
respectivo.

Efectos relati-
vos.

Las resolucio-
nes que decla-
ren la invalidez 
de disposiciones 
generales de 
los Poderes Le-
gislativo o los 
ayuntamientos, 
tendrán efectos 
generales, cuan-
do sean aproba-
das por las dos 
terceras partes 
de los integran-
tes del Tribunal 
Constitucional.

R e c u r s o 
de recla-
mación.

R e c u r s o 
de queja.
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152

Acción de in-
constituciona-
lidad.

Art. 100, 101, 
106, 113 fracción 
II, 114 Apartado 
A, fracción I de la 
Constitución Polí-
tica del Estado de 
Tamaulipas.

Ley de Control 
C o n s t i t u c i o n a l 
para el Estado de 
Tamaulipas.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posible 
contradicción entre 
una norma general y la 
Constitución. 

Norma general 
expedida por el 
Congreso del Es-
tado o un ayunta-
miento.

Los diputados, tratándo-
se de normas generales 
expedidas por el Congre-
so del Estado; los síndi-
cos y regidores, de nor-
mas generales expedidas 
por su respectivo ayun-
tamiento; el Procurador 
General de Justicia del 
Estado; el presidente de 
la Comisión de Derechos 
Humanos de Tamauli-
pas, de normas generales 
que violen derechos hu-
manos.

30 días hábiles 
contados a partir 
del día siguien-
tes a la fecha de 
publicación de la 
norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor, quien 
pondrá el asunto 
en estado de re-
solución y elabo-
rará el proyecto 
de resolución 
respectivo.

Las resolucio-
nes sólo podrán 
declarar la inva-
lidez de las nor-
mas impugnadas 
con efectos ge-
nerales, cuando 
sean aprobadas 
por las dos ter-
ceras partes de 
los integrantes 
del Pleno.

R e c u r s o 
de recla-
m a c i ó n , 
en contra 
del auto 
que de-
crete la 
improce-
dencia o 
el sobre-
seimiento 
de la ac-
ción.

Recurso de 
defensa de los 
derechos polí-
tico-electora-
les del ciuda-
dano.

Art. 20 fracción III 
y IV, 100, 103, 106 
de la Constitución 
Política del Estado 
de Tamaulipas.

Ley de Medios 
de Impugnación 
Electorales de Ta-
maulipas.

Pleno del 
T r i b u n a l 
E l e c t o r a l 
del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Tamaulipas.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los dere-
chos de: votar y ser vo-
tado en las elecciones 
populares; de asociarse 
libre e individualmen-
te para tomar parte en 
forma pacífica en los 
asuntos políticos; afi-
liarse libre e indivi-
dualmente a los parti-
dos políticos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano por sí mis-
mo y en forma indivi-
dual.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
que se impugna.

A cargo de un 
magistrado po-
nente, a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Confirmar, mo-
dificar o revocar 
el acto impugna-
do y restituir al 
promovente en 
el uso y goce del 
derecho políti-
co-electoral que 
le haya sido vio-
lado.

Sin ulte-
rior re-
curso, en 
el ámbito 
local.
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Acción de in-
constituciona-
lidad.

Art. 100, 101, 
106, 113 fracción 
II, 114 Apartado 
A, fracción I de la 
Constitución Polí-
tica del Estado de 
Tamaulipas.

Ley de Control 
C o n s t i t u c i o n a l 
para el Estado de 
Tamaulipas.

Pleno del 
S u p r e m o 
Tribunal de 
Justicia en 
f u n c i o n e s 
de Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Plantear la posible 
contradicción entre 
una norma general y la 
Constitución. 

Norma general 
expedida por el 
Congreso del Es-
tado o un ayunta-
miento.

Los diputados, tratándo-
se de normas generales 
expedidas por el Congre-
so del Estado; los síndi-
cos y regidores, de nor-
mas generales expedidas 
por su respectivo ayun-
tamiento; el Procurador 
General de Justicia del 
Estado; el presidente de 
la Comisión de Derechos 
Humanos de Tamauli-
pas, de normas generales 
que violen derechos hu-
manos.

30 días hábiles 
contados a partir 
del día siguien-
tes a la fecha de 
publicación de la 
norma.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor, quien 
pondrá el asunto 
en estado de re-
solución y elabo-
rará el proyecto 
de resolución 
respectivo.

Las resolucio-
nes sólo podrán 
declarar la inva-
lidez de las nor-
mas impugnadas 
con efectos ge-
nerales, cuando 
sean aprobadas 
por las dos ter-
ceras partes de 
los integrantes 
del Pleno.

R e c u r s o 
de recla-
m a c i ó n , 
en contra 
del auto 
que de-
crete la 
improce-
dencia o 
el sobre-
seimiento 
de la ac-
ción.

Recurso de 
defensa de los 
derechos polí-
tico-electora-
les del ciuda-
dano.

Art. 20 fracción III 
y IV, 100, 103, 106 
de la Constitución 
Política del Estado 
de Tamaulipas.

Ley de Medios 
de Impugnación 
Electorales de Ta-
maulipas.

Pleno del 
T r i b u n a l 
E l e c t o r a l 
del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Tamaulipas.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

Violaciones a los dere-
chos de: votar y ser vo-
tado en las elecciones 
populares; de asociarse 
libre e individualmen-
te para tomar parte en 
forma pacífica en los 
asuntos políticos; afi-
liarse libre e indivi-
dualmente a los parti-
dos políticos.

Actos emitidos 
por el órgano 
electoral o  auto-
ridad partidista.

El ciudadano por sí mis-
mo y en forma indivi-
dual.

Dentro de los 4 
días, contados a 
partir del día si-
guiente a aquél 
en que se tenga 
conocimiento del 
acto o resolución 
que se impugna.

A cargo de un 
magistrado po-
nente, a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Confirmar, mo-
dificar o revocar 
el acto impugna-
do y restituir al 
promovente en 
el uso y goce del 
derecho políti-
co-electoral que 
le haya sido vio-
lado.

Sin ulte-
rior re-
curso, en 
el ámbito 
local.
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Tlaxcala61

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:     regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:       
regulada.

Medios de control de la                                          
constitucionalidad62

El artículo 81 Consti-
tucional, ha sufrido cinco 
reformas de 1982 a 2012.63

61	 	  Última reforma constitucional del 5 de 
diciembre de 2012, http://201.122.192.8/index.
php?pagina=100 [07/08/2013].

62	 	  Para una mayor comprensión del tema se 
sugiere el estudio que sobre esta constitución en 
particular realiza el Dr. Miguel Covián Andrade, en 
su obra “La Suprema Corte y Control de la Cons-
titucionalidad (diez años de fallas e imprecisio-
nes)”, Centro de Estudios de Ingeniería Política y 
Constitucional, A.C., 2005, México, pp. 326–342. 
También cfr. Fix-Zamudio, Héctor, “Estudio de 
la Defensa de la Constitución en el Ordenamiento 
Mexicano”, 2ª ed., Porrúa–UNAM, México, 2011, 
p. 438.

63	 	  Fuente: http://www2.scjn.gob.mx/red/sc-
cef/paginas/Default.aspx(15/05/2013)

Su párrafo primero fue 
reformado el 18 de mayo 
de 2001 y establece que 
el Pleno del Tribunal Su-
perior de Justicia, el cual 
se integra por nueve Ma-
gistrados propietarios, in-
cluyendo su Presidente, 
actuando como Tribunal 
de Control Constitucional 
del Estado (artículos 79, 
80, fracción II y 81), co-
nocerá de los asuntos si-
guientes:

De los particulares con-
tra leyes o actos de au-
toridades que vulneren 
derechos humanos consa-
grados en la Constitución 
(fracción I).64

Juicios de competencia 
constitucional en contra 
de actos o normas jurídi-
cas generales violatorias 
de la Constitución y leyes, 
suscitados entre poderes: 

64	 	  Este medio de control no es más 
que el juicio de amparo en el ámbito lo-
cal, el cual se encuentra regulado en el 
artículo 65 de la Ley del Control Cons-
titucional del Estado de Tlaxcala (Regla-
mentaria del artículo 81). 
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(fracción II).65

Legislativo y Ejecuti-
vo.

Legislativo y un ayun-
tamiento.

Ejecutivo y un ayunta-
miento.

Dos o más ayuntamien-
tos. Entre municipios di-
ferentes, salvo cuestiones 
de límites territoriales, 
siendo competente en tal 
materia el Congreso Esta-
tal.

Dos o más munícipes 
de un mismo ayuntamien-
to.

El término para promo-
ver este medio de control, 
será de treinta días natu-
rales siguiente al en que 
se tenga conocimiento de 
la norma o acto. (fracción 
V).

Acciones de inconstitu-
cionalidad contra normas 

65	 	  Esta denominación es imprecisa 
porque específicamente este medio de 
control se trata de las controversias cons-
titucionales o conflictos entre órganos. Se 
encuentra regulado en el artículo 73 de la 
Ley Reglamentaria.

generales del Congreso 
sobre violación abstracta 
de la Constitución. (Para 
su ejercicio se requiere del 
25% de los legisladores, es 
decir de ocho diputados.66 
Podrán interponerlo, ade-
más, la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos, 
la Universidad Autónoma 
del Estado, el Procurador 
General de Justicia y los 
Partidos Políticos regis-
trados en asuntos de ma-
teria electoral). (Fracción 
III).

Acciones de inconsti-
tucionalidad contra nor-
mas generales de algún 
ayuntamiento o concejo 
municipal sobre violación 
abstracta de la Constitu-
ción. (Para su ejercicio se 
requiere del 25% de los 
munícipes o consejo mu-
nicipal del mismo ayunta-

66	 	  El Congreso del Estado de Tlaxca-
la se integra por 32 diputados, 19 electos 
por el principio de mayoría relativa y 13 
por representación proporcional. (artícu-
lo 32 constitucional local). Se encuentra 
regulado en el artículo 76 de la Ley Re-
glamentaria. 
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miento).
Podrán interponerlo, 

además, los diputados 
respectivos del Distrito 
Electoral que comprenda 
el ayuntamiento que expi-
dió la norma impugnada, 
el gobernador del Estado, 
la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, las 
Universidades Públicas 
Estatales y el Procurador 
General de Justicia del 
Estado. (fracción IV).67

Los promoventes debe-
rán interponer las accio-
nes dentro del término de 
noventa días naturales si-
guientes a la publicación 
de las normas impugna-
das (fracción V).

Acciones contra omi-
sión legislativa del Con-
greso, Gobernador y 
Ayuntamientos, corres-
pondiendo su ejercicio a 
las autoridades estatales 

67	 	  El término correcto de este medio de con-
trol no es el que se señala en esta fracción, sino 
“recurso de anticonstitucionalidad”. Se encuentra 
regulado en el artículo 76 de la Ley del Control 
Constitucional del Estado de Tlaxcala (Reglamen-
taria del artículo 81).

y municipales, así como a 
los residentes en el Esta-
do. (fracción VI).68

Cuestiones de incons-
titucionalidad planteadas 
por órganos jurisdicciona-
les, de oficio o a petición 
de parte, de una norma ge-
neral que pueda ser con-
traria a la Constitución y 
de cuya validez dependa 
el fallo de un proceso. 
(fracción VII).

Las resoluciones que 
declaren procedentes los 
juicio de competencia 
constitucional y las accio-
nes de inconstitucionali-
dad deberán ser aproba-
das por mayoría de seis 
Magistrados, si se pre-
tende declarar inválida la 
norma y con efectos ge-
nerales, exigiéndose un 
quórum de cuando menos 
de siete Magistrados, es-
tableciéndose asimismo 
68	 	  El término correcto de este medio de con-

trol no es el que se señala en esta fracción, sino 
“omisión del ejercicio de atribuciones de naturaleza 
legislativa”. Se encuentra regulado en el artículo 83 
de la Ley del Control Constitucional del Estado de 
Tlaxcala (Reglamentaria del artículo 81).
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que las resoluciones dic-
tadas del Pleno, son irre-
curribles69 y que deberán 
ser obedecidas por la au-
toridad omisa, so pena de 
ser destituida (fracción V, 
incisos d), e), f), g), y h), 
reformados el 3 de febre-
ro de 2012 los incisos d) 
y e), y el 1 de agosto de 
2008 el inciso g).

La Ley reglamentaria 
del artículo 81 constitu-
cional, se denomina Ley 
del Control Constitucio-
nal del Estado de Tlaxcala, 
publicado en el Periódico 
Oficial el 30 de noviem-
bre de 2001, vigente a 
partir del 15 de enero de 
2002, con 88  artículos y 
un transitorio70, siendo su 
última reforma el 05 de 
diciembre de 2008.71

En materia electoral, la 
Ley de Medios de Impug-

69	 	  Esta disposición debe entenderse que opera 
únicamente en el ámbito local.

70	 	  Fuente: http://info4.juridicas.unam.mx/ad-
projus/leg/30/1187/default.htm?s= (15/05/2013)

71	 	  Fuente: http://201.122.192.8/index.
php?pagina=100 (15/05/2013)

nación en Materia Electo-
ral para el Estado de Tlax-
cala, publicada el 31 de 
diciembre de 2003, sien-
do su última reforma el 
09 de diciembre de 2008, 
establece el juicio de pro-
tección de los derechos 
político electorales del 
ciudadano, el cual solo 
procederá cuando el ciu-
dadano por sí mismo y de 
forma individual haga va-
ler presuntas violaciones a 
sus derechos de votar y de 
ser votado en las eleccio-
nes populares, de asociar-
se individual y libremente 
para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos po-
líticos y de afiliarse libre e 
individualmente a los par-
tidos políticos; siempre y 
cuando se hubieren reu-
nido los requisitos cons-
titucionales y legales para 
el ejercicio de esos dere-
chos. De este medio de 
impugnación conoce y re-
suelve en única instancia, 
la Sala Unitaria Electoral-
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Administrativa del Tribu-
nal Superior de Justicia 
del Estado de Tlaxcala, 
máxima autoridad juris-
diccional en la materia y 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Estado.

Resoluciones en mate-
ria de control de constitu-
cionalidad del pleno.72

Controversias Consti-
tucionales: 2

• 1 Concluida, declaran-
do la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación la invalidez 
del acuerdo emitido por la 
Legislatura Local, que or-
denaba al Poder Judicial 
pagar con cargo a su erario 
público las prestaciones 
legales y contractuales de 
la ex Magistrada Sandra 
Juárez Domínguez, y;

• 1 Pendiente de resol-
ver.

Juicio de Protección 
Constitucional:
72	 	  Informe correspondiente a 2012, ren-

dido por su Presidente. Fuente: http://www.
tsj t laxcala.gob.mx/90209348-11FB-46A8-
83B2-E3DC375FF196/FinalDownload/DownloadId-

1 Concluido.
• Se giraron un total 

de 62 convocatorias a los 
Magistrados Integrantes 
del Pleno para celebrar 23 
Sesiones Ordinarias, 31 
Sesiones Extraordinarias 
y 8 Sesiones Extraordina-
rias actuando como Tribu-
nal de Control Constitu-
cional, presidiendo todas 
y cada una de ellas.

• El Pleno de este Tri-
bunal erigido como Ór-
gano de Control Consti-
tucional, dictó un total de 
30 sentencias, 7 corres-
ponden a Juicios de Pro-
tección Constitucional, 2 
Juicios de Competencia 
Constitucional, 19 Recur-
sos de Revocación y 2 In-
cidentes de Violación a la 
Suspensión.

• En el ámbito de la 
competencia de este órga-
no supremo, se radicaron 
98 asuntos, se concluye-
ron 105, de los cuales 13 
corresponden a Juicios de 
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Protección Constitucional; 
3 incidencias promovidas 
dentro de Medios de Control 
Constitucional; un Juicio de 
Competencia Constitucio-
nal, entre otros.

Para obtener mayor infor-
mación acerca de si en el Es-
tado se ha promovido y re-
suelto medios de control de 
constitucionalidad antes en-
listados, se solicitó la infor-
mación respectiva al Tribu-
nal Superior de Justicia del 
Estado de Tlaxcala VIA IN-
FOMEX, según números de 
folios 00048313, 00048413, 
00048513, 00048613, 
00048713, 00048813 de 15 
de mayo de 2013, y los días 
04 y 05 de junio siguientes 
se proporcionó el    	 respec-
tivo73 contiene la informa-
ción solicitada.

D8E09F71343A5701238EB15D641A02AA/90209348-
11 F B - 4 6 A 8 - 8 3 B 2 - E 3 D C 3 7 5 F F 1 9 6 / i n f o r m e s /
informe2012.pdf (15/05/2013)

73	 	 Fuente: http://www.tsjtlaxcala.gob.mx/Sria_Ge-
neral/MediosControlConstPresentados2013.pdf consul-
tado el 02 de agosto de 2013 a las 10:30 hrs.
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA 

SENTEN-
CIA

RECUR-
SOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, frac-
ción Ide la Cons-
titución Política 
del Estado Libre y 
Soberano de Tlax-
cala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que se susci-
ten entre: Poderes Legis-
lativo y Ejecutivo; Poder 
Legislativo y un ayunta-
miento o concejo muni-
cipal; Poder Ejecutivo y 
un ayuntamiento o conce-
jo municipal; dos o más 
ayuntamientos o concejos 
municipales, de diferen-
tes  municipios diferentes, 
siempre que no se trate de  
cuestiones relativas a sus 
límites territoriales; dos o 
más munícipes de un mis-
mo ayuntamiento o conce-
jo municipal, incluidos los 
presidentes de comunidad.

Actos concretos 
o normas jurídi-
cas de carácter  
general.

Poderes del Estado, 
ayuntamientos, con-
cejos municipales y 
presidentes de comu-
nidad.

30 días naturales 
siguientes al en 
que se tenga co-
nocimiento de la 
norma o acto.

Tratándose de 
omisiones no 
está sujeto a tér-
mino alguno.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Efectosrela-
tivos.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, 
fracción IIIde la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Tlaxcala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Contra normas jurídicas 
de carácter general, en las 
que se plantee violación 
abstracta de la Constitu-
ción. 

Normas jurídi-
cas de carácter 
general prove-
niente del Con-
greso del Estado.

El 25% de los dipu-
tados que integran el 
Poder Legislativo; a 
la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos; 
a la Universidad Au-
tónoma de Tlaxcala; 
al Procurador General 
de Justicia del Estado 
en los asuntos relati-
vos a su función; y, a 
los partidos políticos 
debidamente registra-
dos ante el Instituto 
Electoral del Estado, 
en asuntos de materia 
electoral.

90 días natura-
les, contados a 
partir de aquél 
en que la norma 
jurídica que se 
desea impug-
nar, haya sido 
publicada en el 
periódico oficial 
del Gobierno del 
Estado.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.
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MECANISMO FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS 
DE LA 

SENTEN-
CIA

RECUR-
SOS

C o n t r o v e r s i a 
constitucional.

Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, frac-
ción Ide la Cons-
titución Política 
del Estado Libre y 
Soberano de Tlax-
cala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Determinar el 
ámbito compe-
tencial de los 
órganos del Es-
tado.

Conflictos que se susci-
ten entre: Poderes Legis-
lativo y Ejecutivo; Poder 
Legislativo y un ayunta-
miento o concejo muni-
cipal; Poder Ejecutivo y 
un ayuntamiento o conce-
jo municipal; dos o más 
ayuntamientos o concejos 
municipales, de diferen-
tes  municipios diferentes, 
siempre que no se trate de  
cuestiones relativas a sus 
límites territoriales; dos o 
más munícipes de un mis-
mo ayuntamiento o conce-
jo municipal, incluidos los 
presidentes de comunidad.

Actos concretos 
o normas jurídi-
cas de carácter  
general.

Poderes del Estado, 
ayuntamientos, con-
cejos municipales y 
presidentes de comu-
nidad.

30 días naturales 
siguientes al en 
que se tenga co-
nocimiento de la 
norma o acto.

Tratándose de 
omisiones no 
está sujeto a tér-
mino alguno.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Efectosrela-
tivos.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.

Acción de in-
constitucionali-
dad.

Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, 
fracción IIIde la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Tlaxcala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Contra normas jurídicas 
de carácter general, en las 
que se plantee violación 
abstracta de la Constitu-
ción. 

Normas jurídi-
cas de carácter 
general prove-
niente del Con-
greso del Estado.

El 25% de los dipu-
tados que integran el 
Poder Legislativo; a 
la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos; 
a la Universidad Au-
tónoma de Tlaxcala; 
al Procurador General 
de Justicia del Estado 
en los asuntos relati-
vos a su función; y, a 
los partidos políticos 
debidamente registra-
dos ante el Instituto 
Electoral del Estado, 
en asuntos de materia 
electoral.

90 días natura-
les, contados a 
partir de aquél 
en que la norma 
jurídica que se 
desea impug-
nar, haya sido 
publicada en el 
periódico oficial 
del Gobierno del 
Estado.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.



164 Revista Tepantlato

Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, 
fracción IVde la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Tlaxcala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Contra normas jurídicas 
de carácter general, en las 
que se plantee violación 
abstracta de la Constitu-
ción. 

Normas jurídi-
cas de carácter 
general prove-
nientes de algún 
ayuntamiento o 
concejo munici-
pal.

El equivalente al 25% 
de los munícipes del 
mismo ayuntamiento 
o concejo municipal, 
incluidos los presi-
dentes de comunidad; 
al o los diputados, en 
cuyo distrito electoral 
se comprenda el ayun-
tamiento o concejo 
municipal que haya 
expedido la norma 
impugnada; al Gober-
nador del Estado; a la 
Comisión Estatal de 
Derechos Humanos; 
a la Universidad Au-
tónoma de Tlaxcala; 
a las Universidades 
Públicas estatales; al 
Procurador General de 
Justicia del Estado en 
los asuntos relativos a 
su función.

90 días natura-
les, contados a 
partir de aquél 
en que la norma 
jurídica que se 
desea impug-
nar, haya sido 
publicada en el 
periódico oficial 
del Gobierno del 
Estado.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.

Cuestión de constituciona-
lidad.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción VII de la Constitución  
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Mantener el  orden consti-
tucional.

Duda sobre la constitucionalidad de una 
norma con carácter general aplicable al caso 
concreto, de cuya validez dependa el fallo.

Acto concreto de aplicación 
de la norma de carácter ge-
neral.

De oficio o a instancia de parte. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal.

Acción por omisión legisla-
tiva.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción VIde la Constitución 
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Mantener el  orden consti-
tucional.

Omisiones imputables al Congreso, Gober-
nador y ayuntamientos o concejos munici-
pales, a que estén obligados en términos de 
las Constituciones Políticas, de los Estados 
Unidos Mexicanos, del Estado y de las leyes.

Omisión de  expedir una 
norma de carácter general.

Las autoridades estatales o municipa-
les, las personas residentes en el Esta-
do, así como a las personas morales.

No está sujeto a término 
alguno.

Sobre los acuerdos de trámi-
te, a cargo del Presidente del 
Tribunal Superior.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Se aplica en lo condu-
cente, los efectos de la 
sentencia dictadas en 
las acciones de incons-
titucionalidad.

Las sentencias de fon-
do son irrecurribles.

En las resoluciones in-
traprocesales, procede 
la revocación.
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Art. 79, 80 frac-
ción II y 81, 
fracción IVde la 
Constitución Po-
lítica del Estado 
Libre y Soberano 
de Tlaxcala.

Ley de Control 
Constitucional del 
Estado de Tlaxca-
la.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
J u s t i c i a , 
a c t u a n d o 
como Tribu-
nal de Con-
trol  Consti-
tucional del 
Estado.

Mantener el or-
den constitucio-
nal.

Contra normas jurídicas 
de carácter general, en las 
que se plantee violación 
abstracta de la Constitu-
ción. 

Normas jurídi-
cas de carácter 
general prove-
nientes de algún 
ayuntamiento o 
concejo munici-
pal.

El equivalente al 25% 
de los munícipes del 
mismo ayuntamiento 
o concejo municipal, 
incluidos los presi-
dentes de comunidad; 
al o los diputados, en 
cuyo distrito electoral 
se comprenda el ayun-
tamiento o concejo 
municipal que haya 
expedido la norma 
impugnada; al Gober-
nador del Estado; a la 
Comisión Estatal de 
Derechos Humanos; 
a la Universidad Au-
tónoma de Tlaxcala; 
a las Universidades 
Públicas estatales; al 
Procurador General de 
Justicia del Estado en 
los asuntos relativos a 
su función.

90 días natura-
les, contados a 
partir de aquél 
en que la norma 
jurídica que se 
desea impug-
nar, haya sido 
publicada en el 
periódico oficial 
del Gobierno del 
Estado.

Sobre los acuer-
dos de trámite, a 
cargo del Presi-
dente del Tribu-
nal Superior.

A cargo de un 
magistrado ins-
tructor a fin de 
que ponga el 
asunto en estado 
de resolución y 
elabore el pro-
yecto de  resolu-
ción respectivo.

Las resolu-
ciones, cuan-
do versen 
sobre nor-
mas jurídicas 
deberán ser 
a p r o b a d a s 
por mayoría 
de seis ma-
gistrados, si 
el fin es de-
clarar inváli-
da la norma 
y con efectos 
generales; en 
caso contra-
rio se deses-
timará la im-
pugnación.

Las senten-
cias de fondo 
son irrecurri-
bles.

En las re-
s o l u c i o n e s 
intraprocesa-
les, procede 
la revoca-
ción.

Cuestión de constituciona-
lidad.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción VII de la Constitución  
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Mantener el  orden consti-
tucional.

Duda sobre la constitucionalidad de una 
norma con carácter general aplicable al caso 
concreto, de cuya validez dependa el fallo.

Acto concreto de aplicación 
de la norma de carácter ge-
neral.

De oficio o a instancia de parte. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal. Sin desarrollo legal.

Acción por omisión legisla-
tiva.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción VIde la Constitución 
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Mantener el  orden consti-
tucional.

Omisiones imputables al Congreso, Gober-
nador y ayuntamientos o concejos munici-
pales, a que estén obligados en términos de 
las Constituciones Políticas, de los Estados 
Unidos Mexicanos, del Estado y de las leyes.

Omisión de  expedir una 
norma de carácter general.

Las autoridades estatales o municipa-
les, las personas residentes en el Esta-
do, así como a las personas morales.

No está sujeto a término 
alguno.

Sobre los acuerdos de trámi-
te, a cargo del Presidente del 
Tribunal Superior.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Se aplica en lo condu-
cente, los efectos de la 
sentencia dictadas en 
las acciones de incons-
titucionalidad.

Las sentencias de fon-
do son irrecurribles.

En las resoluciones in-
traprocesales, procede 
la revocación.
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Juicio de protección consti-
tucional.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción I de la Constitución 
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Tutelar los derechos huma-
nos.

Violaciones a los derechos humanos. Leyes, actos u omisiones de 
autoridad.

Los particulares. Tratándose de omisiones no 
está sujeto a término alguno.

En los demás casos deberá 
promoverse dentro de los 15 
días siguiente a aquél en que 
el acto haya sido notificado o 
se hubiere enterado.

Si el juicio se promueve con-
tra una norma que se consi-
dere autoaplicativa, el térmi-
no será de 30 días, contados 
desde su publicación oficial.

Si el acto reclamado fuere 
privativo de libertad podrá  
promoverse en cualquier  
momento.

Sobre los acuerdos de trámi-
te, a cargo del Presidente del 
Tribunal Superior.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia deberá 
restituir al actor en el 
pleno goce de la ga-
rantía violada, resta-
bleciendo las cosas al 
estado que guardaban 
antes de la violación. 
Cuando el acto recla-
mado sea de carácter 
negativo o consista en 
una omisión, el efecto 
será obligar a la autori-
dad responsable a que 
obre en el sentido de 
respetar la garantía de 
que se trate.

Las sentencias de fon-
do son irrecurribles.

En las resoluciones in-
traprocesales, procede 
la revocación.

Juicio para la protección de 
los derechos político-electo-
rales del ciudadano.

Art. 79, 95 último párrafo de 
la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de 
Tlaxcala.

Ley de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral para 
el Estado de Tlaxacala.

Sala Unitaria Elec-
toral-Administrativa 
del Tribunal Supe-
rior de Justicia del 
Estado de Tlaxcala.

Tutelar los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano.

Violaciones a los derechos de: votar y ser 
votado en las elecciones populares; asociarse 
individual y libremente para tomar parte en 
forma pacífica en los asuntos políticos; afi-
liarse libre e individualmente a los partidos 
políticos; la afectación de su derecho para 
integrar las autoridades electorales y de parti-
cipación ciudadana en el Estado

Actos emitidos por el órgano 
electoral o  autoridad parti-
dista.

El ciudadano por sí mismo y en forma 
individual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Confirmar, modificar 
o revocar el acto im-
pugnado y restituir al 
promovente en el uso 
y goce del derecho 
político-electoral que 
le haya sido violado; 
reponer el procedi-
miento del acto o reso-
lución impugnada.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.
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Juicio de protección consti-
tucional.

Art. 79, 80 fracción II y 81, 
fracción I de la Constitución 
Política del Estado Libre y So-
berano de Tlaxcala.

Ley de Control Constitucional 
del Estado de Tlaxcala.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia, 
actuando como Tri-
bunal de Control  
Constitucional del 
Estado.

Tutelar los derechos huma-
nos.

Violaciones a los derechos humanos. Leyes, actos u omisiones de 
autoridad.

Los particulares. Tratándose de omisiones no 
está sujeto a término alguno.

En los demás casos deberá 
promoverse dentro de los 15 
días siguiente a aquél en que 
el acto haya sido notificado o 
se hubiere enterado.

Si el juicio se promueve con-
tra una norma que se consi-
dere autoaplicativa, el térmi-
no será de 30 días, contados 
desde su publicación oficial.

Si el acto reclamado fuere 
privativo de libertad podrá  
promoverse en cualquier  
momento.

Sobre los acuerdos de trámi-
te, a cargo del Presidente del 
Tribunal Superior.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Efectivos relativos.

La sentencia deberá 
restituir al actor en el 
pleno goce de la ga-
rantía violada, resta-
bleciendo las cosas al 
estado que guardaban 
antes de la violación. 
Cuando el acto recla-
mado sea de carácter 
negativo o consista en 
una omisión, el efecto 
será obligar a la autori-
dad responsable a que 
obre en el sentido de 
respetar la garantía de 
que se trate.

Las sentencias de fon-
do son irrecurribles.

En las resoluciones in-
traprocesales, procede 
la revocación.

Juicio para la protección de 
los derechos político-electo-
rales del ciudadano.

Art. 79, 95 último párrafo de 
la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de 
Tlaxcala.

Ley de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral para 
el Estado de Tlaxacala.

Sala Unitaria Elec-
toral-Administrativa 
del Tribunal Supe-
rior de Justicia del 
Estado de Tlaxcala.

Tutelar los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano.

Violaciones a los derechos de: votar y ser 
votado en las elecciones populares; asociarse 
individual y libremente para tomar parte en 
forma pacífica en los asuntos políticos; afi-
liarse libre e individualmente a los partidos 
políticos; la afectación de su derecho para 
integrar las autoridades electorales y de parti-
cipación ciudadana en el Estado

Actos emitidos por el órgano 
electoral o  autoridad parti-
dista.

El ciudadano por sí mismo y en forma 
individual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado 
instructor a fin de que ponga 
el asunto en estado de reso-
lución y elabore el proyecto 
de  resolución respectivo.

Confirmar, modificar 
o revocar el acto im-
pugnado y restituir al 
promovente en el uso 
y goce del derecho 
político-electoral que 
le haya sido violado; 
reponer el procedi-
miento del acto o reso-
lución impugnada.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.
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Veracruz de Ignacio De 
La Llave74

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:      regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:       regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

La reforma a la Consti-
tución Política del Estado 
de Veracruz de Ignacio de 
la Llave publicada el 3 de 
febrero de 2000, estable-
ce mecanismos de con-
trol de la constitucionali-
dad y órganos encargados 
de conocer y resolver los 
mismos, como las contro-

74	 	  Última reforma constitucional del 9 de 
noviembre de 2012, http://www.legisver.gob.mx/
leyes/ConstitucionPDF/CONSTITU091112.pdf 
[07/08/2013].

versias constitucionales, 
las acciones de incons-
titucionalidad, la acción 
por omisión legislativa, la 
cuestión de constituciona-
lidad y el juicio de protec-
ción de derechos huma-
nos.

El desarrollo procedi-
mental se encuentra en la 
Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado Libre 
y Soberano de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.75

Controversia constitu-
cional:

Conforme a los artícu-
los 64, fracción III, y 65, 
fracción I, de la Constitu-
ción de Veracruz, la con-
troversia constitucional se 
promueve para resolver 
conflictos de competen-
cias y atribuciones entre 
municipios; entre uno y 
más municipios con el po-
der ejecutivo o el legisla-

75	 	  Publicado en el Periódico Oficial del Es-
tado el 26 de julio de 2000, http://www.legisver.
gob.mx/leyes/LeyesPDF/JUDICIAL240113.pdf 
(04/06/2013)
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tivo; y, entre el poder eje-
cutivo y el legislativo.

El órgano encargado 
de conocer de las contro-
versias constitucionales 
es la Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior 
de Justicia de Veracruz, 
ante quien se sustancia el 
procedimiento y formula 
proyecto de resolución al 
Pleno del Tribunal, quien 
resuelve en definitiva; la 
sentencia, tratándose de 
normas generales, tendrá 
efectos generales cuando 
haya sido aprobada por 
las dos terceras partes del 
pleno y surtirá efectos a 
partir de la publicación en 
la Gaceta Oficial del Esta-
do, de acuerdo con los ar-
tículos 64, fracción III, y 
65, fracción I, de la consti-
tución de Veracruz, en re-
lación con el 38, fracción 
I, y 45, fracción III, de la 
Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado Libre 
y Soberano de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

Los artículos 64, frac-
ción III, y 65, fracción II, 
de la constitución de Vera-
cruz establecen las accio-
nes de inconstitucionali-
dad para resolver posibles 
contradicciones entre una 
norma general local y la 
constitución estatal; y, 
quien las promueve es el 
gobernador o cuando me-
nos las dos terceras partes 
de los miembros del con-
greso.

La Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia de Veracruz co-
rresponde sustanciar el 
procedimiento de las ac-
ciones de inconstituciona-
lidad y formular proyecto 
de resolución al Pleno del 
Tribunal, quien resuelve 
en definitiva; la sentencia 
tendrá efectos generales 
cuando haya sido apro-
bada por las dos terceras 
partes del pleno y surtirá 
efectos a partir de la pu-
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blicación en la Gaceta Ofi-
cial del Estado, sin poder 
aplicarse retroactivamen-
te, salvo la materia penal, 
conforme a los artículos 
64, fracción III, y 65, frac-
ción II, de la constitución 
de Veracruz, en relación 
con el 38, fracción II, y 
45, fracción III, de la Ley 
Orgánica del Poder Ju-
dicial del Estado Libre y 
Soberano de Veracruz de 
Ignacio de la Llave.

Cuestión de constitu-
cionalidad:

El artículo 64, fracción 
IV, de la constitución de 
Veracruz regula la cues-
tión de constitucionalidad, 
que tiene lugar cuando 
hubiere duda por el juez o 
tribunal sobre la constitu-
cionalidad o aplicación de 
una ley local en un proce-
dimiento que tenga cono-
cimiento y el órgano de 
control constitucional re-
suelva.

La Sala Constitucional 
del Tribunal Superior de 

Justicia de Veracruz es el 
órgano que corresponde 
conocer y resolver de la 
cuestión de constituciona-
lidad promovida por los 
jueces y demás tribunales 
del estado. Las peticiones 
tienen efectos suspensivos 
y los particulares no están 
legitimados para promo-
ver esta acción, de confor-
midad con el artículo 64, 
fracción IV, de la consti-
tución de Veracruz, en re-
lación con el 45, fracción 
IV, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado 
Libre y Soberano de Vera-
cruz de Ignacio de la Lla-
ve.

Acción por omisión le-
gislativa:

Los artículos 64, frac-
ción III, y 65, fracción III, 
de la constitución de Ve-
racruz regulan la acción 
por omisión legislativa, 
consistente en que el con-
greso se encuentra obliga-
do por una norma consti-
tucional para legislar una 
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norma general y se abstie-
ne de hacerlo; y, están le-
gitimados para promover 
la acción el gobernador o 
al menos la tercera parte 
de los ayuntamientos

La Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior 
de Justicia de Veracruz 
es el órgano que corres-
ponde sustanciar el pro-
cedimiento de la acción 
por omisión legislativa y 
formular proyecto de re-
solución al Pleno del Tri-
bunal, quien resuelve en 
definitiva; la sentencia 
surtirá efectos a partir de 
la publicación en la Gace-
ta Oficial del Estado, que 
establecerá un plazo que 
comprenda dos periodos 
de sesiones ordinarias del 
Congreso para que se ex-
pida la norma general, o 
bien, trascurrido el plazo 
sin atender la resolución, 
el Tribunal Superior de 
Justicia dictará las bases 
a que deben sujetarse las 
autoridades, mientras no 

se expida la norma, con-
forme a los artículos 64, 
fracción III, y 65, fracción 
III, de la constitución de 
Veracruz, en relación con 
el 38, fracción III, y 45, 
fracción III, de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial 
del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Igna-
cio de la Llave.

Medios de defensa y 
protección de derechos 
humanos:

Los artículos 4° y 64, 
fracción I, de la constitu-
ción de Veracruz regulan 
el procedimiento de pro-
tección de los derechos 
humanos, que tienen por 
objeto proteger sancionar 
y reparar el daño por la 
violación de la autoridad 
a los derechos estableci-
dos para las personas en la 
constitución y leyes fede-
rales, los tratados interna-
cionales, la constitución 
de Veracruz y las leyes 
que de ella emanen, las 
que reconozca el Poder 
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Judicial del Estado y las 
que se reserve el pueblo 
de Veracruz.

La Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior 
de Justicia de Veracruz es 
el órgano que correspon-
de conocer y resolver del 
juicio de protección de 
los derechos humanos, en 
un procedimiento suma-
rio establecido en la Ley 
de Protección de los De-
rechos Humanos del Es-
tado de Veracruz-Llave,                                     
publicada en el órgano 
oficial del Estado el 28 
de agosto de 2006; y, la 
sentencia que determine 
violación a derechos hu-
manos establecerá que la 
autoridad restituya a la 
parte agraviada en el ejer-
cicio de sus derechos y el 
monto de la reparación 
del daño, de acuerdo con 
el artículo 64, fracción I, 
de la Constitución de Ve-
racruz, en relación con el 
45, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Ju-

dicial del Estado Libre y 
Soberano de Veracruz de 
Ignacio de la Llave y el 57 
de la Ley de Protección 
de los Derechos Humanos 
del Estado de Veracruz-
Llave.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

El Código Electoral 
para el Estado de Vera-
cruz de Ignacio de la Lla-
ve, prevé como medio de 
impugnación en materia 
electoral, el juicio para la 
protección de los derechos 
político-electorales del 
ciudadano, el cual proce-
de cuando el promovente, 
por sí mismo y en forma 
individual: 1) haga valer 
presuntas violaciones a 
sus derechos de votar y 
ser votado en las eleccio-
nes populares, de asociar-
se individual y libremente 
para tomar parte en forma 
pacífica en los asuntos po-
líticos y de afiliarse libre e 
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individualmente a los par-
tidos políticos; 2) impug-
ne actos o resoluciones 
que afecten su derecho a 
ocupar y desempeñar el 
cargo de elección popular 
encomendado por la ciu-
dadanía; 3) impugne actos 
o resoluciones relaciona-
dos con la elección, de-
signación, acceso al cargo 
o permanencia de dirigen-
cias de órganos estatales 
de los partidos políticos; 
y, 4) impugne actos o re-
soluciones que violenten 
su derecho para integrar 
las autoridades electora-
les y de participación ciu-
dadana en la entidad.

Del juicio ciudadano 
en cita, conoce y resuel-
ve en única instancia el 
Tribunal Electoral del Po-
der Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la 
Llave, máxima autoridad 
jurisdiccional en la mate-
ria y órgano especializado 
del Poder Judicial del Es-
tado.
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C O N T E N I D O . J U R Í D I C O

MECA-
NISMO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALI-
DAD

PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS 
LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE LA 
SENTENCIA

RECUR-
SOS

Contro-
v e r s i a 
consti-
t u c i o -
nal.

Art. 55, 56, 57, 
64 fracción III, 
65fracción I de la 
Constitución Polí-
tica del Estado de 
Veracruz de Igna-
cio de la Llave.

Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado Libre y 
Soberano de Vera-
cruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
Justicia.

Determinar 
el ámbito 
c o m p e t e n -
cial de los 
órganos del 
Estado.

Conflictos que surjan entre: 
dos o más municipios; uno 
o más municipios y el Po-
der Ejecutivo o el Legisla-
tivo; El Poder Legislativo y 
el Legislativo.

Actos concretos 
o disposiciones  
generales de los 
Poderes Ejecu-
tivo, Legislativo 
o de los munici-
pios.

Poder Eje-
c u t i v o , 
Poder Le-
gislativo y 
municipios.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A la Sala Constitucional 
le corresponde sustanciar 
el procedimiento a fin de 
que ponga el asunto en 
estado de resolución y 
elaborar el proyecto de  
resolución respectivo.

Efectos relativos.

Las controversias que 
versen sobre disposicio-
nes generales, tendrán 
efectos generales cuando 
sean aprobadas por las 
dos terceras partes de los 
miembros del Pleno del 
Tribunal.

Sin desarro-
llo constitu-
cional o le-
gal.

Acción de 
inconstitucio-
nalidad.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción III, 
65fracción II de la Constitu-
ción Política del Estado de Ve-
racruz de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia.

Mantener el orden 
constitucional.

Leyes o decretos que se consideren contrarios 
a la Constitución. 

Normas jurídicas de carác-
ter general proveniente del 
Congreso del Estado.

El Gobernador del 
Estado; la tercera par-
te de los miembros 
del Congreso.

30 días siguientes a su pro-
mulgación y publicación.

A la Sala Constitucional le corresponde 
sustanciar el procedimiento a fin de que 
ponga el asunto en estado de resolución 
y elaborar el proyecto de  resolución res-
pectivo.

Las resoluciones dictadas tendrán efectos 
generales, cuando hubieren sido aprobadas 
por las dos terceras partes de los miembros 
del Pleno del Tribunal.

Sin desarrollo consti-
tucional o legal.

Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción IV 
de la CPEVIL.

LOPJELSV.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia.

Mantener el  orden 
constitucional.

Duda sobre la constitucionalidad o aplicación 
de una ley local aplicable a un caso concreto.

Acto concreto de aplicación 
de la ley.

De oficio, respecto 
de peticiones formu-
ladas por los demás 
tribunales y jueces 
del Estado.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitucional o legal. Sin desarrollo constitucional o legal. Sin desarrollo consti-
tucional o legal.

Acción por 
omisión legis-
lativa.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción III, 
65fracción III de la Constitu-
ción Política del Estado de Ve-
racruz de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia.

Mantener el  orden 
constitucional.

Omisión de expedir la ley o decrete, con lo 
cual se afecte el cumplimiento de la Consti-
tución.

Omisión legislativa del 
Congreso para  expedir una 
ley o decreto.

El Gobernador del 
Estado; la tercera 
parte de los ayunta-
mientos.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A la Sala Constitucional le corresponde 
sustanciar el procedimiento a fin de que 
ponga el asunto en estado de resolución 
y elaborar el proyecto de  resolución res-
pectivo.

En la resolución se determinará un plazo 
que comprenda dos periodos de sesiones 
ordinarias del Congreso del Estado, para 
que se expida.

Transcurrido el plazo, el Tribunal Superior 
de Justicia dictará las bases a que deben 
sujetarse las autoridades en tanto se expide 
la ley. 

Sin desarrollo consti-
tucional o legal.
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MECA-
NISMO

FUNDAMENTO ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALI-
DAD

PROCEDENCIA Acto/Disposi-
ción/Resolución 

impugnada

SUJETOS 
LEGITI-
MADOS

PLAZO PARA 
SU EJERCI-

CIO

INSTRUCCIÓN EFECTOS DE LA 
SENTENCIA

RECUR-
SOS

Contro-
v e r s i a 
consti-
t u c i o -
nal.

Art. 55, 56, 57, 
64 fracción III, 
65fracción I de la 
Constitución Polí-
tica del Estado de 
Veracruz de Igna-
cio de la Llave.

Ley Orgánica del 
Poder Judicial del 
Estado Libre y 
Soberano de Vera-
cruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del 
T r i b u n a l 
S u p e r i o r 
Justicia.

Determinar 
el ámbito 
c o m p e t e n -
cial de los 
órganos del 
Estado.

Conflictos que surjan entre: 
dos o más municipios; uno 
o más municipios y el Po-
der Ejecutivo o el Legisla-
tivo; El Poder Legislativo y 
el Legislativo.

Actos concretos 
o disposiciones  
generales de los 
Poderes Ejecu-
tivo, Legislativo 
o de los munici-
pios.

Poder Eje-
c u t i v o , 
Poder Le-
gislativo y 
municipios.

Sin desarrollo 
constitucional o 
legal.

A la Sala Constitucional 
le corresponde sustanciar 
el procedimiento a fin de 
que ponga el asunto en 
estado de resolución y 
elaborar el proyecto de  
resolución respectivo.

Efectos relativos.

Las controversias que 
versen sobre disposicio-
nes generales, tendrán 
efectos generales cuando 
sean aprobadas por las 
dos terceras partes de los 
miembros del Pleno del 
Tribunal.

Sin desarro-
llo constitu-
cional o le-
gal.

Acción de 
inconstitucio-
nalidad.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción III, 
65fracción II de la Constitu-
ción Política del Estado de Ve-
racruz de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia.

Mantener el orden 
constitucional.

Leyes o decretos que se consideren contrarios 
a la Constitución. 

Normas jurídicas de carác-
ter general proveniente del 
Congreso del Estado.

El Gobernador del 
Estado; la tercera par-
te de los miembros 
del Congreso.

30 días siguientes a su pro-
mulgación y publicación.

A la Sala Constitucional le corresponde 
sustanciar el procedimiento a fin de que 
ponga el asunto en estado de resolución 
y elaborar el proyecto de  resolución res-
pectivo.

Las resoluciones dictadas tendrán efectos 
generales, cuando hubieren sido aprobadas 
por las dos terceras partes de los miembros 
del Pleno del Tribunal.

Sin desarrollo consti-
tucional o legal.

Cuestión de 
constitucio-
nalidad.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción IV 
de la CPEVIL.

LOPJELSV.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia.

Mantener el  orden 
constitucional.

Duda sobre la constitucionalidad o aplicación 
de una ley local aplicable a un caso concreto.

Acto concreto de aplicación 
de la ley.

De oficio, respecto 
de peticiones formu-
ladas por los demás 
tribunales y jueces 
del Estado.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

Sin desarrollo constitucional o legal. Sin desarrollo constitucional o legal. Sin desarrollo consti-
tucional o legal.

Acción por 
omisión legis-
lativa.

Art. 55, 56, 57, 64 fracción III, 
65fracción III de la Constitu-
ción Política del Estado de Ve-
racruz de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Pleno del Tribunal 
Superior Justicia.

Mantener el  orden 
constitucional.

Omisión de expedir la ley o decrete, con lo 
cual se afecte el cumplimiento de la Consti-
tución.

Omisión legislativa del 
Congreso para  expedir una 
ley o decreto.

El Gobernador del 
Estado; la tercera 
parte de los ayunta-
mientos.

Sin desarrollo constitucional 
o legal.

A la Sala Constitucional le corresponde 
sustanciar el procedimiento a fin de que 
ponga el asunto en estado de resolución 
y elaborar el proyecto de  resolución res-
pectivo.

En la resolución se determinará un plazo 
que comprenda dos periodos de sesiones 
ordinarias del Congreso del Estado, para 
que se expida.

Transcurrido el plazo, el Tribunal Superior 
de Justicia dictará las bases a que deben 
sujetarse las autoridades en tanto se expide 
la ley. 

Sin desarrollo consti-
tucional o legal.
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C O N T E N I D O . J U R Í D I C O

Juicio de 
p r o t e c c i ó n 
de derechos 
humanos.

Art. 55, 56 fracción II, 57, 64 
fracción Ide la Constitución 
Política del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Ley del Juicio de Protección de 
Derechos Humanos del Estado 
de Veracruz-Llave.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia.

Tutelar los derechos 
humanos.

Violaciones a los derechos humanos. Actos o normas de carácter 
general provenientes del 
Congreso del Estado, del 
Gobernador, así como de los 
titulares de las dependencias 
o entidades de la administra-
ción pública estatal o mu-
nicipal y de los organismos 
autónomos del Estado.

Quien reciba un agra-
vio personal o directo 
por el acto de autori-
dad violatorio de los 
derechos humanos.

La Comisión Estatal 
de Derechos Huma-
nos, de oficio en caso 
de violaciones de lesa 
humanidad. 

30 días hábiles contados a 
partir del día al que haya 
surtido efectos la notifica-
ción del acto; del siguiente 
a en que haya tenido cono-
cimiento de ellos o su ejecu-
ción; del siguiente al que se 
hubiere ostentado sabedor 
de los mismos.

Tratándose de violaciones 
graves o de lesa humanidad, 
60 días hábiles contados a 
partir de que el agraviado o 
la Comisión Estatal de De-
rechos Humanos hayan teni-
dos conocimiento de ellas o 
su ejecución.

Los jueces de Primera Instancia del ramo 
Civil o Mixtos de los distritos judicia-
les del Estado, con excepción de Xalapa, 
tendrán competencia para desarrollar la 
instrucción; también para resolver los in-
cidentes de nulidad de notificaciones y de 
acumulación.

Para el distrito de Xalapa, estará a cargo 
de un secretario instructor de la Sala Cons-
titucional.

En el periodo de sentencia, se turnarán los 
autos a un magistrado ponente para que 
elabore el proyecto de sentencia.

Las sentencias que declaren que los actos 
son violatorios de los derechos humanos, 
tendrán como consecuencia: que la autori-
dad los deje sin efectos por lo que a la parte 
agraviada concierne, restituyéndola en el 
ejercicio de sus derechos humanos; que se 
restituya las cosas al estado en que se ha-
llaban antes de cometida la violación, si su 
naturaleza lo permite; fijar el monto de la 
reparación del daño.

La sentencia no admi-
te recurso.

Los actos intraproce-
sales son recurribles 
mediante la revisión.

Juicio para la 
protección de 
los derechos 
político-elec-
torales del 
ciudadano.

Art. 55, 56, 57, 66de la Cons-
titución Política del Estado 
de Veracruz de Ignacio de la 
Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Código Electoral para el Esta-
do de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Tribunal Electoral 
del Poder Judicial 
del Estado de Vera-
cruz de Ignacio de la 
Llave.

Tutelar los derechos 
político-electorales 
del ciudadano.

1) haga valer presuntas violaciones a sus de-
rechos de votar y ser votado en las elecciones 
populares, de asociarse individual y libremen-
te para tomar parte en forma pacífica en los 
asuntos políticos y de afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos políticos; 2) impugne 
actos o resoluciones que afecten su derecho 
a ocupar y desempeñar el cargo de elección 
popular encomendado por la ciudadanía; 3) 
impugne actos o resoluciones relacionados 
con la elección, designación, acceso al cargo 
o permanencia de dirigencias de órganos es-
tatales de los partidos políticos; y, 4) impugne 
actos o resoluciones que violenten su derecho 
para integrar las autoridades electorales y de 
participación ciudadana en la entidad

Actos emitidos por el ór-
gano electoral o  autoridad 
partidista.

El ciudadano por sí 
mismo y en forma 
individual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado ponente a fin de 
que ponga el asunto en estado de resolu-
ción y elabore el proyecto de  resolución 
respectivo.

Confirmar, modificar o revocar el acto im-
pugnado y restituir al promovente en el uso 
y goce del derecho político-electoral que le 
haya sido violado; reponer el procedimiento 
del acto o resolución impugnada.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.
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Juicio de 
p r o t e c c i ó n 
de derechos 
humanos.

Art. 55, 56 fracción II, 57, 64 
fracción Ide la Constitución 
Política del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Ley del Juicio de Protección de 
Derechos Humanos del Estado 
de Veracruz-Llave.

Sala Constitucional 
del Tribunal Supe-
rior Justicia.

Tutelar los derechos 
humanos.

Violaciones a los derechos humanos. Actos o normas de carácter 
general provenientes del 
Congreso del Estado, del 
Gobernador, así como de los 
titulares de las dependencias 
o entidades de la administra-
ción pública estatal o mu-
nicipal y de los organismos 
autónomos del Estado.

Quien reciba un agra-
vio personal o directo 
por el acto de autori-
dad violatorio de los 
derechos humanos.

La Comisión Estatal 
de Derechos Huma-
nos, de oficio en caso 
de violaciones de lesa 
humanidad. 

30 días hábiles contados a 
partir del día al que haya 
surtido efectos la notifica-
ción del acto; del siguiente 
a en que haya tenido cono-
cimiento de ellos o su ejecu-
ción; del siguiente al que se 
hubiere ostentado sabedor 
de los mismos.

Tratándose de violaciones 
graves o de lesa humanidad, 
60 días hábiles contados a 
partir de que el agraviado o 
la Comisión Estatal de De-
rechos Humanos hayan teni-
dos conocimiento de ellas o 
su ejecución.

Los jueces de Primera Instancia del ramo 
Civil o Mixtos de los distritos judicia-
les del Estado, con excepción de Xalapa, 
tendrán competencia para desarrollar la 
instrucción; también para resolver los in-
cidentes de nulidad de notificaciones y de 
acumulación.

Para el distrito de Xalapa, estará a cargo 
de un secretario instructor de la Sala Cons-
titucional.

En el periodo de sentencia, se turnarán los 
autos a un magistrado ponente para que 
elabore el proyecto de sentencia.

Las sentencias que declaren que los actos 
son violatorios de los derechos humanos, 
tendrán como consecuencia: que la autori-
dad los deje sin efectos por lo que a la parte 
agraviada concierne, restituyéndola en el 
ejercicio de sus derechos humanos; que se 
restituya las cosas al estado en que se ha-
llaban antes de cometida la violación, si su 
naturaleza lo permite; fijar el monto de la 
reparación del daño.

La sentencia no admi-
te recurso.

Los actos intraproce-
sales son recurribles 
mediante la revisión.

Juicio para la 
protección de 
los derechos 
político-elec-
torales del 
ciudadano.

Art. 55, 56, 57, 66de la Cons-
titución Política del Estado 
de Veracruz de Ignacio de la 
Llave.

Ley Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado Libre y Sobe-
rano de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Código Electoral para el Esta-
do de Veracruz de Ignacio de 
la Llave.

Tribunal Electoral 
del Poder Judicial 
del Estado de Vera-
cruz de Ignacio de la 
Llave.

Tutelar los derechos 
político-electorales 
del ciudadano.

1) haga valer presuntas violaciones a sus de-
rechos de votar y ser votado en las elecciones 
populares, de asociarse individual y libremen-
te para tomar parte en forma pacífica en los 
asuntos políticos y de afiliarse libre e indivi-
dualmente a los partidos políticos; 2) impugne 
actos o resoluciones que afecten su derecho 
a ocupar y desempeñar el cargo de elección 
popular encomendado por la ciudadanía; 3) 
impugne actos o resoluciones relacionados 
con la elección, designación, acceso al cargo 
o permanencia de dirigencias de órganos es-
tatales de los partidos políticos; y, 4) impugne 
actos o resoluciones que violenten su derecho 
para integrar las autoridades electorales y de 
participación ciudadana en la entidad

Actos emitidos por el ór-
gano electoral o  autoridad 
partidista.

El ciudadano por sí 
mismo y en forma 
individual.

Dentro de los 4 días, conta-
dos a partir del día siguiente 
a aquél en que se tenga co-
nocimiento del acto o reso-
lución que se impugna, o se 
hubiere notificado.

A cargo de un magistrado ponente a fin de 
que ponga el asunto en estado de resolu-
ción y elabore el proyecto de  resolución 
respectivo.

Confirmar, modificar o revocar el acto im-
pugnado y restituir al promovente en el uso 
y goce del derecho político-electoral que le 
haya sido violado; reponer el procedimiento 
del acto o resolución impugnada.

Sin ulterior recurso, en 
el ámbito local.
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C O N T E N I D O . J U R Í D I C O

Yucatán76

Controversia constitu-
cional: regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad:     regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad:     regulada.

Acción por omisión le-
gislativa:       regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano: 
regulada.

La reforma a la Consti-
tución Política del Estado 
de Yucatán, publicada el 
17 de mayo de 2010, esta-
blece mecanismos de con-
trol de la constitucionali-
dad y órganos encargados 
de conocer y resolver los 
mismos, como las contro-
versias constitucionales, 
las acciones de incons-

76	 	  Última reforma constitucional del 31 de 
agosto de 2012, http://www.congresoyucatan.gob.
mx/legislacion/constitucion-politica [07/08/2013].

titucionalidad, la acción 
por omisión legislativa y 
la cuestión de constitucio-
nalidad; mecanismos que 
tienen un desarrollo legis-
lativo a través de la Ley 
de Justicia Constitucional 
para el Estado de Yuca-
tán.77

Controversia constitu-
cional:

El artículo 70 de la 
constitución de Yucatán 
regula la controversia 
constitucional para resol-
ver conflictos de compe-
tencias y atribuciones en-
tre municipios; entre uno 
y más municipios con el 
poder ejecutivo o el le-
gislativo;  entre el poder 
ejecutivo y el legislativo; 
y, entre los organismos 
públicos autónomos y en-
tre uno o más organismos 

77	 	  En la sesión púbica ordinaria del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, celebrada 
el 1 y 2 de julio de 2013, se resolvió la acción de 
inconstitucionalidad 11/2011, donde fueron anali-
zadas la constitucionalidad de diversos preceptos 
de la Ley de Justicia Constitucional para el Estado 
de Yucatán; información disponible en versión ta-
quigráfica, http://www.scjn.gob.mx/pleno/Paginas/
ver_taquigraficas.aspx (04/07/2013).
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con el poder ejecutivo, le-
gislativo o municipios.

El Tribunal Superior 
de Justicia es el órgano a 
quien corresponde cono-
cer y resolver de las con-
troversias constituciona-
les, por conducto de un 
magistrado ante quien se 
tramita el procedimiento, 
que resuelve sobre la sus-
pensión y formula proyec-
to de sentencia al pleno del 
tribunal, quien resuelve en 
definitiva y la resolución, 
tratándose de normas ge-
nerales, tendrá efectos ge-
nerales cuando haya sido 
aprobada por las dos ter-
ceras partes del pleno y 
surtirá efectos a partir de 
la publicación en el Diario 
Oficial del Gobierno del 
Estado; además, se regu-
lan los recursos de recla-
mación y queja, conforme 
a los artículos 70, fracción 
I, de la constitución de 
Yucatán; 34, fracción I, de 
la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Yu-

catán, publicada el 24 de 
noviembre de 2010; y, 4, 
31, 34, 35, 36, 39, 54, 55, 
59, 76, 77, y 81 de la Ley 
de Justicia Constitucional 
para el Estado de Yucatán, 
publicada el 1ª de marzo 
de 2011.

Acción de inconstitu-
cionalidad:

De acuerdo con el artí-
culo 70, fracción II, de la 
constitución de Yucatán 
las acciones de inconstitu-
cionalidad resuelven posi-
bles contradicciones entre 
una norma general local 
o municipal y la cons-
titución estatal, que se 
promueven por conducto 
del gobernador; el Fiscal 
General del Estado; cuan-
do menos el 33% de los 
miembros del congreso 
sobre disposiciones apro-
badas por los ayuntamien-
tos; cuando menos el 33% 
de los regidores de muni-
cipios sobre disposiciones 
aprobadas por el ayunta-
miento y los organismos 
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públicos autónomos res-
pecto de la materia de su 
competencia.

El Presidente del Tri-
bunal Superior de Justi-
cia designa un magistrado 
instructor, ante quien se 
sustancia el procedimien-
to de las acciones de in-
constitucionalidad, decide 
sobre la suspensión y for-
mula proyecto de senten-
cia al Pleno del Tribunal, 
quien resuelve en defini-
tiva; la sentencia, tendrá 
efectos generales cuando 
haya sido aprobada por 
las dos terceras partes 
del Pleno y surtirá efec-
tos a partir de la publica-
ción en el Diario Oficial 
del Gobierno del Estado; 
además, se regulan los re-
cursos de reclamación y 
queja, conforme a los ar-
tículos 70, fracción II, de 
la constitución de Yuca-
tán; 34, fracción II, de la 
Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Yu-
catán; y, 4, 85, 86, 88, 89, 

92, 96, 97 y 98 de la Ley 
de Justicia Constitucional 
para el Estado de Yucatán.

Cuestión de constitu-
cionalidad:

El artículo 70, fracción 
IV, de la constitución de 
Yucatán regula el proce-
dimiento de la cuestión de 
constitucionalidad de los 
proyecto aprobados por 
el congreso y antes de su 
promulgación y publica-
ción, que podrán promo-
ver el gobernador, cuan-
do menos el 33% de los 
miembros del congreso, el 
Fiscal General del Estado, 
los organismos públicos 
autónomos y los munici-
pios, estos dos últimos en 
el ámbito de sus compe-
tencias. 

El Tribunal Superior de 
Justicia conoce y resuelve 
la cuestión de constitu-
cionalidad, por conducto 
del presidente del tribunal 
se decreta la suspensión 
del proceso legislativos y 
un magistrado tramita el 
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procedimiento y formula 
proyecto de resolución al 
pleno del tribunal, quien 
resuelve en definitiva de-
clarando la inconstitucio-
nalidad cuando haya sido 
aprobada por las dos ter-
ceras partas del pleno e 
indicará al congreso que 
modifique la norma gene-
ral; además, se regula el 
recurso de reclamación, 
conforme a los artícu-
los 70, fracción IV, de la 
constitución de Yucatán; 
34, fracción IV, de la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado de Yuca-
tán; y, 4, 114, 115, 118, 
119, 126, 127 y 128 de la 
Ley de Justicia Constitu-
cional para el Estado de 
Yucatán.

Acción por omisión le-
gislativa:

El artículo 70, fracción 
III, de la constitución de 
Yucatán establece la ac-
ción por omisión legislati-
va, ante la abstención del 
congreso de legislar una 

norma general que se en-
cuentra obligado de acuer-
do a una norma constitu-
cional, que es promovida 
por el gobernador, los mu-
nicipios y los residentes 
de Yucatán. 

El magistrado designa-
do por el Presidente del Tri-
bunal Superior de Justicia 
es a quien corresponde el 
trámite del procedimiento 
de la acción por omisión 
legislativa, resolver sobre 
la suspensión y formular 
proyecto de resolución al 
Pleno del Tribunal, quien 
resuelve en definitiva; la 
sentencia surtirá efectos 
a partir de la publicación 
en el Diario Oficial del 
Gobierno del Estado, que 
establecerá un plazo que 
comprende dos periodos 
ordinarios de sesiones 
para que se expida la for-
ma general, que no tendrá 
efectos retroactivos salvo 
en materia penal; además, 
se regula el recurso de re-
clamación, conforme a los 
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artículos 70, fracción III, 
de la constitución de Yu-
catán; 34, fracción III, de 
la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Yu-
catán; y, 4, 99, 100, 105, 
110, 111, 112 y 113 de la 
Ley de Justicia Constitu-
cional para el Estado de 
Yucatán.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley del Sistema de 
Medios de Impugnación 
en Materia Electoral del 
Estado de Yucatán, prevé 
el juicio para la protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano 
yucateco, el cual podrá ser 
interpuesto por cualquier 
ciudadano, cuando: 1) 
considere que se vulneró 
su derecho político elec-
toral de ser votado, por 
negársele indebidamente 
el registro de candidato a 
un cargo de elección po-
pular, ya sea a través de un 

partido político, coalición 
o de manera independien-
te. Si también el partido 
político o coalición pos-
tulante, también hubiere 
interpuesto recurso de re-
visión o apelación según 
corresponda, por la nega-
tiva del mismo registro; 
el Consejo General a peti-
ción del Tribunal, remitirá 
el expediente para que se 
acumule con el Juicio pro-
movido por el ciudadano; 
2) siendo candidato regis-
trado, sea indebidamente 
declarado inelegible y el 
partido político o coali-
ción que lo registro, no lo 
haya recurrido; 3) habién-
dose asociado con otros 
ciudadanos para tomar 
parte en forma pacífica en 
asuntos políticos, confor-
me a las leyes aplicables, 
consideren que se les negó 
indebidamente su registro 
como partido político o 
agrupación política; y, 4) 
considere que un acto o 
resolución de la autoridad, 
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organismos electorales o 
de asociaciones políticas, 
vulneren sus derechos de 
votar y ser votado en las 
elecciones locales, y de 
afiliarse o asociarse libre e 
individualmente a los par-
tidos políticos.

Es competente para co-
nocer y resolver el juicio 
ciudadano, en única ins-
tancia, por el Tribunal de 
Justicia Electoral y Ad-
ministrativa del Poder Ju-
dicial del Estado de Yu-
catán, máxima autoridad 
jurisdiccional en materia 
electoral y administrativa, 
órgano especializado del 
Poder Judicial del Estado.

Asimismo, conforme 
a la Ley de Participación 
Ciudadana que Regula el 
Plebiscito, Referéndum y 
la Iniciativa Popular en el 
Estado de Yucatán, corres-
ponde al Tribunal conocer 
de los recursos de ape-
lación e inconformidad 
contra actos u omisiones 
derivados de la aplicación 

de los mecanismos de par-
ticipación ciudadana.
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MECANIS-
MO

FUNDA-
MENTO

ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Dis-
posición/

Resolución 
impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE LA SEN-
TENCIA

RECURSOS

Controversia 
const i tuc io-
nal.

Art. 64, 69, 70 
fracción I de la 
Constitución 
Política del 
Estado de Yu-
catán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Controversias que se 
susciten entre: El Estado 
y los municipios; El Po-
der Ejecutivo y el Poder 
Legislativo; dos o más 
municipios del Estado, 
siempre que no se trate 
de cuestiones relativas a 
sus límites territoriales; 
uno o más organismos 
públicos autónomos y 
otro u otros organismos 
o poderes del Estado o 
municipios.

Actos concre-
tos o normas 
generales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo, municipios 
y organismos 
públicos autóno-
mos.

Actos concretos: 30 
días contados a par-
tir del día siguiente 
al en que, conforme 
a la propia ley del 
acto, surta efectos 
la notificación de la 
resolución o acuer-
do que se reclame; al 
en que se haya teni-
do conocimiento de 
ellos o de su ejecu-
ción; o al que el actor 
se ostente sabedor de 
los mismos.

Normas generales: 
30 días contados 
a partir del día si-
guiente a la fecha 
de su publicación, o 
al día siguiente al en 
que se produzca el 
primer acto de apli-
cación de la norma.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las resoluciones del Ple-
no del Tribunal aprobadas 
por mayoría simple ten-
drán efectos únicamente 
respecto de las partes en 
controversia, ya sea que 
se haya impugnado una 
norma general o un acto. 
También tendrán efectos 
particulares las resolucio-
nes del Pleno del Tribunal 
que declaren la invalidez e 
normas generales del orden 
estatal impugnadas por uno 
o más presidentes munici-
pales, aun cuando hubieren 
sido aprobadas por las dos 
terceras partes de los inte-
grantes del Pleno del Tri-
bunal Constitucional.

Tendrán efectos generales 
las resoluciones del Pleno 
del Tribunal que declaren 
la invalidez de normas ge-
nerales cuando sean apro-
badas por las dos terceras 
partes de sus integrantes.

Recurso de recla-
mación.

Recurso de que-
ja.

(actos intrapro-
cesales).
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MECANIS-
MO

FUNDA-
MENTO

ÓRGANO 
DE 

CONTROL

FINALIDAD PROCEDENCIA Acto/Dis-
posición/

Resolución 
impugnada

SUJETOS LE-
GITIMADOS

PLAZO PARA SU 
EJERCICIO

INSTRUC-
CIÓN

EFECTOS DE LA SEN-
TENCIA

RECURSOS

Controversia 
const i tuc io-
nal.

Art. 64, 69, 70 
fracción I de la 
Constitución 
Política del 
Estado de Yu-
catán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Determinar el ám-
bito competencial 
de los órganos del 
Estado.

Controversias que se 
susciten entre: El Estado 
y los municipios; El Po-
der Ejecutivo y el Poder 
Legislativo; dos o más 
municipios del Estado, 
siempre que no se trate 
de cuestiones relativas a 
sus límites territoriales; 
uno o más organismos 
públicos autónomos y 
otro u otros organismos 
o poderes del Estado o 
municipios.

Actos concre-
tos o normas 
generales.

Poder Ejecutivo, 
Poder Legislati-
vo, municipios 
y organismos 
públicos autóno-
mos.

Actos concretos: 30 
días contados a par-
tir del día siguiente 
al en que, conforme 
a la propia ley del 
acto, surta efectos 
la notificación de la 
resolución o acuer-
do que se reclame; al 
en que se haya teni-
do conocimiento de 
ellos o de su ejecu-
ción; o al que el actor 
se ostente sabedor de 
los mismos.

Normas generales: 
30 días contados 
a partir del día si-
guiente a la fecha 
de su publicación, o 
al día siguiente al en 
que se produzca el 
primer acto de apli-
cación de la norma.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las resoluciones del Ple-
no del Tribunal aprobadas 
por mayoría simple ten-
drán efectos únicamente 
respecto de las partes en 
controversia, ya sea que 
se haya impugnado una 
norma general o un acto. 
También tendrán efectos 
particulares las resolucio-
nes del Pleno del Tribunal 
que declaren la invalidez e 
normas generales del orden 
estatal impugnadas por uno 
o más presidentes munici-
pales, aun cuando hubieren 
sido aprobadas por las dos 
terceras partes de los inte-
grantes del Pleno del Tri-
bunal Constitucional.

Tendrán efectos generales 
las resoluciones del Pleno 
del Tribunal que declaren 
la invalidez de normas ge-
nerales cuando sean apro-
badas por las dos terceras 
partes de sus integrantes.

Recurso de recla-
mación.

Recurso de que-
ja.

(actos intrapro-
cesales).
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Acción de in-
constituciona-
lidad.

Art. 64, 69, 
70 fracción II 
de la Consti-
tución Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el orden 
constitucional.

Normas generales que se 
consideren contrarios a 
la Constitución. 

Normas de 
carácter ge-
neral, estata-
les o munici-
pales.

El Ejecutivo del 
Estado; el Fis-
cal General del 
Estado; el 33% 
de los integran-
tes del Congre-
so, en contra de 
d i spos i c iones 
de carácter ge-
neral aprobadas 
por los ayunta-
mientos; el 33% 
de los regidores 
del municipio 
en contra de dis-
posiciones de 
carácter general 
aprobadas por el 
ayuntamiento; 
los organismos 
públicos autóno-
mos, en las ma-
terias de su com-
petencia.

30 días naturales si-
guientes al de su pu-
blicación.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las resoluciones del Pleno 
del Tribunal sólo podrán 
declarar la invalide de las 
normas impugnadas cuan-
do sean aprobadas por las 
dos terceras partes de sus 
miembros.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).

Art. 64, 69, 70 
fracción IV de 
la Constitu-
ción Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el orden 
constitucional.

Cuestiones de control 
previo respecto de la 
constitucionalidad de los 
proyectos del ley.

Proyectos de 
ley aprobados 
por el Pleno 
del Congreso 
del Estado.

El Gobernador 
del Estado; el 
33% de los inte-
grantes del Con-
greso; el Fiscal 
General del Es-
tado; los titula-
res de los orga-
nismos públicos 
autónomos y 
los presidentes 
municipales en 
el ámbito de su 
competencia.

A partir de que el 
proyecto de ley que-
de aprobado por el 
Pleno del Congreso 
del Estado y hasta 
antes de su promul-
gación y publica-
ción.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las decisiones del Pleno 
del Tribunal, adoptadas por 
el voto de las dos terceras 
partes de sus integrantes, 
en la que estime la incons-
titucionalidad de las dispo-
siciones contenidas en los 
proyectos de ley aprobados 
por el Pleno del Congreso 
del Estado, serán obligato-
rias para éste.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).
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Acción de in-
constituciona-
lidad.

Art. 64, 69, 
70 fracción II 
de la Consti-
tución Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el orden 
constitucional.

Normas generales que se 
consideren contrarios a 
la Constitución. 

Normas de 
carácter ge-
neral, estata-
les o munici-
pales.

El Ejecutivo del 
Estado; el Fis-
cal General del 
Estado; el 33% 
de los integran-
tes del Congre-
so, en contra de 
d i spos i c iones 
de carácter ge-
neral aprobadas 
por los ayunta-
mientos; el 33% 
de los regidores 
del municipio 
en contra de dis-
posiciones de 
carácter general 
aprobadas por el 
ayuntamiento; 
los organismos 
públicos autóno-
mos, en las ma-
terias de su com-
petencia.

30 días naturales si-
guientes al de su pu-
blicación.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las resoluciones del Pleno 
del Tribunal sólo podrán 
declarar la invalide de las 
normas impugnadas cuan-
do sean aprobadas por las 
dos terceras partes de sus 
miembros.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).

Art. 64, 69, 70 
fracción IV de 
la Constitu-
ción Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el orden 
constitucional.

Cuestiones de control 
previo respecto de la 
constitucionalidad de los 
proyectos del ley.

Proyectos de 
ley aprobados 
por el Pleno 
del Congreso 
del Estado.

El Gobernador 
del Estado; el 
33% de los inte-
grantes del Con-
greso; el Fiscal 
General del Es-
tado; los titula-
res de los orga-
nismos públicos 
autónomos y 
los presidentes 
municipales en 
el ámbito de su 
competencia.

A partir de que el 
proyecto de ley que-
de aprobado por el 
Pleno del Congreso 
del Estado y hasta 
antes de su promul-
gación y publica-
ción.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Las decisiones del Pleno 
del Tribunal, adoptadas por 
el voto de las dos terceras 
partes de sus integrantes, 
en la que estime la incons-
titucionalidad de las dispo-
siciones contenidas en los 
proyectos de ley aprobados 
por el Pleno del Congreso 
del Estado, serán obligato-
rias para éste.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).
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Acción por 
omisión legis-
lativa.

Art. 64, 69, 70 
fracción III de 
la Constitu-
ción Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Omisión legislativa o 
normativa por falta de 
expedición de las normas 
jurídicas de carácter ge-
neral a que se encuentra 
obligados para su ejerci-
cio en la Constitución y 
las leyes, siempre que la 
omisión afecte el debido 
cumplimiento o afecte la 
eficacia de la misma.

Omisión le-
gislativa o 
n o r m a t i v a 
imputable al 
C o n g r e s o , 
Gobernador o 
a los ayunta-
mientos.

A las autoridades 
estatales y muni-
cipales; a las per-
sonas residentes 
en el Estado, 
conforme lo dis-
ponga la ley.

30 días siguientes a 
que haya vencido el 
plazo otorgado por 
la Constitución local 
o por las leyes que 
se encuentren en el 
supuesto del artículo 
99 (Ley de Justicia 
Constitucional), para 
expedir alguna dis-
posición de carácter 
general.

En los demás casos, 
en cualquier tiempo.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

La resolución del Pleno, 
respecto a omisiones del 
Congreso del Estado, otor-
gará un plazo que com-
prenda dos periodos ordi-
narios de sesiones para que 
éste emita la ley, decreto 
o acuerdo omitido. Si se 
trata de omisiones del Po-
der Ejecutivo o los ayun-
tamientos, se otorgará un 
plazo de seis meses para 
subsanar la omisión.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).
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Acción por 
omisión legis-
lativa.

Art. 64, 69, 70 
fracción III de 
la Constitu-
ción Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley de Justicia 
Constitucional 
para el Estado 
de Yucatán.

Pleno del 
Tribunal Su-
perior Jus-
ticia erigido 
en Tribunal 
Constitucio-
nal.

Mantener el  or-
den constitucio-
nal.

Omisión legislativa o 
normativa por falta de 
expedición de las normas 
jurídicas de carácter ge-
neral a que se encuentra 
obligados para su ejerci-
cio en la Constitución y 
las leyes, siempre que la 
omisión afecte el debido 
cumplimiento o afecte la 
eficacia de la misma.

Omisión le-
gislativa o 
n o r m a t i v a 
imputable al 
C o n g r e s o , 
Gobernador o 
a los ayunta-
mientos.

A las autoridades 
estatales y muni-
cipales; a las per-
sonas residentes 
en el Estado, 
conforme lo dis-
ponga la ley.

30 días siguientes a 
que haya vencido el 
plazo otorgado por 
la Constitución local 
o por las leyes que 
se encuentren en el 
supuesto del artículo 
99 (Ley de Justicia 
Constitucional), para 
expedir alguna dis-
posición de carácter 
general.

En los demás casos, 
en cualquier tiempo.

A cargo de 
un magistra-
do instruc-
tor a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

La resolución del Pleno, 
respecto a omisiones del 
Congreso del Estado, otor-
gará un plazo que com-
prenda dos periodos ordi-
narios de sesiones para que 
éste emita la ley, decreto 
o acuerdo omitido. Si se 
trata de omisiones del Po-
der Ejecutivo o los ayun-
tamientos, se otorgará un 
plazo de seis meses para 
subsanar la omisión.

Recurso de re-
clamación (actos 
intraprocesales).
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Juicio para 
la protección 
de los dere-
chos político-
electorales del 
ciudadano.

Art. 64, 69, 71 
de la Consti-
tución Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley del Siste-
ma de Medios 
de Impugna-
ción en Mate-
ria Electoral 
del Estado de 
Yucatán.

T r i b u n a l 
de Justicia 
Electoral y 
Administrati-
va del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Yucatán.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

1) considere que se vul-
neró su derecho político 
electoral de ser votado, 
por negársele indebi-
damente el registro de 
candidato a un cargo de 
elección popular, ya sea 
a través de un partido 
político, coalición o de 
manera independiente. 
Si también el partido 
político o coalición pos-
tulante, también hubiere 
interpuesto recurso de re-
visión o apelación según 
corresponda, por la ne-
gativa del mismo regis-
tro; el Consejo General 
a petición del Tribunal, 
remitirá el expediente 
para que se acumule con 
el Juicio promovido por 
el ciudadano; 2) siendo 
candidato registrado, sea 
indebidamente declara-
do inelegible y el partido 
político o coalición que 
lo registro, no lo haya 
recurrido; 3) habiéndose 
asociado con otros ciu-
dadanos para tomar par-
te en forma pacífica en 
asuntos políticos, con-
forme a las leyes aplica-
bles, consideren que se 
les negó indebidamente 
su registro como parti-
do político o agrupación 
política; y, 4) considere 
que un acto o resolución 
de la autoridad, orga-
nismos electorales o de 
asociaciones políticas, 
vulneren sus derechos de 
votar y ser votado en las 
elecciones locales, y de 
afiliarse o asociarse libre 
e individualmente a los 
partidos políticos.

Actos emi-
tidos por el 
órgano elec-
toral o  auto-
ridad parti-
dista.

El ciudadano yu-
cateco en forma 
individual.

Dentro de los 4 días 
siguientes, contados 
a partir de a aquél en 
que se tenga conoci-
miento o se hubiese 
notificado el acto o 
resolución que se 
impugne.

A cargo de 
un magistra-
do ponen-
te a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Confirmar o revocar el acto 
o resolución  y en su caso, 
restituir al ciudadano en el 
goce de su derecho vulne-
rado.

Sin ulterior re-
curso, en el ám-
bito local.
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Juicio para 
la protección 
de los dere-
chos político-
electorales del 
ciudadano.

Art. 64, 69, 71 
de la Consti-
tución Política 
del Estado de 
Yucatán.

Ley del Siste-
ma de Medios 
de Impugna-
ción en Mate-
ria Electoral 
del Estado de 
Yucatán.

T r i b u n a l 
de Justicia 
Electoral y 
Administrati-
va del Poder 
Judicial del 
Estado de 
Yucatán.

Tutelar los de-
rechos político-
electorales del 
ciudadano.

1) considere que se vul-
neró su derecho político 
electoral de ser votado, 
por negársele indebi-
damente el registro de 
candidato a un cargo de 
elección popular, ya sea 
a través de un partido 
político, coalición o de 
manera independiente. 
Si también el partido 
político o coalición pos-
tulante, también hubiere 
interpuesto recurso de re-
visión o apelación según 
corresponda, por la ne-
gativa del mismo regis-
tro; el Consejo General 
a petición del Tribunal, 
remitirá el expediente 
para que se acumule con 
el Juicio promovido por 
el ciudadano; 2) siendo 
candidato registrado, sea 
indebidamente declara-
do inelegible y el partido 
político o coalición que 
lo registro, no lo haya 
recurrido; 3) habiéndose 
asociado con otros ciu-
dadanos para tomar par-
te en forma pacífica en 
asuntos políticos, con-
forme a las leyes aplica-
bles, consideren que se 
les negó indebidamente 
su registro como parti-
do político o agrupación 
política; y, 4) considere 
que un acto o resolución 
de la autoridad, orga-
nismos electorales o de 
asociaciones políticas, 
vulneren sus derechos de 
votar y ser votado en las 
elecciones locales, y de 
afiliarse o asociarse libre 
e individualmente a los 
partidos políticos.

Actos emi-
tidos por el 
órgano elec-
toral o  auto-
ridad parti-
dista.

El ciudadano yu-
cateco en forma 
individual.

Dentro de los 4 días 
siguientes, contados 
a partir de a aquél en 
que se tenga conoci-
miento o se hubiese 
notificado el acto o 
resolución que se 
impugne.

A cargo de 
un magistra-
do ponen-
te a fin de 
que ponga 
el asunto en 
estado de 
r e s o l u c i ó n 
y elabore el 
proyecto de  
r e s o l u c i ó n 
respectivo.

Confirmar o revocar el acto 
o resolución  y en su caso, 
restituir al ciudadano en el 
goce de su derecho vulne-
rado.

Sin ulterior re-
curso, en el ám-
bito local.
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Zacatecas78

Controversia constitu-
cional: no     regulada.

Acción de inconstitu-
cionalidad: no regulada.

Cuestión de constitu-
cionalidad: no regulada.

Acción por omisión le-
gislativa: no regulada.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: no regulada.

Juicio para la protec-
ción de derechos político-
electorales del ciudadano:        
regulada.

En todo caso, los artí-
culos 65, fracción 30, pá-
rrafo segundo, 90, 93, 95 
y 100 de la Constitución 
Política del Estado de 
Zacatecas, señalan que el 
ejercicio del Poder Judi-
cial del Estado se deposita 
en un Tribunal Superior 
de Justicia, en un Tribu-
nal de Justicia Electoral 

78	 	  Última reforma constitucional del 6 de 
abril de 2013, http://www.trife.gob.mx/legislacion-
jurisprudencia/catalogo/constitucion-politica-del-
estado-libre-y-soberano-17 [07/08/2013].

del Estado, en un Tribunal 
de lo Contencioso Admi-
nistrativo, en un Tribunal 
Especializado en Justicia 
para Adolescentes, Juzga-
dos de primera instancia y 
municipales.

El Tribunal Superior de 
Justicia se compondrá de 
13 Magistrados y funcio-
nará en Pleno o en Salas, 
con competencia, en lo 
conducente, para conocer 
de las controversias que se 
susciten entre dos o más 
Municipios, con excep-
ción de las que se refieran 
a la materia electoral; así 
como los conflictos de na-
turaleza contenciosa entre 
el Ejecutivo y los munici-
pios.

Dicho competencia es 
reiterada en la fracción II, 
del artículo 12 de la Ley 
Orgánica del Poder Judi-
cial del Estado de Zaca-
tecas, al establecer como 
competencia jurisdiccio-
nal del Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia, 



Revista Tepantlato 193

la de conocer y resolver 
las controversias que se 
susciten entre dos o más 
municipios y entre éstos 
con el Ejecutivo del Esta-
do, con excepción de los 
asuntos de carácter elec-
toral y de aquéllos que 
impliquen controversia 
constitucional, cuyo co-
nocimiento compete a la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano:

La Ley de Medios de 
Impugnación del Estado 
de Zacatecas contempla el 
juicio para la protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano, 
el cual procederá cuando 
el ciudadano por sí mismo 
y en forma individual, o 
a través de sus represen-
tantes legales, haga valer 
presuntas violaciones a 
sus derechos de votar y 
ser votado en las eleccio-

nes constitucionales, de 
asociarse individual y li-
bremente para tomar parte 
en forma pacífica en los 
asuntos políticos y de afi-
liarse libre e individual-
mente a los partidos polí-
ticos estatales.

Este medio de impug-
nación es de la competen-
cia del Tribunal de Justicia 
ElectoraldelPoder Judi-
cial del Estado de Zacate-
cas, funcionando en Sala 
Uniinstancial,máxima au-
toridad jurisdiccional en 
la materia y órgano espe-
cializado del Poder Judi-
cial del Estado.

Por otra parte, esta enti-
dad federativa cuenta con 
una Ley de Participación 
ciudadana para el Estado 
de Zacatecas, sin embar-
go, no es posible advertir 
la forma en que se tutelan 
los derechos de los ciuda-
danos que intervienen en 
estos mecanismos.
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CONCLUSIONES
Primera. Los mecanis-

mos de control de la cons-
titucionalidad en las en-
tidades federativas tiene 
por objeto el control del 
ejercicio del poder políti-
co local, verificando la co-
rrespondencia entre éste y 
la constitución local res-
pectiva, con el propósito 
de dejar sin efectos las de-
cisiones de los detentado-
res formales del poder que 
no sean conformes a su 
contenido. Aun cuando en 
diversos ordenamientos 
se usa el término “control 
constitucional”, conside-
ramos más adecuado em-
plear el término control de 
la constitucionalidad.

Segunda. Los meca-
nismos de control de la 
constitucionalidad local 
se integran por un bloque 
de instrumentos jurisdic-
cionales, tanto para los 
gobernados como para las 
propias autoridades, con 
el propósito de ajustar a la 

constitución los actos de 
las autoridades.

Tercera. Los medios de 
control de la constitucio-
nalidad identificados en 
las distintas entidades fe-
derativas, son los siguien-
tes:

Controversia constitu-
cional.

Acción de inconstitu-
cionalidad.

Cuestión de constitu-
cionalidad.

Acción por omisión le-
gislativa.

Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos.

Juicio para la protec-
ción de los derechos polí-
tico-electorales del ciuda-
dano.

Cuarta. Estos mecanis-
mos se encuentran previs-
tos en el apartado consti-
tucional relativo al Poder 
Judicial, con la especifici-
dad de que la protección 
de los derechos político-
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electorales del ciudadano 
se ubica, preponderante-
mente, en las normas re-
lativas a la materia electo-
ral. 

Quinta. La situación 
que actualmente presen-
tan los mecanismos de 
control de la constitucio-
nalidad local, responde, 
propiamente, a la descrip-
ción de cierta tendencia a 
homogeneizar las estruc-
turas del control difuso 
de la constitucionalidad 
conforme al diseño de la 
Constitución General; sin 
embargo, por la naturale-
za de los ordenamientos 
superiores locales, no es 
posible asimilar las es-
tructuras de control pues-
to que todo ordenamiento 
tiene su base o fuente en 
la Constitución Federal.

Sexta. De la interpre-
tación de los resultados, 
muestra que Aguasca-
lientes, Baja California, 
Baja California Sur, Dis-
trito Federal, Jalisco, 

Michoacán de Ocampo, 
Puebla, San Luis Potosí 
y Sonora, no cuentan con 
una regulación concreta 
de la protección jurisdic-
cional del ordenamiento 
constitucional; en tan-
to que Colima, Durango, 
Guerrero, Hidalgo, Tabas-
co y Zacatecas, a pesar de 
encontrarse algunos me-
canismos de control de la 
constitucionalidad, no se 
advierte un desarrollo le-
gislativo acabado, dada su 
generalidad.

El Estado de Chi-
huahua solamente regu-
la el control difuso de la 
constitucionalidad y de la 
convencionalidad, el cual 
se desarrollada en la Ley 
Reglamentaria del Artícu-
lo 105 de la Constitución 
Política del Estado de 
Chihuahua, atribuyéndose 
la competencia a la Sala 
de Control Constitucional 
del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado.

También se sitúa 
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Coahuila, previsto como 
un procedimiento consti-
tucional local de acuerdo 
a la Ley de Justicia Cons-
titucional Local para di-
cha entidad federativa; y 
el Estado de México, el 
cual la Sala Constitucio-
nal conoce de los recursos 
ordinarios en contra de re-
soluciones judiciales defi-
nitivas en donde se inapli-
quen normas en ejercicio 
del control difuso de la 
constitucionalidad o de la 
convencionalidad.

Séptima. Las Entidades 
Federativas en las que se 
localizó una regulación 
concreta de la protección 
jurisdiccional del orde-
namiento constitucional 
son: Campeche, Chiapas, 
Coahuila de Zaragoza, 
Guanajuato, Estado de 
México, Morelos, Naya-
rit, Nuevo León, Oaxa-
ca, Querétaro, Quintana 
Roo, Sinaloa, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán; como a continuación 

se precisa:
Controversia constitu-

cional: Campeche, Chia-
pas, Coahuila de Zarago-
za, Guanajuato, Estado 
de México, Morelos, Na-
yarit, Nuevo León, Oaxa-
ca, Querétaro, Quintana 
Roo, Sinaloa, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán.

Acción de inconsti-
tucionalidad: Chiapas, 
Coahuila de Zaragoza, 
Guanajuato, Estado de 
México, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Querétaro, 
Quintana Roo, Tamauli-
pas, Tlaxcala, Veracruz, 
Yucatán. 

Cuestión de consti-
tucionalidad: Chiapas, 
Coahuila de Zaragoza, 
Nayarit, Oaxaca, Tlaxca-
la, Veracruz, Yucatán.

Acción por omisión le-
gislativa: Chiapas, Naya-
rit, Querétaro, Quintana 
Roo, Tlaxcala, Veracruz, 
Yucatán.
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Medio de defensa y 
protección de derechos 
humanos: Nayarit (Juicio 
de protección de derechos 
fundamentales), Oaxaca 
(Juicio para la protección 
de los derechos huma-
nos), Querétaro (1. Juicio 
de protección de derechos 
fundamentales y, 2. Jui-
cio de protección de de-
rechos colectivos o difu-
sos), Tlaxcala (Juicio de 
protección constitucional) 
y Veracruz (Juicio de pro-
tección de derechos hu-
manos).

Con la aclaración que 
en el caso de Morelos aun 
cuando existe una dispo-
sición que regula la con-
troversia constitucional su 
desarrollo no deja de ser 
genérico.

Octava. Con base en la 
anterior conclusión, los 
datos arrojan que la previ-
sión de los mecanismos de 
protección desde el orde-
namiento constitucional 
se desarrollada o detalla 

en su aspecto procedimen-
tal por una ley secundaria 
o reglamentaria ex profe-
so (con la denominación 
de ley reglamentaria, ley 
de control constitucional 
o ley de justicia constitu-
cional); encontrándose en 
esa situación las siguien-
tes Entidades Federati-
vas: Campeche, Chiapas, 
Coahuila de Zaragoza, 
Guanajuato, Estado de 
México, Nayarit, Queré-
taro, Quintana Roo, Sina-
loa, Tamaulipas, Tlaxcala, 
Yucatán.

En tanto Oaxaca y Vera-
cruz se regulan en sus res-
pectivas leyes orgánicas; 
Nuevo León, también lo 
prevé en su Ley orgánica, 
sin embargo, no tiene un 
desarrollo procedimental 
acabado.

Novena. En el informe 
se destaca que la protec-
ción jurisdiccional del or-
denamiento constitucio-
nal está confiada al Poder 
Judicial del Estado, a tra-



198 Revista Tepantlato

C O N T E N I D O . J U R Í D I C O

vés del Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia: 
Campeche, Guanajuato, 
Morelos, Nuevo León, 
Sinaloa; el Pleno del Tri-
bunal Superior de Justicia 
en funciones de Tribunal 
Constitucional: Coahuila 
de Zaragoza, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Yucatán; en un 
órgano especializado del 
mismo denominado Sala 
Constitucional o Tribunal 
Constitucional: Chiapas, 
Estado de México, Naya-
rit, Oaxaca; compartiendo 
competencia en un órga-
no especializado para la 
sustanciación y el Pleno 
del Tribunal Superior de 
Justicia como instancia 
de resolución definitiva: 
Quintana Roo –la Sala 
Constitucional y Adminis-
trativa funge como órgano 
de instrucción-, Veracruz 
(la Sala Constitucional es 
competente para resolver 
en definitiva la cuestión 
de constitucionalidad y 
el juicio de protección de 

derechos; los demás me-
canismos son de la com-
petencia del Pleno del 
Tribunal Superior del Jus-
ticia) y Querétaro (la Sala 
Constitucional –resuelve 
en definitiva algunos me-
canismos- y el Pleno del 
Tribunal Superior de Jus-
ticia como Tribunal Cons-
titucional, sólo conoce de 
las controversias relativas 
a la competencia, para lo 
cual el magistrado de la 
Sala Constitucional funge 
como instructor).

Décima. La tutela de 
los derechos político-
electorales del ciudadano 
encuentra un mecanismo 
concreto a través del jui-
cio ciudadano expresa-
mente regulado o median-
te competencia asumida 
vía interpretativa por los 
órganos jurisdiccionales 
electorales, en las Entida-
des Federativas siguien-
tes: Baja California, Cam-
peche, Chiapas, Coahuila 
de Zaragoza, Colima, 
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Distrito Federal, Duran-
go, Guanajuato, Guerre-
ro, Hidalgo, Jalisco, Es-
tado de México, Morelos, 
Nayarit, Puebla, Oaxaca, 
Querétaro, Quintana Roo, 
Tabasco, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán y Zacatecas.

Décima primera. Las 
instancias jurisdiccio-
nales para la protección 
de los derechos político-
electorales del ciudadano, 
guardan un estatus cons-
titucional de autonomía o 
bien, de su carácter de ór-
ganos especializados del 
Poder Judicial del Estado.

Décima segunda. La 
evolución del control de 
la constitucionalidad en 
el ámbito local se asocia 
de manera inmediata al 
diseño de los controles 
jurisdiccionales para la 
protección de la Constitu-
ción (federal) y de los de-
rechos humanos; no obs-
tante, existe un desarrollo 
legislativo que amplía los 

mecanismos79 a Entidades 
Federativas que se aproxi-
man a cierta semejanza en 
el diseño procedimental.

Fuentes de consulta
General
Tesis: P./J. 22/2012, 

Semanario Judicial de la 
Federación y su Gace-
ta, Décima Época, Tomo 
I, Libro III, octubre de 
2012, p. 288, con el rubro: 
CONTROL CONSTI-
TUCIONAL. SU ESTA-
BLECIMIENTO EN LAS 
CONSTITUCIONES DE 
LOS ESTADOS DEBE 
OBSERVAR EL MAR-
CO PREVISTO POR LA 
CONSTITUCIÓN POLÍ-
TICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS.

Tesis: P. XXXIII/2002, 
Semanario Judi-
cial de la Fede-
ración y su Gace-
ta, Novena Época, 

79	 	  De manera concreta: Campeche, Chiapas, 
Coahuila de Zaragoza, Guanajuato, Estado de Mé-
xico, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, 
Quintana Roo, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala, Ve-
racruz, Yucatán.
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Tomo XVI, agosto 
de 2002, p. 903, con 
el rubro: CONTRO-
VERSIA constitu-
cional. LA FACUL-
TAD OTORGADA A LA 
sala constitucio-
nal DEL TRIBUNAL 
SUPERIOR DE JUSTI-
CIA DEL ESTADO DE 
VERACRUZ-LLAVE 
PARA CONOCER Y 
RESOLVER EL JUICIO 
DE PROTECCIÓN DE 
DERECHOS HUMA-
NOS, PREVISTO EN 
LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE ESA EN-
TIDAD FEDERATIVA, 
NO INVADE LA ESFE-
RA DE ATRIBUCIONES 
DE LOS TRIBUNA-
LES DE LA FEDERA-
CIÓN, PUES AQUÉL 
SE LIMITA A SALVA-
GUARDAR, EXCLUSI-
VAMENTE, LOS DERE-
CHOS HUMANOS QUE 
ESTABLECE EL PRO-
PIO ORDENAMIENTO 
LOCAL.

Tesis: P./J. 23/2012, 
Semanario Judicial de la 
Federación y su Gace-
ta, Décima Época, Tomo 
I, Libro III, octubre de 
2012, p. 288, con el ru-
bro: CONTROL CONS-
TITUCIONAL LOCAL. 
ES VÁLIDO ESTABLE-
CER UN TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL Y 
UN SISTEMA DE ME-
DIOS PARA EXIGIR LA 
FORMA DE ORGANI-
ZACIÓN DE LOS PO-
DERES Y LA PROMO-
CIÓN Y PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS 
HUMANOS EN EL ÁM-
BITO ESTATAL.

Tesis: P./J. 136/2001, 
Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XV, 
enero de 2002, p. 917, con 
el rubro: CONTROVER-
SIA CONSTITUCIO-
NAL. LA VÍA PREVISTA 
EN LA LEGISLACIÓN 
LOCAL SÓLO DEBE 
AGOTARSE PARA SU 
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PROCEDENCIA CUAN-
DO EN LOS CONCEP-
TOS DE INVALIDEZ 
NO SE PLANTEEN 
VIOLACIONES DIREC-
TAS E INMEDIATAS 
A LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, SINO QUE 
SU TRANSGRESIÓN 
SE HAGA DERIVAR DE 
LA VULNERACIÓN A 
NORMAS LOCALES.
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denamiento Mexicano, 2ª 
ed., Porrúa–UNAM, Mé-
xico, 2011.

Por entidad federativa
Aguascalientes:
- http://congresoags.

gob.mx/inicio/
- http://www.poderju-

dicialags.gob.mx/
- http://www.poderju-

dicialags.gob.mx/salaae/
sae.html

Baja California:
- http://www.congres-

obc.gob.mx/
- http://www.poder-ju-

dicial-bc.gob.mx/
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- http://www.tje-bc.
gob.mx/tjebc/

Baja California Sur:
- http://www.cbcs.gob.

mx/
- http://www.tribunalb-

cs.gob.mx/
Campeche:
- http://www.congre-

socam.gob.mx/LXI/
- http://www.poderju-

dicialcampeche.gob.mx/
-ht tp: / /www.jurise-

lectoral.org.mx/index.
php?option=com_content
&view=article&id=85&It
emid=4709

Chiapas:
- http://www.congreso-

chiapas.gob.mx/
- http://www.poderju-

dicialchiapas.gob.mx/
- http://www.tjeachia-

pas.gob.mx/
Chihuahua:
- http://www.congreso-

chihuahua.gob.mx/
- http://www.stj.gob.

mx/

- http://www.techi-
huahua.org.mx/

Coahuila de Zaragoza:
-http://www.congreso-

coahuila.gob.mx/59/in-
dex.html

-http://www.poderjudi-
cialcoahuila.gob.mx/pag/
TSJ/index.php

-http://www.poderju-
dicialcoahuila.gob.mx/te-
lectoral/

Colima:
- http://www.congreso-

col.gob.mx/
- http://stj.col.gob.mx/
- http://www.tee.org.

mx/
Distrito Federal:
- http://www.aldf.gob.

mx/
- http://www.tedf.org.

mx/
- http://www.poderju-

dicialdf.gob.mx/swb/
Durango:
- http://congresoduran-

go.gob.mx/
- http://www.tsjdgo.
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gob.mx/
- http://www.tedgo.

gob.mx/
Guanajuato:
- http://www.congreso-

gto.gob.mx/
- http://www.poderju-

dicial-gto.gob.mx/
- http://www.teegto.

org.mx/
Guerrero:
- http://www.congreso-

gro.gob.mx/
- http://tsj-guerrero.

gob.mx/
- http://www.teegro.

gob.mx/
Hidalgo:
- http://www.congreso-

hidalgo.gob.mx/index.
php?iniciar

- http://www.pjhidalgo.
gob.mx/

- http://www.trielecto-
ralhidalgo.org.mx/

Jalisco:
- http://www.congreso-

jal.gob.mx/
- http://www.stjjalisco.

gob.mx/
- http://www.triejal.

gob.mx/
Estado de México:
- http://www.cddiputa-

dos.gob.mx/
- http://www.pjedomex.

gob.mx/web2/
- http://www.teemmx.

org.mx/
Michoacán de Ocam-

po:
- http://transparencia.

congresomich.gob.mx/
- http://www.poderju-

dicialmichoacan.gob.mx/
web/

- http://www.teemich.
org.mx/

Morelos:
- http://www.congreso-

morelos.gob.mx/
- http://www.tsjmore-

los.gob.mx/
- http://www.teem.gob.

mx/
Nayarit:
- http://www.congreso-

nayarit.mx/
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- http://www.tsjnay.
gob.mx/

- http://www.tsjnay.
gob.mx/tribunal-superior-
de-justicia/sala-constitu-
cional-electoral/

Nuevo León:
- http://www.hcnl.gob.

mx/
- http://www.pjenl.gob.

mx/
- http://www.tee-nl.org.

mx/
Oaxaca:
-http://www.congres-

ooaxaca.gob.mx/lxi/l_es-
tatal.html

- http://www.tribuna-
loax.gob.mx/

- http://teoax.org/
Puebla:
- http://www.congreso-

puebla.gob.mx/
- http://www.htsjpue-

bla.gob.mx/
- http://www.teep.org.

mx/
Querétaro:
- http://www.legislatu-

raqueretaro.gob.mx/
- http://www.tribunal-

qro.gob.mx/
- http://www.tribunal-

qro.gob.mx/electoral/
Quintana Roo:
- http://www.congreso-

qroo.gob.mx/
- http://www.tsjqroo.

gob.mx/
-http://www.teqroo.

com.mx/sitio2007/teqroo/
San Luis Potosí:
- http://148.235.65.21/

LIX/
- http://www.stjslp.gob.

mx/
Sinaloa:
- http://www.congreso-

sinaloa.gob.mx/
- http://www.stj-sin.

gob.mx/
- http://teesin.org.mx/
Sonora:
- http://www.congreso-

son.gob.mx/
- http://www.stjsonora.

gob.mx/
- http://www.teesonora.
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org.mx/
Tabasco:
- http://www.congreso-

tabasco.gob.mx/
- http://www.tsj-tabas-

co.gob.mx/
- http://www.tet.gob.

mx/
Tamaulipas:
- http://www.congreso-

tamaulipas.gob.mx/
- http://www.pjetam.

gob.mx/
- http://www.trieltam.

gob.mx/
Tlaxcala:
- http://201.122.192.8/
- http://www.tsjtlaxca-

la.gob.mx/
- http://www.seatlax.

gob.mx/site/index.php
Veracruz:
- http://www.legisver.

gob.mx/
- http://www.pjevera-

cruz.gob.mx/
- http://www.teever.

gob.mx/
Yucatán:

- http://www.congresoyu-
catan.gob.mx/

- http://www.tsjyuc.gob.
mx/

- http://www.teeyuc.org.
mx/principal.html

Zacatecas:
- http://www.congreso-

zac.gob.mx/s/Bienvenidos 
http://187.174.173.99:8080/

- http://www.tjez.gob.mx/
C. Otros portales de inter-

net oficiales
-http://portal.te.gob.mx/

legislacion-jurisprudencia/
catalogo?entidad=All

-http://www.scjn.gob.mx/
normativa/Paginas/Legisla-
cion.aspx

-http://www.ordenjuridi-
co.gob.mx/ambest.php

-http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/gobier-
nos.htm

-http://www.juridicas.
unam.mx/infjur/leg/leg-
mexes.htm
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